	LEY DEL AGUA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS

	PROPUESTA SIAPA, ASESORES DE LAS FRACCIONES DEL PRI Y PAN, SECRETARÍA GRAL. DE GOB. Y CEA
	PROPUESTA DE LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES

	H. CONGRESO DEL ESTADO DE JALISCO
PRESENTE.

Las Comisiones de Hacienda y Presupuestos y Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, con fundamento en los artículos 69, 89, 97 y 157 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, emite el presente DICTAMEN DE LEY QUE REFORMA DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY DEL AGUA PARA EL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS Y LA LEY DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE JALISCO, de acuerdo con la siguiente







P A R T E      E X P O S I T I V A

1. Con fecha 24 de marzo del 2011, el diputado Luis Armando Córdova Díaz presentó ante el Congreso del Estado, la iniciativa que propone reformar diversos artículos de la Ley del Agua del Estado de Jalisco y sus Municipios y la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco.


2. Recibida la iniciativa y por acuerdo del Pleno del 5 de abril del 2011, fue turnada para su dictamen conjunto a la Comisión de Hacienda y Presupuestos y a la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, con fundamento en los artículos 64, 69, 105 y 106 párrafo 1 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado.



3. Al diputado Roberto Antonio Marrufo Torres vocal de la Comisión de Hacienda y Presupuestos, le correspondió la formulación del proyecto de dictamen según se dispuso al seno del órgano colegiado el 5 de abril del presente año, de conformidad con el artículo 107 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado.


4. Al diputado Jesús Casillas Romero, Presidente de la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, le correspondió la formulación del proyecto de dictamen según se dispuso al seno del órgano colegiado, de conformidad con el artículo 107 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado.



P A R T E      C O N S I D E R A T I V A

A. COMPETENCIA DE LAS COMISIONES DICTAMINADORAS.
1. Las Comisiones de Hacienda y Presupuestos y Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, son competentes para dictaminar la iniciativa propuesta por el diputado Luis Armando Córdova Díaz, de conformidad con los artículos 89 y 97 respectivamente de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, que a la letra disponen:

Artículo 89.
1. Corresponde a la Comisión de Hacienda y Presupuestos el estudio y dictamen o el conocimiento, respectivamente, de los asuntos  relacionados con:

I.  La legislación  en materia fiscal y hacendaria;

II. La aprobación de las leyes de ingresos del Estado y de los municipios;

III. La creación o derogación de impuestos extraordinarios o especiales, estatales o municipales;

IV. La supresión o creación de empleos públicos estatales;

V. La autorización al Poder Ejecutivo del Estado, para la enajenación de inmuebles o constitución de derechos reales sobre los mismos;

VI. El gasto público del Estado y la dictaminación de su Presupuesto de Egresos;

VII. El otorgamiento de dispensas de ley por causas de utilidad pública sin perjuicio de terceros; 

VIII.  La autorización al Poder Ejecutivo para contraer adeudos; 

IX. La propuesta ante la Junta de Coordinación Política de la terna para el nombramiento del titular del órgano técnico de Hacienda Pública;

X. La supervisión y coordinación del órgano técnico de Hacienda Pública; 

XI. La propuesta a la Asamblea del nombramiento y la remoción de los servidores públicos del órgano técnico de Hacienda Pública; 

XII. La vigilancia de que en el Presupuesto de Egresos del Estado de Jalisco no se realice la incorporación, bajo ninguna circunstancia, de ingresos extraordinarios o por el fin del encargo, adicionales a la remuneración que legalmente deben recibir los servidores públicos; y

XIII. Las políticas, planes y programas en materia fiscal y hacendaria.




Artículo 97.
1. Corresponde a la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos el estudio y dictamen o el conocimiento, respectivamente, de los asuntos  relacionados con:


I. Las reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o la particular del Estado;

II. Las leyes reglamentarias u orgánicas de dispositivos de la Constitución Política del Estado y los que la Constitución Federal le autorice reglamentar; 

III. Las competencias y controversias que se susciten entre el Ejecutivo y el Supremo Tribunal de Justicia, salvo lo previsto en los artículos 76 fracción VI y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

IV. La legislación civil, penal o administrativa, en su aspecto sustantivo;

V. El reglamento de esta ley  y demás disposiciones reglamentarias; 

VI. La revisión de los dictámenes  de las demás comisiones, relativos a leyes del Estado en cuanto a la Constitucionalidad, contravención a otras normas legales, técnica legislativa, congruencia interna y la corrección de estilo; 

VII. El análisis y la revisión permanente de la legislación sustantiva jalisciense buscando su codificación y armonía;

XI. (sic) La propuesta ante la Junta de Coordinación Política de la terna para el nombramiento del titular del órgano técnico de Puntos Constitucionales y Técnica Legislativa;

XII. (sic) La supervisión y coordinación del órgano técnico de Técnica Legislativa; y

XIII. (sic) La propuesta a la Asamblea del nombramiento y la remoción de los servidores públicos del órgano técnico de Técnica Legislativa.

B. PROCEDENCIA FORMAL.

1. El autor de la iniciativa y en su carácter de Diputado integrante de la LIX Legislatura del Estado de Jalisco como se expresa en su proemio, esta facultado para presentar iniciativas ante el Congreso del Estado, de conformidad con el artículo 28, fracción I de la Constitución Política del Estado de Jalisco.

2. La iniciativa presentada, cubre con los requisitos formales establecidos en el artículo 154 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, toda vez que prevé el análisis de las repercusiones, que en caso de llegar a aprobarse la propuesta, podría representar en los aspectos jurídicos, económicos, sociales y presupuestales.

3. Como se expresa y precisa en la exposición de motivos de la iniciativa, se cumplen y observan los ámbitos de competencia que corresponden al Poder Legislativo, al Gobierno del Estado y a los Municipios para emitir y aplicar las disposiciones administrativas y fiscales que concurren en la regulación de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de las agua residuales, como son:

I. Fundamento constitucional para los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales: La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece en la fracción II, inciso a) de su artículo 115, que:

Art. 115, fracción III.- Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:
a).- Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales.

Esta disposición se reitera en la fracción I del artículo 79 de la Constitución Política del Estrado de Jalisco y en la fracción I del artículo 94 de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco.

II. Fundamento constitucional para la regulación municipal de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales: La fracción III del Artículo 115 Constitucional establece cinco categorías, conceptos o tipos de servicios: (1) Agua potable, (2) drenaje, (3) alcantarillado, (4) tratamiento, y (5) disposición de sus aguas residuales. Al determinar el carácter municipal de estos servicios, otorga a los gobiernos municipales o ayuntamientos la facultad para emitir la normatividad donde se regule su prestación, en los dos primeros párrafos de la fracción II del mismo artículo 115, donde se dispone que:

II.- Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio conforme a la ley.
Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal.


La facultad normativa de los Ayuntamientos para regular los servicios públicos de su competencia, se reitera en el artículo 77, fracción II, inciso b) de la Constitución Política del Estado de Jalisco, donde se especifica que:

Artículo 77.- Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que expida el Congreso del Estado:
II. Los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, con el objeto de:
b) Regular las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia; y

III. Fundamento constitucional para emitir las leyes en materia municipal que expida el Congreso del Estado, relativas a los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales: El artículo 115 Constitucional en el tercer párrafo de su fracción II, indica que:

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior será establecer:
a) Las bases generales de la administración pública municipal y del procedimiento administrativo, incluyendo los medios de impugnación y los órganos para dirimir las controversias entre dicha administración y los particulares, con sujeción a los principios de igualdad, publicidad, audiencia y legalidad;
b) Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de los ayuntamientos para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al Municipio por un plazo mayor al periodo del Ayuntamiento;
c) Las normas de aplicación general para celebrar los convenios a que se refieren tanto las fracciones III y IV de este artículo, como el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 116 de esta Constitución;
d) El procedimiento y condiciones para que el gobierno estatal asuma una función o servicio municipal cuando, al no existir el convenio correspondiente, la legislatura estatal considere que el municipio de que se trate esté imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en este caso, será necesaria solicitud previa del ayuntamiento respectivo, aprobada por cuando menos las dos terceras partes de sus integrantes; y
e) Las disposiciones aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes.

Las disposiciones constitucionales que precisan el objeto de las leyes en materia municipal, se reiteran en el artículo 77 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, en donde se precisa que:

Artículo 77.- Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que expida el Congreso del Estado:

I a IV. …

Las leyes en materia municipal que expida el Congreso del Estado únicamente deberán establecer:

I. Las bases generales de la administración pública municipal y del procedimiento administrativo, incluyendo los medios de impugnación y los órganos para dirimir las controversias entre dicha administración y los particulares, con sujeción a los principios de igualdad, publicidad, audiencia y legalidad;

II. Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de los ayuntamientos para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al Municipio por un plazo mayor al periodo del Ayuntamiento;

III. Las normas de aplicación general para celebrar los convenios a que se refieren tanto las fracciones III y IV del artículo 115, como el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 116, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;


IV. El procedimiento y condiciones para que el gobierno estatal asuma una función o servicio municipal, cuando al no existir el convenio correspondiente, la legislatura estatal considere que el municipio de que se trate esté imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en este caso, será necesaria solicitud previa del ayuntamiento respectivo, aprobada por cuando menos las dos terceras partes de sus integrantes; y

V. Las normas que establezcan los procedimientos mediante las cuales se resolverán los conflictos que se presenten entre los municipios y el gobierno del estado, o entre aquellos, con motivo de los actos derivados de los incisos II y IV (sic) anteriores.


El artículo 115, fracción II, incisos a) y e), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos otorga a las Legislaturas Estatales dos atribuciones en materia municipal: la primera consiste en emitir las bases generales necesarias para conferir una homogeneidad básica al gobierno municipal, que establezcan los lineamientos esenciales de los cuales no puede apartarse en el ejercicio de sus competencias constitucionales; y la segunda, relativa a la emisión de disposiciones de detalle sobre esa misma materia aplicables solamente en los Municipios que no cuenten con reglamentación pormenorizada propia, con la peculiaridad de que en el momento en que éstos emitan sus propios reglamentos, las disposiciones supletorias del Congreso resultarán automáticamente inaplicables.

Conforme al mandato constitucional, corresponde al Congreso del Estado expedir las leyes en materia municipal en donde se determinen las normas que constituyen las bases generales de la administración pública municipal, para establecer las dependencias y organismos que tendrán a su cargo la administración pública en general y la administración de los servicios públicos a su cargo, como también las disposiciones supletorias aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes.


Las atribuciones de los Ayuntamientos del Estado de Jalisco para emitir la reglamentación de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, se reiteran en la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco y en la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios, en las siguientes disposiciones:

Artículo 37 de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco. Son obligaciones de los Ayuntamientos, las siguientes:

VIII. Expedir y aplicar los reglamentos relativos a la prestación de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, conforme a las bases generales definidas por las leyes federales y estatales en la materia;

Artículo 97 de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios. El servicio de agua potable en el Estado será medido siendo obligatoria la instalación de aparatos medidores por la autoridad para la cuantificación del consumo para todos los usuarios, incluyendo los servicios a los bienes del dominio público, los cuales estarán regulados en los reglamentos municipales y en el Reglamento de esta Ley.

Artículo 98 de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios... Los reglamentos municipales establecerán:
I. Los mecanismos para la aplicación de las cuotas y tarifas que se cobren por concepto de la prestación de los servicios establecidos en la presente ley,
II. Los mecanismos para su cobro; y
III. Los derechos y obligaciones del prestador de servicios y de los usuarios, que formarán parte de los modelos de contratos entre ambas partes.

III. Fundamento constitucional para emitir las leyes hacendarias en materia municipal: Las contraprestaciones que corresponden a servicios públicos federales, estatales y municipales, en congruencia con las obligaciones y derechos que generen a los gobernados y dependiendo del grado de obligatoriedad que su prestación implique para los respectivos gobiernos, pueden adquirir el carácter de contribuciones en el concepto de derechos o precios por servicio público determinado por los órganos de gobierno o sus concesionarios.


El fundamento para establecer las cuotas y tarifas de contribuciones aplicables derechos, por la prestación de servicios públicos se establecen en la fracción IV del Artículo 115 Constitucional, donde se dispone que:

IV.- Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso:

a) y b)…

c).- Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo.

Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones en relación con las mismas. Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de los Estados o los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público.


Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a las legislaturas estatales las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria.

Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de los municipios, revisarán y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles.

Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen, conforme a la ley.

Los fundamentos constitucionales de la hacienda municipal se integran en el artículo 89 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, en donde se indica que:

Artículo 89. El Congreso del Estado aprobará las leyes de ingresos de los municipios y revisará y fiscalizará las cuentas públicas municipales, en los términos de lo dispuesto por esta Constitución y las leyes que de ella emanen. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles y en las reglas establecidas en las leyes municipales respectivas.

Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios a favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de los Estados o los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público.


Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán al Congreso del Estado, conforme al procedimiento que se establezca en la ley de la materia, las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria.

Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen conforme a la ley.

IV. Leyes estatales que integran el marco jurídico aplicable a los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales: El marco jurídico que regula los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales en el Estado de Jalisco, se integra por las disposiciones de las siguientes leyes:

1.	Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco;
2.	Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco;
3.	Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios;
4.	Las leyes que regulan los sistemas de agua potable, drenaje y alcantarillado para los distintos municipios del Estado de Jalisco, en donde se optó por descentralizar la administración de estos servicios de la administración pública municipal; y
5.	Las leyes de ingreso de los municipios.

La Comisiones Legislativas que en forma conjunta emitimos el presente dictamen, constatamos que el Congreso del Estado de Jalisco tiene la competencia legislativa para emitir y modificar la legislación estatal que integra en ámbito normativo para la prestación de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales como servicios municipales; como también su ámbito material como ley en materia municipal, el cual se define y delimita en el artículo 115, fracción II, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como se propone en el Artículo Primero del Decreto de la presente iniciativa, en donde se proponen las reformas y adiciones a la Ley del Agua del Estado de Jalisco y sus Municipios.

Así mismo y como se dispone en el inciso e) de la fracción II del artículo 115 de la Constitución Federal, corresponde al Congreso del Estado expedir “Las disposiciones aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes”, facultad que debe ejercer el Poder Legislativo, a efecto de garantizar la seguridad jurídica a los gobernados y apoyar a los Ayuntamientos sin menoscabo a sus atribuciones municipales, para superar las diferencias en recursos materiales y humanos, que limitan el ejercicio pleno de las atribuciones constitucionales les corresponden como primer nivel de gobierno, como se propone en el Artículo Tercero del Decreto de la presente iniciativa, en donde se proponme emitir el reglamento para la prestación de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado y tratamiento de las aguas residuales, para su aplicación supletoria por los Ayuntamientos, dependencias o sus organismos operadores.

Al expedir el Congreso del Estado un reglamento en materia municipal únicamente será aplicable en aquellos municipios que no cuenten con el propio reglamento que les corresponde expedir, conforme las bases generales que son materia de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios, el cual dejará de tener vigencia al emitirse el ordenamiento que expida el Ayuntamiento a efecto de integrar las dependencias u organismos que tendrán la responsabilidad de administrar los servicios a su cargo, así como regular el procedimiento administrativo para su operación.

Al analizar el marco normativo que fundamenta la presente iniciativa, se concluye está debidamente establecida, tanto la competencia constitucional para su autorización por el Congreso del Estado, como también la correcta integración de sus disposiciones, en relación con la competencia concurrente que corresponde al Gobierno del Estado y a los Gobiernos Municipales.


C. PROCEDENCIA MATERIAL.

1. Contenido de la iniciativa.

La iniciativa que se dictamina analiza y resuelve cinco aspectos fundamentales para la gestión de los servicios de agua potable y saneamiento, como son:

a)	El reconocimiento por la comunidad internacional del acceso al agua y saneamiento, como derecho humano esencial;
b)	La revisión del marco normativo en materia de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de las agua residuales, como legislación en materia municipal, para establecer las bases orgánicas y de procedimiento administrativo para su administración eficiente, con reconocimiento a los diferentes sistemas que operan en el Estado de Jalisco y sus Municipios;
c)	La integración de consejos consultivos tarifarios o comisiones tarifarias como instancias de participación social en la FORMULACIÓN Y AUTORIZACIÓN de las cuotas o tarifas, para determinar en forma justa y equitativa las contraprestaciones por los servicios de agua potable y saneamiento;

d)	La actualización de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, para asegurar la congruencia de sus conceptos tributarios e incluir la contribución de mejoras, conforme a la reforma constitucional en materia municipal, vigente a partir del año 2001
e)	La revisión del concepto de derechos y productos de conformidad con la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

La exposición de motivos iniciativa presentada por el diputado Luis Armando Córdova Díaz, destaca el reconocimiento por la comunidad internacional del derecho humano al agua y al saneamiento:

VII. El derecho humano al agua y el Saneamiento. La comunidad internacional ha reconocido cada vez más, y de forma más explícita, algunas obligaciones específicas en relación con el acceso al agua potable y el saneamiento, principalmente como parte del derecho a un nivel de vida adecuado y el derecho a la salud.

El acceso al agua potable fue declarado por primera vez un derecho humano por los Estados Miembros de las Naciones Unidas en 1977, en el Plan de Acción de Mar del Plata, en que se afirmaba que todos los pueblos, cualquiera que sea su etapa de desarrollo, "tienen derecho a disponer de agua potable en cantidad y calidad suficiente para sus necesidades básicas". Las resoluciones aprobadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas (A/RES/54/175 El derecho al desarrollo) y la Comisión de Derechos Humanos también hacen referencia al agua potable como derecho humano (2004/17 y 2005/15).


Este proceso de reconocimiento culminó el pasado 28 de julio de 2010 en el Sexagésimo cuarto período de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas, cuando se aprobó la resolución A/RES/64/292 “El derecho humano al agua y el saneamiento”, donde se:

“1. Declara el derecho al agua potable y el saneamiento como un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos;

2. Exhorta a los Estados y las organizaciones internacionales a que proporcionen recursos financieros y propicien el aumento de la capacidad y la transferencia de tecnología por medio de la asistencia y la cooperación internacionales, en particular a los países en desarrollo, a fin de intensificar los esfuerzos por proporcionar a toda la población un acceso económico al agua potable y el saneamiento;
3…”

México al aprobar esta resolución, asumió el compromiso de realizar las acciones públicas y promover la participación social y privada, para hacer efectivo el acceso al agua y los servicios de saneamiento como derecho humano esencial.

A efecto de promover el acceso de las personas al agua potable y el saneamiento como derecho humano esencial, las disposiciones de la iniciativa tienen la finalidad de aportar los medios jurídicos para su administración, donde la sustentabilidad de los sistemas en todos sus aspectos, tenga como base la distribución justa y equitativa de los costos y beneficios que generan las obras de infraestructura y la administración de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de las aguas residuales.

Así mismo, de la iniciativa presentada por el diputado Luis Armando Córdova Díaz y en relación con las disposiciones vigentes en el Estado de Jalisco y sus Municipios, se desprende la siguiente exposición de motivos:

V. Falta de congruencia entre las leyes estatales que integran el marco jurídico aplicable a los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales: Las disposiciones estatales que integran el marco normativo que regula la prestación de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, se expidieron y reformaron en forma sucesiva, sin verificar su congruencia constitucional, como entre los conceptos y disposiciones de los mismos ordenamientos estatales.

Al analizar las leyes estatales que se indican en el apartado anterior, advertimos problemas de congruencia, tanto en el enunciado de los servicios, los conceptos para su cobro como contraprestaciones, las disposiciones administrativas y las normas operativas, como se advierte en los conceptos que se exponen a continuación.

El artículo 37 fracción VIII y el artículo 94 fracción I de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal son congruentes con las disposiciones constitucionales al enunciar como servicios públicos municipales los conceptos de: (1) Agua potable, (2) drenaje, (3) alcantarillado, (4) tratamiento, y (5) disposición de sus aguas residuales.

Pero en la fracción V del artículo 132 la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco se indica únicamente dos servicios, al disponer que:


Artículo 132.‑ Los ingresos que por concepto de derechos obtenga el Municipio, procederán de la prestación de los siguientes servicios:

V. Agua y alcantarillado;

La Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios en su artículo 99 realiza un desglose de los conceptos de estos servicios, que deben comprender las cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos de agua, en la forma siguiente:

Artículo 99. Las cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos de agua comprenderán:

I. La instalación de tomas domiciliarias;
II. Conexión del servicio de agua;
III. Conexión al alcantarillado y tratamiento de aguas residuales provenientes de uso habitacional;
IV. Conexión al alcantarillado, y tratamiento de aguas residuales provenientes de actividades productivas, cuando la descarga se realice por debajo de las concentraciones permisibles conforme a las normas oficiales mexicanas en materia ecológica y las condiciones particulares de descarga vigentes, en los términos de la legislación aplicable;
V. Conexión al alcantarillado, y tratamiento de aguas residuales provenientes de actividades productivas, cuando la descarga se realice por arriba de las concentraciones permisibles conforme a las normas oficiales mexicanas en la materia y las condiciones particulares de descarga vigentes, en su caso, en los términos de la legislación aplicable;
VI. Instalación de medidor;
VII. Uso habitacional;
VIII. Uso comercial;
IX. Uso industrial;
X. Uso de servicios en instituciones públicas;
XI. Uso en servicios de hotelería;
XII. Servicios de alcantarillado de aguas pluviales;
XIII. Servicios de alcantarillado para uso habitacional;
XIV. Servicios de tratamiento de aguas residuales provenientes de uso habitacional;
XV. Servicios alcantarillado para los usos no habitacionales;
XVI. Servicios de tratamiento de aguas residuales provenientes de usos no habitacionales; 
XVII. Servicio de abastecimiento de aguas tratadas o crudas; y
XVIII. Los demás que se establezcan en los reglamentos municipales, incluyendo usos específicos y con características propias en la región o municipio, las leyes de ingresos respectivas y en los convenios que se celebren entre los tres órdenes de gobierno.

En el caso de los organismos operadores descentralizados intermunicipales, los ayuntamientos respectivos deberán de coordinarse para que sus leyes de ingresos se unifiquen en la parte correspondiente a las tarifas por los servicios de agua potable y saneamiento. El Congreso del Estado deberá tomar en cuenta dicha unificación en los decretos respectivos.

Pero esta disposición no se ha integrado en todas las Leyes de ingresos municipales, pues sólo treinta y siete municipios observan su congruencia; en el resto los conceptos se enuncian en forma distinta. Tomando como referencia la Ley de Ingresos del Municipio de Guadalajara para el ejercicio fiscal 2010, establece los conceptos de derechos en los términos siguientes:


Artículo 54.- El servicio medido será obligatorio en las zonas urbanas y suburbanas de este Municipio, con excepción de los predios baldíos. A aquellos usuarios que se opongan a la instalación del aparato medidor se les suspenderá el servicio de agua potable y alcantarillado.

I.- El servicio de medición se sujetará a las reglas generales siguientes:
II.- Uso Doméstico:
III.- Otros Usos:


Artículo 56.- Uso o aprovechamiento de la infraestructura de agua potable y alcantarillado:

Las personas físicas o jurídicas, propietarias o poseedoras de predios urbanos o suburbanos, deberán pagar al SIAPA por el uso o aprovechamiento de la infraestructura de agua potable y alcantarillado, de acuerdo con las cuotas siguientes:
…
La solicitud de viabilidad para factibilidad tendrá un costo de recuperación de $116.60,..
La solicitud de los dictámenes técnicos para factibilidad tendrá un costo de recuperación de: …

Artículo 57.- Excedencias:

Para efectos de este artículo se entiende como excedencia  la diferencia que resulta cuando la cantidad de agua demandada es mayor que la cantidad de agua asignada.

La excedencia se aplicará en todos los casos que se genere por obra nueva, ampliación, remodelación o cambio de uso de suelo de cualquier predio.

Para el otorgamiento del servicio de agua potable la excedencia se calculará sobre la base del volumen asignado de un litro por segundo por hectárea de superficie total del predio considerado.


Artículo 60.- Para efectos de la presente Ley se entiende por:

a) Descarga: la acción de verter aguas residuales al sistema de alcantarillado o drenaje;

b) Aguas residuales: los líquidos de composición variada provenientes de las descargas de los  usos industriales, comerciales, de servicios, agrícolas, pecuarios, domésticos, de tratamiento de aguas incluyendo fraccionamientos; y en general de cualquier uso, así como la mezcla de ellas.


Ante la falta de congruencia que se advierte en las disposiciones que integran el marco normativo de los servicios municipales de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, en la mayoría de los municipios, la presente iniciativa tiene la finalidad de:

1.	Reformar las disposiciones vigentes, para hacerlas congruentes con las normas constitucionales en donde se establecen como servicios públicos municipales los conceptos de: (1) Agua potable, (2) drenaje, (3) alcantarillado, (4) tratamiento, y (5) disposición de sus aguas residuales;


2.	En observancia a las disposiciones constitucionales y en ejercicio de la atribución que corresponde al Congreso del Estado para expedir las leyes en materia municipal, reformar la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios para determinar las normas que constituyen las bases generales de la administración pública municipal para establecer las dependencias y organismos que tendrán a su cargo la administración de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, como también las disposiciones supletorias aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes. Estas bases generales y disposiciones supletorias, deben configurar los modelos que pueden aplicarse a la administración de estos servicios públicos, como son:

a)	La integración y operación de organismos públicos municipales o intermunicipales, la integración y funcionamiento de organismos operadores por vecinos o particulares;
b)	La integración y operación organismos operadores por vecinos o particulares que asuman en forma concesionada la prestación de estos servicios; y
c)	La integración y operación de dependencias municipales en los municipios donde el Ayuntamiento decida por administrar en forma directa la prestación de estos servicios.


4.	Analizar los procedimientos para determinar las cuotas, tarifas o precios que corresponda pagar a los usuarios de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, atendiendo a su naturaleza operativa, los derechos y obligaciones que corresponden a los usuarios, así como el grado de obligación que corresponda a los Gobiernos Municipales en su prestación, con la concurrencia que corresponda a los Gobiernos Federal y Estatal, en atención a la administración de las fuentes de aprovisionamiento de agua, las obras de infraestructura regionales para su captación y transporte, como el tratamiento y disposición de las aguas residuales, en el contexto de normas y compromisos nacionales e internacionales, que tienden a garantizar el aprovechamiento sustentable de los recursos hidráulicos.





2. Competencia del Congreso. 

El Congreso del Estado tiene competencia para “legislar en todas las ramas del orden interior del Estado, expedir leyes y ejecutar actos sobre materias que le son propias, salvo aquellas concedidas al Congreso de la Unión conforme al Pacto Federal en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, de conformidad a lo establecido en los artículos 35, fracción I de la Constitución Política del Estado de Jalisco.



3. Análisis de la iniciativa de reformas a la Ley del Agua del Estado de Jalisco y sus Municipios.

3.1. El derecho humano al agua y el saneamiento. El autor de la iniciativa realiza un estudio técnico y social respecto de la problemática que impera en la gestión del agua y su saneamiento, donde se observa la declaración de la comunidad internacional del derecho al agua potable y el saneamiento como un “derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos”.



La Asamblea General de las Naciones Unidas en el Sexagésimo cuarto período de sesiones, aprobó la resolución A/RES/64/292 “El derecho humano al agua y el saneamiento” el pasado 28 de julio de 2010. Esta declaración integra dos categorías de derechos fundamentales: el acceso al agua potable y saneamiento como derecho social necesario, para garantizar la calidad de vida de las personas; así como la responsabilidad de la comunidad, para aprovechar en forma sustentable los recursos hídricos, a efecto de asegurar su disponibilidad presente y futura. En observancia a esta declaración, la iniciativa que dictaminamos, propone reformar el artículo 1 de la Ley del Agua del Estado de Jalisco y sus Municipios para que en forma expresa se indique que:
El objeto de la presente Ley es:
I. Establecer los principios y regulaciones para la gestión integrada de los recursos hídricos en el Estado, a efecto de promover y hacer efectivo el derecho al agua potable y el saneamiento como un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos;

A diferencia de los derechos humanos en su primera generación los cuales implican para los gobernantes una obligación de respeto a las personas en condiciones de igualdad, los derechos sociales y generacionales requieren planear y realizar esfuerzos conjuntos de los gobiernos y sus sociedades, para aportar los recursos humanos y materiales indispensables para su administración. Por ello los sistemas de gestión de los recursos hídricos, necesariamente deben conjuntar:


1.	La organización y funcionamiento eficiente de las dependencias entidades operadoras de los servicios de agua y saneamiento;

2.	El aprovechamiento sustentable de las fuentes de agua para sus diversos usos;
3.	La programación, construcción y mantenimiento de los sistemas de redes de infraestructura y equipamiento, para alcanzar una cobertura universal de los servicios de agua y saneamiento;

4.	La distribución justa y equitativa de los costos y beneficios que generan los sistemas de servicios de agua y saneamiento, mediante la asignación eficiente de recursos financieros y su recuperación;
5.	La determinación y cobro de cuotas o tarifas por los servicios de agua y saneamiento, con la participación social necesaria, para asegurar la viabilidad técnica y económica del sistema, con la inclusión del reconocimiento específico de personas y grupos, a quienes se proporciones los servicios en condiciones acordes de pobreza o vulnerabilidad; y
6.	La autorización y aplicación de sistemas de administración de los servicios, con métodos, tecnologías y tarifas, que promuevan el aprovechamiento eficiente del agua, su saneamiento y reutilización.

Las actitudes de individuos o grupos que tienden a eludir o evitar el pago de los servicios de agua y saneamiento, son contrarias a su promoción como derecho humano esencial, pues al reducir o impedir el crecimiento, mejoramiento y conservación de los sistemas, se niega el acceso a personas quienes viven en áreas carentes de infraestructura hidráulica y tienen que adquirir agua a costos elevados y baja calidad.

El acceso al agua como derecho humano promueve “intensificar los esfuerzos por proporcionar a toda la población un acceso económico al agua potable y el saneamiento”, tiene como condición necesaria que los usuarios cumplan con el pago de contraprestaciones justas y equitativas, que al asegurar el equilibrio financiero de los servicios, permiten ampliar su cobertura a toda la población, incluyendo a las personas o grupos en condiciones de vulnerabilidad económica y social, mediante la asignación de cuotas reducidas o subsidios para casos específicos. En condiciones contrarias, las entidades operadoras devienen en condiciones de incapacidad e ineficiencia, donde materialmente se negará el acceso a los servicios, a personas en condiciones de pobreza y marginación económica y social, quienes habitan en áreas carentes de redes de distribución.

3.2. Diversidad y complejidad orgánica de los servicios de agua y saneamiento. Al realizar el análisis de la iniciativa que se dictamina, se advierte que se cumple con aportar las bases e instrumentos jurídicos, para la integración y funcionamiento de las dependencias municipales y organismos operadores, a quienes se asigna la responsabilidad de administrar los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales.


En principio, la fracción III inciso a) del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos de “Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales”. De acuerdo con sus necesidades y experiencias particulares, estos servicios operan en los ciento veinticinco municipios del Estado de Jalisco, con diversas entidades administrativas, como son:

a)	La administración directa de los servicios de agua potable y saneamiento por dependencias de la administración pública municipal;
b)	La integración de organismos descentralizados municipales;

c)	La integración de organismos descentralizados intermunicipales;

d)	La contratación o concesión de servicios a empresas particulares; y
e)	El reconocimiento o concesión de los servicios de agua potable y alcantarillado a asociaciones de vecinos.

A su vez, cada modelo o forma orgánica para administrar los servicios, responde a distintos requerimientos de cantidad y calidad en la demanda de agua potable y el tratamiento de las aguas residuales. Por ello la iniciativa, al reconocer esta diversidad de condiciones de organización y operación, en su artículo 48 al prever que:

Artículo 48. Para la prestación de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales, los Ayuntamientos están facultados para:

I. Constituir organismos operadores descentralizados o desconcentrados municipales o intermunicipales;

II. Concesionar la prestación parcial o total de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales en un área, zona o colonia de sus centros de población, asentamientos rurales o turísticos, a sus usuarios, propietarios o vecinos, a través de sus asociaciones de participación social o vecinal o condominios; o a otras entidades, quienes para los efectos de la presente Ley, tendrán el carácter de organismos operadores;

III. Administrar en forma directa estos servicios, a través de la dependencia que determine su reglamento orgánico y la integración de la Comisión Tarifaria;

IV. Celebrar convenios con el Estado en los términos previstos en el artículo 47 de la presente Ley; y

V. Las autoridades municipales serán corresponsables con los organismos operadores de:
a) La calidad del agua potable suministrada, para que cumpla con las normas oficiales establecidas;
b) La vigilancia del tratamiento de sus aguas residuales,
c) La reutilización y recirculación de las aguas servidas; y
d) Las condiciones particulares de descarga.
Para cumplir con lo anterior, contarán con el apoyo y asesoría de la Comisión, previa solicitud al respecto.

La iniciativa que se analiza y dictamina, cumple en esta forma con aportar las bases jurídicas para organizar y operar los diversos sistemas vigentes en el Estado de Jalisco, que incluye organismos operadores complejos como los responsables de administrar los servicios en el Área Metropolitana de Guadalajara y en la ciudad de Puerto Vallarta, la administración directa o mediante organismo operadores en municipios pequeños, como también la participación de asociaciones de vecinos que asumen la administración de estos servicios en sus colonias, barrios o unidades vecinales, a quienes se reconoce el carácter de concesionarios.


3.3. El procedimiento para establecer las cuotas y tarifas del servicio de agua potable. En la presente iniciativa, se analiza que el procedimiento que sigue la fijación de las cuotas y tarifas, está íntimamente vinculado con la naturaleza jurídica del cobro por los servicios de agua, así como con la forma en que se presta el servicio público del agua. Es decir, la formalidad para la aprobación de la tarifa depende de si la presta directamente el municipio, mediante un organismo desconcentrado, o si lo hace descentralizándose con la ayuda de un organismo para-municipal, conforme a su naturaleza de contribución con la modalidad de derecho o mediante la determinación de las tarifas como precio público. Actualmente y como se indica en la iniciativa se aplican tres mecanismos para la fijación y cobro de las tarifas de agua potable:

1.	Fijación como contribución (derecho) por el Poder Legislativo. Al año 2009, cerca del 30% de las entidades federativas en México aprobaron sus cobros por agua en los congresos locales. De tal modo que aún en el caso en que se haya creado y provea los servicios un organismo descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propios, éste no posee autonomía tarifaria y, por tanto, una de las decisiones más importantes para la gestión del servicio público queda fuera de su ámbito de competencia.
De acuerdo con las “Estadísticas del Agua en México, edición 2010” de la Comisión Nacional del Agua con información actualizada a junio de 2009, sólo en once entidades federativas la autorización de las cuotas y tarifas por servicios de agua potable sigue siendo atribución de los Congresos Estatales; estos son: Baja California, Chihuahua, Hidalgo, Jalisco, Morelos, Nuevo León, Puebla, San Luis Potosí, Sonora, Tabasco y Yucatán. En este grupo puede incluirse el caso especial del Distrito Federal, donde las tarifas se establecen por la Asamblea de Representantes.
A partir del año 2001 y por efectos de la reforma constitucional del artículo 115, si el pago por el servicio de agua se considera una contribución municipal, la tarifa debe ser propuesta por el Ayuntamiento al Congreso del Estado para su aprobación y publicación anual en la Ley de Ingresos.
Este procedimiento puede admitir la variante de aprobar la tarifa mediante la aplicación de un algoritmo o fórmula, la cual en su caso, debe ser de aplicación estricta, por el principio de reserva de ley tributaria, que opera respecto a todas las contribuciones.
En este mecanismo y sistema el elemento fundamental es considerar la cuota o tarifa como una contribución, en el concepto de “derecho”, derivado de la premisa de garantizar el control público de la determinación y cobro de las contraprestaciones por derechos. Si la decisión fundamental se conserva, esto es, si la cuota o tarifa correspondiente a la contraprestación por el servicio de agua potable es un derecho, se está en el marco del derecho tributario en donde prevalece los principios de legalidad tributaria o reserva de ley, esto es, que las normas que establecen un tributo, necesariamente tienen su fundamento y origen en una ley, un acto formal y materialmente legislativo, como se precisa en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución General de la República, por lo cual la facultad para su determinación corresponde sólo al Poder Legislativo y no es posible delegarla al Poder Ejecutivo, al Ayuntamiento o a un organismo público descentralizado o entidad particular.
Si el organismo que administra el servicio público de agua tiene personalidad jurídica distinta a la del municipio, no se le puede aplicar disposiciones constitucionales y legales que regulan sólo a éste como instancia de gobierno y autoridad.
A cambio del que el cobro sea crédito fiscal, conforme a lo cual la administración está facultada para realizar el procedimiento administrativo de ejecución, los organismos pierden autonomía tarifaria.
En principio, el poder coactivo del procedimiento administrativo de ejecución es necesario para lograr una buena cobranza. El mismo poder coactivo podría derivarse de la simple potestad de cortar el servicio, ante el no pago, sin necesidad de ceder independencia.
Si el análisis orgánico y operativo del sistema de agua potable y alcantarillado lleva a la conclusión de la necesidad de otorgar “autonomía tarifaria” al organismo operador, la reforma a la ley no puede limitarse a delegar esa facultad, que por su naturaleza tributaria o fiscal sólo corresponde al Poder Legislativo y de aprobarse, generaría una inconstitucionalidad. Para otorgar esa autonomía tributaria, es necesario establecer y decidir que las cuotas o tarifas por el servicio de agua no tienen carácter de contribuciones y por ello, pueden determinarse como el precio público que corresponde como contraprestación por el servicio público que materialmente se demanda y se recibe.

2.	Fijación de la tarifa por el Ayuntamiento. Al año 2009, en cinco de las 32 entidades federativas las tarifas se autorizan por el Ayuntamiento; estas son: Durango, Guanajuato, Guerrero, Michoacán y Tlaxcala.
En estos estados la decisión tarifaria es un acto administrativo, no legislativo, mediante el cual se establece la tarifa, con la respectiva publicidad en la gaceta municipal, por ejemplo, como lo regula la Ley de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento del Estado de Michoacán. En este mecanismo la tarifa deja de ser una contribución y se asume como un precio público que debe determinar el Gobierno Municipal.
Ese procedimiento es más sencillo que la autorización legislativa, que requiere a la vez aprobar la tarifa en el Ayuntamiento y su aprobación en el Poder Legislativo.
Tiene además la ventaja de depositar toda la responsabilidad en el Ayuntamiento, quien tiene la atribución constitucional de administrar los servicios públicos de agua potable, alcantarillado, drenaje y saneamiento. Pero conserva elementos políticos en la decisión, ya que esta facultad corresponde al colegiado de regidores que integran el Pleno del Ayuntamiento.

3.	Fijación de la tarifa por decisión del órgano de gobierno del organismo operador. Al año 2009, en la mayoría (62%) de las entidades federativas, la aprobación de las tarifas corresponde a los consejos de administración de la entidad descentralizada del gobierno estatal o municipal o por los Ayuntamientos. Al asumirse la Reforma Constitucional Municipal vigente a partir del 2001 y actualizar las disposiciones fiscales, las cuotas y tarifas por servicios de agua potable dejaron de ser competencia del Poder Legislativo y las leyes otorgaron las facultades para su determinación y actualización a los propios organismos operadores y a los ayuntamientos.
En la mayoría de quince entidades federativas, las leyes en materia de servicios de agua potable, alcantarillado, drenaje, tratamiento y disposición final de aguas residuales, atribuyen la facultad para autorizar las cuotas y tarifas, a los consejos de administración u órganos de gobierno de los organismos operadores, donde se incluyen los Estados de Aguascalientes, Baja California Sur, Campeche, Coahuila, Colima, Chiapas, México, Nayarit, Oaxaca, Querétaro, Quintana Roo, Sinaloa, Veracruz, Tamaulipas y Zacatecas. Existe una variante en el Estado de Tamaulipas en donde el Ejecutivo Estatal autoriza la tarifa a propuesta de los prestadores de los servicios.

Con base la legislación estatal vigente, comprobamos que en la mayoría de las entidades federativas, el órgano de gobierno de la entidad prestadora de servicios no sólo tiene como atribución la de realizar los estudios para reflejar el costo de los servicios, sino que también diseña su política de fijación de precios, tanto en lo relativo a la forma que tendrán las tarifas –progresivas, decrecientes, fijas– como en lo que toca a las actualizaciones de ésta.

La Ley del Agua del Estado de México, concibe a las tarifas como contraprestaciones. Así considera y establece que las tarifas son precios a cobrar a los usuarios, lo que da a los ingresos del organismo operador paramunicipal la calidad de ingresos públicos no tributarios.

Desde luego, si la ley municipal en la materia establece que corresponderá al organismo operador la fijación de las tarifas por el servicio de agua, puede establecer las bases generales para su determinación, precisando criterios o señalando parámetros para un algoritmo o fórmula; en este caso, su aplicación no es necesario que sea estricta, como en el caso de las contribuciones.

Un caso de este tipo de legislación es la de los organismos descentralizados de Sonora. Sin embargo, en caso de las fracciones X y XIII del artículo 20 de la legislación sonorense es peculiar porque también tiene la facultad de establecer los precios a terceros, convirtiéndose en este sentido en prestador y regulador del sector de servicios públicos de agua porque fija el precio. Otro aspecto es la previsión en el sentido de que habiendo particulares que den servicios de que compitan con el del organismo operador, éstos se considerarán servicios al público, abriéndose la posibilidad de que entren a este sector –tradicionalmente gubernamental – particulares que operen sus propias redes. Diferente es el caso de la facultad para establecer tarifas en el Estado de México, donde solamente se permite que el organismo establezca sus tarifas, pero no se le dan otras atribuciones.

En la iniciativa que se dictamina y como propuestas más relevantes, se proponen las reformas y adiciones a la Ley de Hacienda Municipal y a la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios, a efecto de precisar los elementos fundamentales y de observancia obligatoria en el procedimiento para determinar las cuotas y tarifas, bajo el concepto de precio por un servicio público, a partir de la propuesta y bajo el control de un consejo ciudadano, que garantice su determinación como contraprestación de un servicio público, con gran efecto social.

3.4. Los elementos técnicos, financieros y sociales de las cuotas y tarifas. Como se expone en la iniciativa que ahora dictaminamos, la determinación de las cuotas y tarifas correspondientes a los servicios de agua potable, deben considerar los criterios de eficiencia que garanticen la sustentabilidad del sistema de agua potable, donde es necesario conjugar los elementos técnicos, con los económicos y los sociales.


“El agua es un recurso escaso y necesario para todas las actividades humanas donde los criterios comerciales son insuficientes para fijar los precios, pues a diferencia de otras actividades, los proveedores de agua potable no tienen como meta el incrementar las ventas de su producto y maximizar utilidades, sino administrar un servicio público en condiciones que aseguren su uso responsable, promuevan el saneamiento de las aguas residuales y su reutilización, garanticen el abastecimiento para las personas y grupos con menores ingresos y a la vez, aseguren la operación eficiente de su administración”, argumenta el Autor de la iniciativa.

El servicio de agua potable y por sus efectos en la calidad de vida de las personas, en la mayoría de las naciones incluye rangos de subsidio, los cuales no deben implicar una distorsión en las cuotas y tarifas, con efectos de deterioro financiero para su administración.

La justicia distributiva y los efectos sociales de los pagos por servicios de agua potable, se aporta con criterios de tarifas crecientes para mayores consumos y cuotas diferenciales para los distintos usos; pero una tarifa que no corresponda a las condiciones reales de los costos de operación, sin un sistema efectivo de subsidios que realmente beneficie a las personas con menores ingresos, deteriora el sistema de agua potable y de hecho, por la limitación de ampliar los servicios se traduce en una mayor injusticia: las personas que habitan en áreas o zonas sin redes de agua potable, son precisamente quienes tienen menores ingresos y se ven obligadas a pagar los mayores precios por agua o vivir en condiciones sanitarias muy deficientes.


La presente iniciativa considera necesario integrar tanto los criterios técnicos, con los económicos y los sociales. Para ello se propone que:


1.	La determinación de cuotas y tarifas del sistema de agua potable, tome como base la estructura tarifaria que deberá formular y establecer la Comisión Estatal del Agua, con el objeto de establecer la metodología y aportar los estudios técnicos, económicos y sociales, para la debida motivación de su autorización, así como asegurar su congruencia y coordinación con la normas federales y estatales aplicables;

2.	Para asegurar el equilibrio económico y social en la determinación de las cuotas y tarifas, se propone integrar los consejos consultivos tarifarios o las comisiones tarifarias, conforme a las condiciones específicas de los sistemas de agua potable, con dos criterios generales:

a)	Si el Municipio administra en forma directa los servicios o los concesiones a otras entidades, deberá integrar una comisión tarifaria; y
b)	Cuando se constituya un organismo operador, para la realización de estudios financieros y formular las propuestas de cuotas y tarifas de los servicios que administren, constituirán y promoverán el funcionamiento efectivo de un consejo consultivo tarifario o deberán integrar en su órgano de gobierno o consejo de administración, a los representantes de las instituciones o asociaciones con mayor actividad o participación económica y social en su circunscripción territorial; y


3.	Para garantizar la viabilidad técnica, económica y social, la facultad y responsabilidad de autorizar las cuotas y tarifas, corresponderá la los Consejos Tarifarios, a las Comisiones Tarifarias o en a los órganos de gobierno o consejo de administración de los organismos operadores, con la participación de los Ayuntamientos y la Comisión Estatal del Agua.

La propuesta que se integra en la presente iniciativa, tiene como principal objetivo el preservar en forma sustentable los servicios de agua potable, para garantizar su acceso a toda la población, mediante la ampliación de las redes a todas las áreas y zonas urbanas, con base en una distribución justa y equitativa de los costos y beneficios que generan los sistemas de agua potable.


El Congreso del Estado, constituye el Poder Público que integra la representación social, espacio en donde las diversas expresiones políticas contribuyen a la actividad de Gobierno conforme al sistema de la división de Poderes; sin embargo, es importante considerar su esencia, su naturaleza, un espacio político en toda su expresión, es necesario y debe concentrar su atención en la creación y revisión de las normas en su mayor nivel de generalidad.


La decisiones específicas y en muchos casos casuísticas, como son la formulación y autorización de las cuotas o tarifas por los servicios municipales, que implican el estudio o análisis sobre el aumento y reducción debe considerar diversas circunstancias particulares, como son los gastos de operación, aumento de inflación, cantidad y capacidad de recaudación, disposición de materia prima y otros conceptos, son factores que no corresponden al ejercicio legislativo y que son mas cercanos, a los elemento técnicos propios de una materia tan delicada, que sin considerar o equilibrar los factores, resultarían desproporcionados para los ciudadanos o incosteables para el suministro del agua potable a la población y realizar su saneamiento.



Coincidimos con la iniciativa del diputado ponente, establecer la figura de que el organismo operador de agua no solo realice los estudios en torno a la fijación de las tarifas por el servicio de agua, sino quien asuma la responsabilidad de fijarlas y sea quien, en base a sus resultados, den respuesta a sus propias necesidades, siempre y cuando se garantice la participación y control social en esos procedimientos.

Al analizar y dictaminar la iniciativa, al configurar el modelo para formular, autorizar y revisar las cotas o tarifas, consideramos acertada la propuesta de conjugar la participación de tres entidades:

(1)	La Comisión Estatal del Agua a quien se asigna la responsabilidad de aportar los elementos técnicos, a través de la formulación de la estructura tarifaria;

(2)	Los consejos consultivos tarifarios o comisiones tarifarias como instancias de participación social en la formulación y autorización de las tarifas, a quienes se les otorga la facultad y responsabilidad de autorizar las cuotas o tarifas, se les confía el control social necesario, para asegurar el equilibrio entre sus elementos técnicos y económicos que aseguren el equilibrio financiero de sus sistemas, con las condiciones económicas y sociales de sus usuarios;

(3)	Los organismos operadores podrán asumir la facultad y responsabilidad de autorizar las cuotas o tarifas a través de los consejos de administración u órganos máximos de gobierno, cuando en su acuerdo o convenio de constitución así se disponga, siempre y cuando exista una participación social cuando menos igual a la representación de las autoridades municipales que participen en su integración o gestión; y

(4)	Los organismos operadores o los propios ayuntamientos, responsables de administrar los servicios de agua potable y saneamiento, deben asumir la responsabilidad de participar en la autorización y aplicación de las cuotas o tarifas, que se autoricen a través en forma específica y de acuerdo a sus condiciones particulares de recursos y demanda.

Al converger en forma directa las propuestas técnicas con los requerimientos específicos de operación de cada sistema, con la participación y control social de la población a quien se administra los servicios, se asegura un nivel de cuotas y tarifas, autorizadas con criterios técnicos, operativos y sociales; modelo que se adapta para las diversas formas de organización municipal, intermunicipal o con participación del Gobierno del Estado, mediante entidades centralizadas, descentralizadas o concesionarios. Así mismo se reconoce la participación de las asociaciones de vecinos o condominios quienes asumen el carácter de concesionarios, para administrar los servicios de agua y saneamiento en sus desarrollos o conjuntos habitacionales.


4. Análisis de la iniciativa de reformas a la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco.

4.1. Actualización de la Ley de Hacienda Municipal. Al presentar las propuestas de reformas a la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, se indica en la iniciativa la necesidad de actualizar sus conceptos de ingresos, conforme a la reforma que se integró en el Código Fiscal de la Federación, la cual se publicó el 31 de diciembre de 1985.

Para actualizar la Ley de Hacienda Municipal es necesario revisar y modificar, con fundamento en las disposiciones de la fracción IV del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los conceptos tributarios uniformes que se incluyen en la legislación federal y de las entidades federativas, en los términos siguientes:


Artículo 2.‑ Para los efectos de esta ley se denominan contribuyentes, de impuestos, contribuciones de mejoras y derechos, a las personas físicas, morales y unidades económicas, cuyas actividades coincidan con alguna de las situaciones jurídicas previstas en la misma.

Artículo 3.‑ Son impuestos, las contribuciones establecidas en ley que deben pagar las personas físicas y morales que se encuentran en la situación jurídica o de hecho prevista por la misma y que sean distintas de las señaladas en los artículos 4, 5 y 6 de esta Ley.

Artículo 4.‑ Son contribuciones de mejoras las prestaciones que fije la ley a quienes, independientemente de la utilidad general, obtienen beneficios específicos derivados de acciones de conservación, mejoramiento o crecimiento, la utilización del suelo o la ejecución de una obra o de un servicio público.

Al modificarse el concepto de impuestos e integrar el concepto de contribución de mejoras, es posible distinguir el origen de estos y ingresos y decidir su aplicación, con pleno fundamento constitucional, quedando superados los conceptos de impuestos extraordinarios y contribuciones especiales.


4.2. Revisión del concepto tributario de derechos. La propuesta de reformas al sistema para formular, autorizar y aplicar las tarifas por los servicios de agua potable y saneamiento de la iniciativa que dictaminamos, hace necesario revisar y actualizar el concepto de derechos, conforme a los criterios de jurisprudencia obligatoria de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

La legislación fiscal vigente en el Estado de Jalisco coincide en definir a los derechos como las contraprestaciones establecidas en la ley, por los servicios que presten el Estado o los Municipios en sus funciones de derecho público, en las siguientes disposiciones:

Artículo 5 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco.‑ Son derechos, las contraprestaciones establecidas en la ley, por los servicios que presten los municipios en sus funciones de Derecho Público.

Artículo 7 del Código Fiscal del Estado de Jalisco.‑ Para los efectos de aplicación de este Código, se entenderá por:

II. Derechos.- Las contraprestaciones establecidas en la Ley, por los servicios que preste el Estado en su función de Derecho Público;

El Código Fiscal de la Federación de 1981, como se indica en la iniciativa, amplió el concepto tributario de derechos para incluir las contribuciones establecidas en Ley por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público; y mediante la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación del 20 de diciembre de 1991, se incluyó la excepción de considerar como contribuciones, las contraprestaciones por los servicios que “se presten por organismos descentralizados u órganos desconcentrados”, conforme al siguiente texto vigente:

Artículo 2º del Código Fiscal de la Federación.- Las contribuciones se clasifican en impuestos, aportaciones de seguridad social, contribuciones de mejoras y derechos, las que se definen de la siguiente manera:

IV. Derechos son las contribuciones establecidas en Ley por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público de la Nación, así como por recibir servicios que presta el Estado en sus funciones de derecho público, excepto cuando se presten por organismos descentralizados u órganos desconcentrados cuando, en este último caso, se trate de contraprestaciones que no se encuentren previstas en la Ley Federal de Derechos. También son derechos las contribuciones a cargo de los organismos públicos descentralizados por prestar servicios exclusivos del Estado.

El concepto de derechos del Código Fiscal de la Federación y su excepción formal que excluye del régimen tributario las contraprestaciones que se presten por organismos descentralizados u órganos desconcentrados, se reitera y aplica en la Ley Federal de Derechos en los términos siguientes:

ARTICULO 1º de la Ley Federal de Derechos.- Los derechos que establece esta Ley, se pagarán por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público de la Nación, así como por recibir servicios que presta el Estado en sus funciones de derecho público, excepto cuando se presten por organismos descentralizados u órganos desconcentrados y en este último caso, cuando se trate de contraprestaciones que no se encuentren previstas en esta Ley. También son derechos las contribuciones a cargo de los organismos públicos descentralizados por prestar servicios exclusivos del Estado.


Los derechos por la prestación de servicios que establece esta Ley deberán estar relacionados con el costo total del servicio, incluso el financiero, salvo en el caso de que dichos cobros tengan un carácter racionalizador del servicio.

La autorización de cuotas y tarifas para determinar y cobrar las contraprestaciones a cargo de los usuarios de servicios públicos, presentó problemas en cuanto a la aplicación del principio de legalidad tributaria en materia de contribuciones, ante los casos donde la cuota, tarifa o “precio público” que se establece como contraprestación a cargo del usuario del servicio, se establece por una autoridad distinta al Poder Legislativo, como es el caso de las tarifas eléctricas.

La definición de la legislación hacendaria federal para los derechos como contribuciones tiene la limitación de asumir un criterio formal, para incluir o excluir en este concepto tributario una contraprestación por recibir servicios que presta el Estado, por el sólo efecto estar administrados por organismos descentralizados u órganos desconcentrados y “no se encuentren previstos en la Ley Federal de Derechos”.

En la presente iniciativa se propone superar esta limitación, conforme al criterio que estableció el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Tesis de Jurisprudencia P./J. 92/2001, al resolver la Acción de inconstitucionalidad 9/2000. Para establecer y distinguir si la contraprestación por la prestación de un servicio tiene el carácter de contribución en forma de un derecho, se analiza la naturaleza de la relación que se establece entre el prestador del servicio y el usuario. El texto de esta tesis de jurisprudencia es el siguiente:

AGUA POTABLE. CUANDO EL ESTADO PRESTA EL SERVICIO MEDIANTE CONTRATOS ADMINISTRATIVOS DE ADHESIÓN, LA RELACIÓN JURÍDICA ENTRE LAS PARTES NO CORRESPONDE A LA DE SUPRA A SUBORDINACIÓN QUE EXISTE ENTRE UNA AUTORIDAD Y UN GOBERNADO, SINO A UNA RELACIÓN DE COORDINACIÓN VOLUNTARIA ENTRE EL PRESTADOR DEL SERVICIO Y EL PARTICULAR.

Al constituir el suministro de agua potable la prestación de un servicio público por el Estado como medio para la realización de un fin, que es el interés general y que se lleva a cabo mediante la celebración de un contrato administrativo de adhesión, en el que se estipulan las obligaciones y contraprestaciones entre las partes, donde el prestador de servicios y el beneficiario  adquieren derechos y obligaciones recíprocos, bajo condiciones que fija el proveedor, la relación jurídica existente entre el prestador y el usuario del servicio no corresponde a la que supone la garantía consagrada en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esto es, a la existente entre una autoridad y un gobernado, sino a la de coordinación voluntaria y de correspondencia entre el interés del prestador del servicio de suministro de agua y el particular, y aun cuando la prestación del mencionado servicio público está sujeta a una contraprestación, consistente en el pago de una cantidad de dinero proporcional al servicio recibido, cuando aquél no se cubre, dará lugar a que el prestador del mismo ejerza la facultad legal de suspenderlo, acto que, al ser consecuencia del incumplimiento, no exige que deba cumplirse con la garantía de legalidad a que se refiere el artículo 16 de la propia Constitución Federal, pues la suspensión del servicio no es un acto de autoridad que deba estar fundado y motivado, sino que resulta del ejercicio de una facultad que se ejerce cuando se surte el incumplimiento del contrato. En estas condiciones, resulta inconcuso que el ejercicio de la facultad del prestador de servicios para suspender el suministro de agua potable a los usuarios, previo apercibimiento en los casos de falta de pago, o cuando se comprueben derivaciones no autorizadas o un uso distinto al convenido, de acuerdo con lo estipulado en el contrato de prestación de servicios, no implica que se prive al usuario de la vida, de la libertad, propiedades, posesiones o derechos, pues lo que acontece es una consecuencia lógica y jurídica del incumplimiento de un contrato de suministro de agua; de ahí que el prestador del servicio no tenga que acudir a los tribunales para exigir el cumplimiento del contrato, ya que, por regla general, en este tipo de relaciones jurídicas de adhesión se establece que si no se cubre el pago por el servicio, éste se suspenderá, previa oportunidad de cumplimiento de pago por el usuario, cuando se le aperciba de que se encuentra en los casos de suspensión. Además, si bien la falta de pago o la desviación, o uso indebido del agua, traen como consecuencia la suspensión del servicio, ello no se puede equiparar a la hipótesis de hacerse justicia por propia mano o de ejercer violencia para reclamar un derecho, prohibida en el numeral 17 de la Carta Magna, toda vez que dicha suspensión deriva del incumplimiento del contrato de suministro y adhesión y encuentra su fundamento en la ley relativa a la que esté sujeto.
Acción de inconstitucionalidad 9/2000. Diputados integrantes de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Estado de Aguascalientes. 7 de mayo de 2001. Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Alberto Nava Malagón.
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el  tres de julio en curso, aprobó, con el número 92/2001, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a tres de julio de dos mil uno.
Novena Época. Registro: 189353. Instancia: Pleno. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.  XIV, Julio de 2001. Materia(s): Constitucional. Tesis: P./J. 92/2001. Página: 693.

Conforme al criterio jurisprudencias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, si el servicio que presta el Municipio tiene como objeto administrar una actividad que la ley establece como obligación del usuario, constituirá una función de derecho público y se generará una relación de supra a subordinación, entre un órgano de gobierno que actúa como una autoridad y un gobernado. En este caso la contraprestación que se genere por la prestación del servicio, será una contribución y corresponderá al concepto tributario de derecho.

Los casos que mejor ilustran este criterio, son las obligaciones que se generan en legislación en materia de “equilibrio ecológico y conservación del medio ambiente” por la responsabilidad ambiental que corresponde y deben asumir, las personas que realizan actividades que tienen un impacto contaminante en el medio natural y sus recursos, como son el agua, los causes y el suelo, conforme al principio de “quien contamina paga” como se expresa el Principio 13 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y Desarrollo (Río de Janeiro, 3 a 14 de junio de 1992), donde México asumió con los estados concurrente, la obligación de asimilar en la legislación nacional las disposiciones relativas a la responsabilidad de corregir o indemnizar los daños ambientales, conforme al siguiente enunciado:

Principio 13 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y Desarrollo.- Los Estados deberán desarrollar la legislación nacional relativa a la responsabilidad la indemnización respecto de las víctimas de la contaminación y otros daños ambientales. Los Estados deberán cooperar, asimismo, de manera expedita y más decidida en elaboración de nuevas leyes internacionales sobre responsabilidad e indemnización por los efectos adversos de los daños ambientales causados por las actividades realizadas dentro de su jurisdicción, o bajo su control, en zonas situadas fuera de su jurisdicción.

Conforme a este criterio, en donde se atiende a la naturaleza de la relación entre el prestador del servicio y el usuario, se propone definir el concepto de derechos en el artículo 5 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco en los términos siguientes:

Artículo 5.‑ Son derechos, las contraprestaciones establecidas en la ley, por:

I. El uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público del Municipio; y

II. Recibir los servicios que presta el Municipio en sus funciones de derecho público que impliquen una relación de supra a subordinación, por existir una obligación establecida por la Ley a cargo del usuario, la cual debe asumir el Gobierno Municipal en forma directa o a través de un organismo operador descentralizado u órgano desconcentrado.

En contrapartida y si la relación entre el prestador del servicio y el usuario, no corresponde a una relación de supra a subordinación, pues se establece una relación de coordinación que se formaliza mediante la celebración de un contrato administrativo de adhesión, en el cual se estipulan las obligaciones y contraprestaciones entre las partes, la contraprestación en pago del servicio que recibe o genera el usuario, no tiene naturaleza fiscal y en todo caso, no correspondería al concepto de derechos, conforme a la definición que se propone modificar en la Ley de Hacienda Municipal.

Las actividades directas de la Administración Pública Municipal y las acciones de sus organismos descentralizados o concesionados, genera aportaciones y contraprestaciones por conceptos de diversos servicios, en donde los gobernados aceptan realizar pagos en efectivo o en especie, así como a ejecutar obras específicas, donde se establecen relaciones de coordinación y en forma contractual, que no tienen naturaleza tributaria.

A efecto de establecer un concepto de ingresos más acorde con la naturaleza de coordinación de los servicios contratados y la participación de los particulares en la ejecución de obras de por colaboración o cooperación, se propone ampliar y precisar el concepto de “productos” en el artículo 7 de la misma Ley de Hacienda Municipal en los términos siguientes:

Artículo 7.‑ Son productos las contraprestaciones por:

I. Recibir, generar o incrementar la demanda de servicios que presta el Municipio en una relación de coordinación con sus usuarios, en forma directa o a través de un órgano desconcentrado, organismos descentralizados operadores o concesionarios, mediante la celebración de un contrato administrativo de adhesión, en el cual se estipulan las obligaciones y contraprestaciones entre las partes, donde el prestador de servicios y el beneficiario adquieren derechos y obligaciones recíprocos, bajo condiciones que fija el proveedor conforme las disposiciones de las leyes y reglamentos que los regulan;

II. Las actividades que no correspondan a sus funciones propias de derecho público; y

III. La explotación o venta de sus bienes patrimoniales, de dominio privado.

La definición del concepto de productos se complementa con la reforma a los artículos 177 y 178 de la Ley de Hacienda Municipal donde se propone precisar que:

Artículo 177.‑ Son productos las contraprestaciones o ingresos por concepto de:

I. Arrendamiento o enajenación de bienes muebles e inmuebles de propiedad municipal;

II. Las aportaciones que los titulares de predios o fincas acepten enterar, conforme a los convenios de cooperación o colaboración que celebren para la construcción, conservación o mejoramiento de obras de infraestructura y equipamiento, por su incorporación a los servicios públicos municipales, que reciban, generen o cuya demanda incrementen, para realizar a sus usos o actividades;

III. Las contraprestaciones por servicios que se determinen mediante la celebración de un contrato administrativo de adhesión, en el cual se estipulan las obligaciones y contraprestaciones entre las partes, donde el prestador de servicios y el beneficiario adquieren derechos y obligaciones recíprocos, bajo condiciones que fija el proveedor conforme las disposiciones de las leyes y reglamentos que los regulan;

IV Prestación de servicios de cementerios y enajenación o concesión del uso de los mismos; y

V. Otros ingresos diversos.

Artículo 178.‑ Para la percepción de estos ingresos se estará a lo dispuesto en esta ley y según el caso, en las leyes que regulen la prestación de los servicios, los acuerdos o convenios de creación, los contratos o concesiones respectivos o en las escrituras constitutivas que den nacimiento a los organismos operadores o empresas municipales y, en defecto de ellos, en las disposiciones legales que les sean aplicables.

En esta forma en la iniciativa que dictaminamos, se propone revisar el concepto de impuestos, derechos y productos para mejorar su objeto y congruencia, pues el texto vigente corresponde a criterios que ya están superados por la legislación y la doctrina fiscales, los cuales debemos mejorar y actualizar, conforme a los criterios jurisprudenciales del Poder Judicial de la Federación.

Al integrar esta iniciativa se tiene presente la necesidad de atender en forma estricta el principio de legalidad o reserva de ley que rige en materia tributaria, el cual se encuentra claramente establecido en el artículo 31 constitucional, al expresar en su fracción IV, que los mexicanos deben contribuir para los gastos públicos de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes. Conforme con dicho principio, es necesaria una ley formal para el establecimiento de los tributos y en consecuencia, si el pago de un servicio corresponde al concepto de derechos, la determinación de sus cuotas y tarifas, necesariamente corresponde al ámbito de competencia del Poder Legislativo.

Si en los otros supuestos, la contraprestación por servicios o las aportaciones para obras de colaboración o cooperación no implican relaciones de supra a subordinación, pues se establecen y realizan a través de relaciones de coordinación, pero siempre sujetos y con observancia de las bases, criterios y normas que establezcan las leyes en materia municipal y los reglamentos que expidan los propios ayuntamientos.

En esta forma y como se establece en el presente dictamen, se amplían los fundamentos para permitir y promover la participación de los particulares en acciones de colaboración o cooperación para la ejecución de obras de infraestructura, su conservación o mejoramiento, así como en la administración de servicios, cuyas condiciones se establecen a través de convenios o contratos, donde se precisas sus aportaciones y las contraprestaciones que correspondan.


4.3. Integración del concepto de contribución de mejoras. La presente iniciativa propone incluir en la legislación hacendaria municipal el concepto de contribución de mejoras, la cual se incorporó a los conceptos que integran la hacienda municipal en la fracción IV del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a partir de la reforma constitucional de 1984, con la finalidad de aportar el fundamento constitucional para establecer las contribuciones que pueden generar las acciones de conservación, mejoramiento o crecimiento, la utilización del suelo o la ejecución de una obra o de un servicio público. Para ello se propone establecer en los artículos 4 y 131 de la Ley de Hacienda Municipal que:

Artículo 4 de la Ley de Hacienda Municipal.‑ Son contribuciones de mejoras las prestaciones que fije la ley a quienes, independientemente de la utilidad general, obtienen beneficios específicos derivados de acciones de conservación, mejoramiento o crecimiento, la utilización del suelo o la ejecución de una obra o de un servicio público.

Artículo 131 de la Ley de Hacienda Municipal.‑ Los Municipios podrán promover ante la Legislatura del Estado a través de sus leyes de ingresos o iniciativas específicas de decreto, la creación de contribuciones de mejoras, de conformidad con las siguientes bases generales:

I. El objeto, el sujeto, los responsables solidarios, la base, el pago y demás elementos constitutivos de la contribución de mejoras, se determinarán en la Ley de Ingresos o en el decreto específico que en su caso expida el Congreso del Estado;


II. El interés público de las obras, así como las áreas de afectación o beneficio, se determinarán de acuerdo con las disposiciones en materia de ordenamiento y planeación de los asentamientos humanos; y

III. Cuando se promueva y autorice una contribución de mejoras y esta concurra con las aportaciones que los titulares de predios o fincas acepten enterar, conforme a los convenios de cooperación o colaboración que celebren para la construcción, conservación o mejoramiento de obras de infraestructura, deberá establecerse su compensación.

La contribución de mejoras a diferencia con los impuestos o derechos tiene como objeto de tributación, la realización de una obra pública que implica un beneficio para los titulares de predios o fincas localizados en un área determinada.

Los impuestos como contribuciones que se destinan a sostener a la administración pública en general, así como las obras públicas y servicios, que tienen la finalidad de atender a toda la población, sin limitar sus efectos a propietarios o habitantes de áreas delimitadas. Por otra parte, los derechos son contraprestaciones por servicios que el usuario recibe o genera o por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público.

En el caso de la contribución de mejoras la tributación corresponde a la ejecución de obras determinadas, lo que se traduce en que es necesario que exista una estrecha vinculación entre el objeto de la contribución y el monto del gravamen, es decir, la cantidad a pagar debe guardar relación con la magnitud del beneficio objeto del tributo (incremento del valor de los inmuebles), derivado de la obra pública respectiva, en comparación con el de los restantes obligados. Por ello es necesario establecer como elementos del tributo, las obras públicas que generan el beneficio e incremento de valor de los inmuebles, ubicados en el área de beneficio del proyecto, como también en su caso, las áreas que resulten afectadas.


La contribución de mejoras por su carácter tributario, está sometida al principio de legalidad y por ello, se autoriza mediante una ley que debe expedir el Poder Legislativo, donde se determinen los elementos de la contribución. Pero al tener como base el beneficio que generan obras determinadas en relación con predios específicos, no es posible establecer sus elementos en forma general; en consecuencia y como se propone en la iniciativa y se reitera en el presente dictamen:

Artículo 131.‑ Los Municipios podrán promover ante la Legislatura del Estado a través de sus leyes de ingresos o iniciativas específicas de decreto, la creación de contribuciones de mejoras, de conformidad con las siguientes bases generales:

I. El objeto, el sujeto, los responsables solidarios, la base, el pago y demás elementos constitutivos de la contribución de mejoras, se determinarán en la Ley de Ingresos o en el decreto específico que en su caso expida el Congreso del Estado;

II. El interés público de las obras, así como las áreas de afectación o beneficio, se determinarán de acuerdo con las disposiciones en materia de ordenamiento y planeación de los asentamientos humanos; y

III. Cuando se promueva y autorice una contribución de mejoras y esta concurra con las aportaciones que los titulares de predios o fincas acepten enterar, conforme a los convenios de cooperación o colaboración que celebren para la construcción, conservación o mejoramiento de obras de infraestructura, deberá establecerse su compensación.

La iniciativa para promover ante la Legislatura la creación de contribuciones de mejoras corresponde a los Municipios de conformidad con la fracción IV inciso a) del artículo 115 de la Constitución Federal, donde se precisa que “en todo caso”, la hacienda municipal “percibirá las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezcan los Estados sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles”.


La presente iniciativa advierte que el financiamiento de las obras y servicios públicos, puede también realizarse mediante convenios de cooperación y colaboración, en particular cuando se promuevan obras pequeñas o cuando el grupo de beneficiados, acepta en forma voluntaria realizar las aportaciones para desarrollar el proyecto.

En la presente iniciativa se prevé la posibilidad de la concurrencia de contribuciones de mejoras y productos de colaboración o cooperación aportados en forma voluntaria por las personas beneficiadas a través de convenios; para lo cual se dispone su compensación, como se establece la fracción III del artículo 131 de la Ley de Hacienda Municipal al precisar que “cuando se promueva y autorice una contribución de mejoras y esta concurra con las aportaciones que los titulares de predios o fincas acepten enterar, conforme a los convenios de cooperación o colaboración que celebren para la construcción, conservación o mejoramiento de obras de infraestructura, deberá establecerse su compensación”.

En esta forma la iniciativa comprende y da congruencia a los diversos medios que pueden concurrir para financiar las obras públicas, con una distribución justa y equitativa de sus afectaciones, costos y beneficios, para permitir la celebración de convenios de colaboración o cooperación con los beneficiados o afectados, como también, la autorización de una contribución de mejoras que comprenda a la totalidad de los titulares de predios o fincas, que en forma objetiva resultarán beneficiados por los proyectos de conservación, mejoramiento o crecimiento de la infraestructura y el equipamiento.


Por último y para asegurar la correcta aplicación de las contribuciones de mejoras, los productos o aportaciones derivadas de convenios de cooperación o colaboración, para la ejecución de obras públicas o la prestación de servicios, la iniciativa propone incluir en la Ley de Hacienda Municipal las siguientes disposiciones:

Artículo 9. ‑ Además de los ingresos que forman parte de la Hacienda Municipal, los Municipios percibirán:
I y II. …

III. Los productos o aportaciones derivadas de convenios de colaboración o cooperación, para la ejecución de obras públicas o la prestación de servicios; y

IV. Las aportaciones o donaciones que perciba el Municipio de particulares destinados para fines específicos.

Las aportaciones para fines específicos y sus accesorios deberán destinarse a las acciones que motivaron su entrega y no podrán aplicarse para cubrir erogaciones con fines distintos a los que señalan sus objetivos. Estas aportaciones no serán embargables, ni los Ayuntamientos podrán, bajo ninguna circunstancia, gravarlos o afectarlos en garantía, para fines distintos a su objeto.

Los recursos que se perciban por estos conceptos no forman parte de la Hacienda Municipal y para su recepción, aplicación y control deberán asignarse en cuentas en administración, las cuales podrán ser auditadas en las cuentas públicas correspondientes.

Todo ingreso que perciba el Municipio deberá integrarse al acervo común de la Hacienda Municipal. Sólo se destinarán a objetivos determinados las contribuciones de mejoras y las aportaciones o donaciones que se indican en las fracciones III y IV del presente artículo.

Todos los niveles de gobierno y en particular los Gobiernos Locales, quienes tienen la relación más directa con los gobernados en la gestión de los servicios públicos básicos, enfrentan las limitaciones de sus recursos humanos y materiales.

Sin embargo, las necesidades presupuestales de los Gobiernos Municipales, no pueden justificar el desvío de recursos que se recaudan como contribuciones de mejoras o se acuerda percibir mediante convenios de colaboración o cooperación, al pago de conceptos distintos a las obras o actividades que generaron su aportación al Ayuntamiento, ya que se distorsiona el equilibrio financiero de los proyectos, se incurre en un fraude a los contribuyentes o colaboradores y se desalienta la confianza de los ciudadanos, en participar en forma directa en el desarrollo de proyectos que mejoran el nivel de vida de su comunidad.

Conforme a las propuestas que se integran en la presente iniciativa, se actualizan los conceptos de la legislación hacendaria municipal, en congruencia con las disposiciones de la Ley del Agua del Estado de Jalisco, con la finalidad de mejorar las condiciones de aprovechamiento del agua en nuestra entidad, así como mejorar la eficiencia y calidad de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de aguas residuales.

Al dictaminar la presente iniciativa se concluye que es procedente aprobar las reformas y adiciones a la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios y la Ley de Hacienda Municipal, para asumir la gestión de los servicios de agua potable y saneamiento, como un derecho humano esencial, cuya promoción sólo es posible, mediante la organización de sistemas eficientes que amplíen la cobertura de sus servicios a toda la población, mediante la distribución justa y equitativa de los costos y beneficios que generan los proyectos de infraestructura hidráulica y la operación de los servicios, donde se conjuguen los electos técnicos de los proyectos, las condiciones específicas de capacidad y demanda de cada municipio, centro de población o unidad urbana, con la participación de la sociedad o comunidad.


	H. CONGRESO DEL ESTADO DE JALISCO
PRESENTE.

Las Comisiones de Hacienda y Presupuestos y Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, con fundamento en los artículos 69, 89, 97 y 157 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, emite el presente DICTAMEN DE LEY QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 1, 2, 6, 13, 48, 50, 51, 52, 60, 61, 62, 63, 83, 84, 85, 94, 95, 96, 97, 98, 99 Y 100; Y DEROGA LA FRACCIÓN LIV Y EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 2 DE LA LEY DEL AGUA PARA EL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS; Y REFORMA LOS ARTÍCULOS 1, 2, 3, 4, 5, 9, 11, 18, 19, 23, 30, 32, 37, 54, 61, 129, 130, 131 Y 302; ASÍ COMO SE REFORMA EL NOMBRE DEL TÍTULO PRIMERO Y EL DE LOS CAPÍTULOS IX, X Y XI; SE DEROGAN LOS ARTÍCULOS 131 BIS Y 131 BIS-A DE LA LEY DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE JALISCO, de acuerdo con la siguiente
P A R T E      E X P O S I T I V A

1. Con fecha 24 de marzo del 2011, el diputado Luis Armando Córdova Díaz presentó ante el Congreso del Estado, la iniciativa que propone reformar diversos artículos de la Ley del Agua del Estado de Jalisco y sus Municipios y la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco.

2. Recibida la iniciativa y por acuerdo del Pleno del 5 de abril del 2011, fue turnada para su dictamen conjunto a la Comisión de Hacienda y Presupuestos y a la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, con fundamento en los artículos 64, 69, 105 y 106 párrafo 1 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado.


3. Al diputado Roberto Antonio Marrufo Torres vocal de la Comisión de Hacienda y Presupuestos, le correspondió la formulación del proyecto de dictamen según se dispuso al seno del órgano colegiado el 5 de abril del presente año, de conformidad con el artículo 107 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado.


4. Al diputado Jesús Casillas Romero, Presidente de la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, le correspondió la formulación del proyecto de dictamen según se dispuso al seno del órgano colegiado, de conformidad con el artículo 107 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado.



P A R T E      C O N S I D E R A T I V A

A. COMPETENCIA DE LAS COMISIONES DICTAMINADORAS.
1. Las Comisiones de Hacienda y Presupuestos y Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, son competentes para dictaminar la iniciativa propuesta por el diputado Luis Armando Córdova Díaz, de conformidad con los artículos 89 y 97 respectivamente de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, que a la letra disponen:

Artículo 89.
1. Corresponde a la Comisión de Hacienda y Presupuestos el estudio y dictamen o el conocimiento, respectivamente, de los asuntos  relacionados con:

I.  La legislación  en materia fiscal y hacendaria;

II. La aprobación de las leyes de ingresos del Estado y de los municipios;

III. La creación o derogación de impuestos extraordinarios o especiales, estatales o municipales;

IV. La supresión o creación de empleos públicos estatales;

V. La autorización al Poder Ejecutivo del Estado, para la enajenación de inmuebles o constitución de derechos reales sobre los mismos;

VI. El gasto público del Estado y la dictaminación de su Presupuesto de Egresos;

VII. El otorgamiento de dispensas de ley por causas de utilidad pública sin perjuicio de terceros; 

VIII.  La autorización al Poder Ejecutivo para contraer adeudos; 

IX. La propuesta ante la Junta de Coordinación Política de la terna para el nombramiento del titular del órgano técnico de Hacienda Pública;

X. La supervisión y coordinación del órgano técnico de Hacienda Pública; 

XI. La propuesta a la Asamblea del nombramiento y la remoción de los servidores públicos del órgano técnico de Hacienda Pública; 

XII. La vigilancia de que en el Presupuesto de Egresos del Estado de Jalisco no se realice la incorporación, bajo ninguna circunstancia, de ingresos extraordinarios o por el fin del encargo, adicionales a la remuneración que legalmente deben recibir los servidores públicos; y

XIII. Las políticas, planes y programas en materia fiscal y hacendaria.




Artículo 97.
1. Corresponde a la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos el estudio y dictamen o el conocimiento, respectivamente, de los asuntos  relacionados con:

I. Las reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o la particular del Estado;

II. Las leyes reglamentarias u orgánicas de dispositivos de la Constitución Política del Estado y los que la Constitución Federal le autorice reglamentar; 

III. Las competencias y controversias que se susciten entre el Ejecutivo y el Supremo Tribunal de Justicia, salvo lo previsto en los artículos 76 fracción VI y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

IV. La legislación civil, penal o administrativa, en su aspecto sustantivo;

V. El reglamento de esta ley  y demás disposiciones reglamentarias; 

VI. La revisión de los dictámenes  de las demás comisiones, relativos a leyes del Estado en cuanto a la Constitucionalidad, contravención a otras normas legales, técnica legislativa, congruencia interna y la corrección de estilo; 

VII. El análisis y la revisión permanente de la legislación sustantiva jalisciense buscando su codificación y armonía;

XI. (sic) La propuesta ante la Junta de Coordinación Política de la terna para el nombramiento del titular del órgano técnico de Puntos Constitucionales y Técnica Legislativa;

XII. (sic) La supervisión y coordinación del órgano técnico de Técnica Legislativa; y

XIII. (sic) La propuesta a la Asamblea del nombramiento y la remoción de los servidores públicos del órgano técnico de Técnica Legislativa.

B. PROCEDENCIA FORMAL.

1. El autor de la iniciativa y en su carácter de Diputado integrante de la LIX Legislatura del Estado de Jalisco como se expresa en su proemio, esta facultado para presentar iniciativas ante el Congreso del Estado, de conformidad con el artículo 28, fracción I de la Constitución Política del Estado de Jalisco.

2. La iniciativa presentada, cubre con los requisitos formales establecidos en el artículo 154 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, toda vez que prevé el análisis de las repercusiones, que en caso de llegar a aprobarse la propuesta, podría representar en los aspectos jurídicos, económicos, sociales y presupuestales.

3. Como se expresa y precisa en la exposición de motivos de la iniciativa, se cumplen y observan los ámbitos de competencia que corresponden al Poder Legislativo, al Gobierno del Estado y a los Municipios para emitir y aplicar las disposiciones administrativas y fiscales que concurren en la regulación de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de las agua residuales, como son:

I. Fundamento constitucional para los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales: La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece en la fracción II, inciso a) de su artículo 115, que:

Art. 115, fracción III.- Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:
a).- Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales.

Esta disposición se reitera en la fracción I del artículo 79 de la Constitución Política del Estrado de Jalisco y en la fracción I del artículo 94 de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco.

II. Fundamento constitucional para la regulación municipal de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales: La fracción III del Artículo 115 Constitucional establece cinco categorías, conceptos o tipos de servicios: (1) Agua potable, (2) drenaje, (3) alcantarillado, (4) tratamiento, y (5) disposición de sus aguas residuales. Al determinar el carácter municipal de estos servicios, otorga a los gobiernos municipales o ayuntamientos la facultad para emitir la normatividad donde se regule su prestación, en los dos primeros párrafos de la fracción II del mismo artículo 115, donde se dispone que:

II.- Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio conforme a la ley.
Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal.

La facultad normativa de los Ayuntamientos para regular los servicios públicos de su competencia, se reitera en el artículo 77, fracción II, inciso b) de la Constitución Política del Estado de Jalisco, donde se especifica que:

Artículo 77.- Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que expida el Congreso del Estado:
II. Los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, con el objeto de:
b) Regular las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia; y

III. Fundamento constitucional para emitir las leyes en materia municipal que expida el Congreso del Estado, relativas a los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales: El artículo 115 Constitucional en el tercer párrafo de su fracción II, indica que:

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior será establecer:
a) Las bases generales de la administración pública municipal y del procedimiento administrativo, incluyendo los medios de impugnación y los órganos para dirimir las controversias entre dicha administración y los particulares, con sujeción a los principios de igualdad, publicidad, audiencia y legalidad;
b) Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de los ayuntamientos para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al Municipio por un plazo mayor al periodo del Ayuntamiento;
c) Las normas de aplicación general para celebrar los convenios a que se refieren tanto las fracciones III y IV de este artículo, como el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 116 de esta Constitución;
d) El procedimiento y condiciones para que el gobierno estatal asuma una función o servicio municipal cuando, al no existir el convenio correspondiente, la legislatura estatal considere que el municipio de que se trate esté imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en este caso, será necesaria solicitud previa del ayuntamiento respectivo, aprobada por cuando menos las dos terceras partes de sus integrantes; y
e) Las disposiciones aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes.

Las disposiciones constitucionales que precisan el objeto de las leyes en materia municipal, se reiteran en el artículo 77 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, en donde se precisa que:

Artículo 77.- Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que expida el Congreso del Estado:

I a IV. …

Las leyes en materia municipal que expida el Congreso del Estado únicamente deberán establecer:

I. Las bases generales de la administración pública municipal y del procedimiento administrativo, incluyendo los medios de impugnación y los órganos para dirimir las controversias entre dicha administración y los particulares, con sujeción a los principios de igualdad, publicidad, audiencia y legalidad;

II. Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de los ayuntamientos para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al Municipio por un plazo mayor al periodo del Ayuntamiento;

III. Las normas de aplicación general para celebrar los convenios a que se refieren tanto las fracciones III y IV del artículo 115, como el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 116, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

IV. El procedimiento y condiciones para que el gobierno estatal asuma una función o servicio municipal, cuando al no existir el convenio correspondiente, la legislatura estatal considere que el municipio de que se trate esté imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en este caso, será necesaria solicitud previa del ayuntamiento respectivo, aprobada por cuando menos las dos terceras partes de sus integrantes; y

V. Las normas que establezcan los procedimientos mediante las cuales se resolverán los conflictos que se presenten entre los municipios y el gobierno del estado, o entre aquellos, con motivo de los actos derivados de los incisos II y IV (sic) anteriores.

El artículo 115, fracción II, incisos a) y e), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos otorga a las Legislaturas Estatales dos atribuciones en materia municipal: la primera consiste en emitir las bases generales necesarias para conferir una homogeneidad básica al gobierno municipal, que establezcan los lineamientos esenciales de los cuales no puede apartarse en el ejercicio de sus competencias constitucionales; y la segunda, relativa a la emisión de disposiciones de detalle sobre esa misma materia aplicables solamente en los Municipios que no cuenten con reglamentación pormenorizada propia, con la peculiaridad de que en el momento en que éstos emitan sus propios reglamentos, las disposiciones supletorias del Congreso resultarán automáticamente inaplicables.

Conforme al mandato constitucional, corresponde al Congreso del Estado expedir las leyes en materia municipal en donde se determinen las normas que constituyen las bases generales de la administración pública municipal, para establecer las dependencias y organismos que tendrán a su cargo la administración pública en general y la administración de los servicios públicos a su cargo, como también las disposiciones supletorias aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes.

Las atribuciones de los Ayuntamientos del Estado de Jalisco para emitir la reglamentación de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, se reiteran en la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco y en la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios, en las siguientes disposiciones:

Artículo 37 de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco. Son obligaciones de los Ayuntamientos, las siguientes:

VIII. Expedir y aplicar los reglamentos relativos a la prestación de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, conforme a las bases generales definidas por las leyes federales y estatales en la materia;

Artículo 97 de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios. El servicio de agua potable en el Estado será medido siendo obligatoria la instalación de aparatos medidores por la autoridad para la cuantificación del consumo para todos los usuarios, incluyendo los servicios a los bienes del dominio público, los cuales estarán regulados en los reglamentos municipales y en el Reglamento de esta Ley.

Artículo 98 de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios... Los reglamentos municipales establecerán:
I. Los mecanismos para la aplicación de las cuotas y tarifas que se cobren por concepto de la prestación de los servicios establecidos en la presente ley,
II. Los mecanismos para su cobro; y
III. Los derechos y obligaciones del prestador de servicios y de los usuarios, que formarán parte de los modelos de contratos entre ambas partes.

III. Fundamento constitucional para emitir las leyes hacendarias en materia municipal: Las contraprestaciones que corresponden a servicios públicos federales, estatales y municipales, en congruencia con las obligaciones y derechos que generen a los gobernados y dependiendo del grado de obligatoriedad que su prestación implique para los respectivos gobiernos, pueden adquirir el carácter de contribuciones en el concepto de derechos o precios por servicio público determinado por los órganos de gobierno o sus concesionarios.

El fundamento para establecer las cuotas y tarifas de contribuciones aplicables derechos, por la prestación de servicios públicos se establecen en la fracción IV del Artículo 115 Constitucional, donde se dispone que:

IV.- Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso:

a) y b)…

c).- Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo.

Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones en relación con las mismas. Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de los Estados o los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público.

Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a las legislaturas estatales las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria.

Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de los municipios, revisarán y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles.

Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen, conforme a la ley.

Los fundamentos constitucionales de la hacienda municipal se integran en el artículo 89 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, en donde se indica que:

Artículo 89. El Congreso del Estado aprobará las leyes de ingresos de los municipios y revisará y fiscalizará las cuentas públicas municipales, en los términos de lo dispuesto por esta Constitución y las leyes que de ella emanen. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles y en las reglas establecidas en las leyes municipales respectivas.

Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios a favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de los Estados o los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público.

Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán al Congreso del Estado, conforme al procedimiento que se establezca en la ley de la materia, las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria.

Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen conforme a la ley.

IV. Leyes estatales que integran el marco jurídico aplicable a los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales: El marco jurídico que regula los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales en el Estado de Jalisco, se integra por las disposiciones de las siguientes leyes:

1.	Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco;
2.	Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco;
3.	Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios;
4.	Las leyes que regulan los sistemas de agua potable, drenaje y alcantarillado para los distintos municipios del Estado de Jalisco, en donde se optó por descentralizar la administración de estos servicios de la administración pública municipal; y
5.	Las leyes de ingreso de los municipios.

La Comisiones Legislativas que en forma conjunta emitimos el presente dictamen, constatamos que el Congreso del Estado de Jalisco tiene la competencia legislativa para emitir y modificar la legislación estatal que integra en ámbito normativo para la prestación de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales como servicios municipales; como también su ámbito material como ley en materia municipal, el cual se define y delimita en el artículo 115, fracción II, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como se propone en el Artículo Primero del Decreto de la presente iniciativa, en donde se proponen las reformas y adiciones a la Ley del Agua del Estado de Jalisco y sus Municipios.












SE EXCLUYÓ LA EXPEDICIÓN DEL REGLAMENTO SUPLETORIO DE LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS DE AGUA POTABLE, PARA AQUELLOS MUNICIPIOS QUE NO HAYAN EXPEDIDO EL PROPIO.










Al analizar el marco normativo que fundamenta la presente iniciativa, se concluye está debidamente establecida, tanto la competencia constitucional para su autorización por el Congreso del Estado, como también la correcta integración de sus disposiciones, en relación con la competencia concurrente que corresponde al Gobierno del Estado y a los Gobiernos Municipales.


C. PROCEDENCIA MATERIAL.

1. Contenido de la iniciativa.

La iniciativa que se dictamina analiza y resuelve cinco aspectos fundamentales para la gestión de los servicios de agua potable y saneamiento, como son:

a)	El reconocimiento por la comunidad internacional del acceso al agua y saneamiento, como derecho humano esencial;
b)	La revisión del marco normativo en materia de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de las agua residuales, como legislación en materia municipal, para establecer las bases orgánicas y de procedimiento administrativo para su administración eficiente, con reconocimiento a los diferentes sistemas que operan en el Estado de Jalisco y sus Municipios;
c)	La integración de consejos consultivos tarifarios o comisiones tarifarias como instancias de participación social en la FORMULACIÓN Y PROPUESTA de las cuotas o tarifas, para determinar EL AYUNTAMIENTO en forma justa y equitativa las contraprestaciones por los servicios de agua potable y saneamiento;

d)	La actualización de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, para asegurar la congruencia de sus conceptos tributarios e incluir la contribución de mejoras, conforme a la reforma constitucional en materia municipal, vigente a partir del año 2001.




La exposición de motivos iniciativa presentada por el diputado Luis Armando Córdova Díaz, destaca el reconocimiento por la comunidad internacional del derecho humano al agua y al saneamiento:

VII. El derecho humano al agua y el Saneamiento. La comunidad internacional ha reconocido cada vez más, y de forma más explícita, algunas obligaciones específicas en relación con el acceso al agua potable y el saneamiento, principalmente como parte del derecho a un nivel de vida adecuado y el derecho a la salud.

El acceso al agua potable fue declarado por primera vez un derecho humano por los Estados Miembros de las Naciones Unidas en 1977, en el Plan de Acción de Mar del Plata, en que se afirmaba que todos los pueblos, cualquiera que sea su etapa de desarrollo, "tienen derecho a disponer de agua potable en cantidad y calidad suficiente para sus necesidades básicas". Las resoluciones aprobadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas (A/RES/54/175 El derecho al desarrollo) y la Comisión de Derechos Humanos también hacen referencia al agua potable como derecho humano (2004/17 y 2005/15).

Este proceso de reconocimiento culminó el pasado 28 de julio de 2010 en el sexagésimo cuarto período de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas, cuando se aprobó la resolución A/RES/64/292 “El derecho humano al agua y el saneamiento”, donde se:

“1. Declara el derecho al agua potable y el saneamiento como un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos;

2. Exhorta a los Estados y las organizaciones internacionales a que proporcionen recursos financieros y propicien el aumento de la capacidad y la transferencia de tecnología por medio de la asistencia y la cooperación internacionales, en particular a los países en desarrollo, a fin de intensificar los esfuerzos por proporcionar a toda la población un acceso económico al agua potable y el saneamiento;
3…”

México al aprobar esta resolución, asumió el compromiso de realizar las acciones públicas y promover la participación social y privada, para hacer efectivo el acceso al agua y los servicios de saneamiento como derecho humano esencial.

A efecto de promover el acceso de las personas al agua potable y el saneamiento como derecho humano esencial, las disposiciones de la iniciativa tienen la finalidad de aportar los medios jurídicos para su administración, donde la sustentabilidad de los sistemas en todos sus aspectos, tenga como base la distribución justa y equitativa de los costos y beneficios que generan las obras de infraestructura y la administración de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de las aguas residuales.


Así mismo, de la iniciativa presentada por el diputado Luis Armando Córdova Díaz y en relación con las disposiciones vigentes en el Estado de Jalisco y sus Municipios, se desprende la siguiente exposición de motivos:

V. Falta de congruencia entre las leyes estatales que integran el marco jurídico aplicable a los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales: Las disposiciones estatales que integran el marco normativo que regula la prestación de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, se expidieron y reformaron en forma sucesiva, sin verificar su congruencia constitucional, como entre los conceptos y disposiciones de los mismos ordenamientos estatales.

Al analizar las leyes estatales que se indican en el apartado anterior, advertimos problemas de congruencia, tanto en el enunciado de los servicios, los conceptos para su cobro como contraprestaciones, las disposiciones administrativas y las normas operativas, como se advierte en los conceptos que se exponen a continuación.

El artículo 37 fracción VIII y el artículo 94 fracción I de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal son congruentes con las disposiciones constitucionales al enunciar como servicios públicos municipales los conceptos de: (1) Agua potable, (2) drenaje, (3) alcantarillado, (4) tratamiento, y (5) disposición de sus aguas residuales.

Pero en la fracción V del artículo 132 la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco se indica únicamente dos servicios, al disponer que:


Artículo 132.‑ Los ingresos que por concepto de derechos obtenga el Municipio, procederán de la prestación de los siguientes servicios:

V. Agua y alcantarillado;

La Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios en su artículo 99 realiza un desglose de los conceptos de estos servicios, que deben comprender las cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos de agua, en la forma siguiente:

Artículo 99. Las cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos de agua comprenderán:

I. La instalación de tomas domiciliarias;
II. Conexión del servicio de agua;
III. Conexión al alcantarillado y tratamiento de aguas residuales provenientes de uso habitacional;
IV. Conexión al alcantarillado, y tratamiento de aguas residuales provenientes de actividades productivas, cuando la descarga se realice por debajo de las concentraciones permisibles conforme a las normas oficiales mexicanas en materia ecológica y las condiciones particulares de descarga vigentes, en los términos de la legislación aplicable;
V. Conexión al alcantarillado, y tratamiento de aguas residuales provenientes de actividades productivas, cuando la descarga se realice por arriba de las concentraciones permisibles conforme a las normas oficiales mexicanas en la materia y las condiciones particulares de descarga vigentes, en su caso, en los términos de la legislación aplicable;
VI. Instalación de medidor;
VII. Uso habitacional;
VIII. Uso comercial;
IX. Uso industrial;
X. Uso de servicios en instituciones públicas;
XI. Uso en servicios de hotelería;
XII. Servicios de alcantarillado de aguas pluviales;
XIII. Servicios de alcantarillado para uso habitacional;
XIV. Servicios de tratamiento de aguas residuales provenientes de uso habitacional;
XV. Servicios alcantarillado para los usos no habitacionales;
XVI. Servicios de tratamiento de aguas residuales provenientes de usos no habitacionales; 
XVII. Servicio de abastecimiento de aguas tratadas o crudas; y
XVIII. Los demás que se establezcan en los reglamentos municipales, incluyendo usos específicos y con características propias en la región o municipio, las leyes de ingresos respectivas y en los convenios que se celebren entre los tres órdenes de gobierno.

En el caso de los organismos operadores descentralizados intermunicipales, los ayuntamientos respectivos deberán de coordinarse para que sus leyes de ingresos se unifiquen en la parte correspondiente a las tarifas por los servicios de agua potable y saneamiento. El Congreso del Estado deberá tomar en cuenta dicha unificación en los decretos respectivos.

Pero esta disposición no se ha integrado en todas las Leyes de ingresos municipales, pues sólo treinta y siete municipios observan su congruencia; en el resto los conceptos se enuncian en forma distinta. Tomando como referencia la Ley de Ingresos del Municipio de Guadalajara para el ejercicio fiscal 2010, establece los conceptos de derechos en los términos siguientes:

Artículo 54.- El servicio medido será obligatorio en las zonas urbanas y suburbanas de este Municipio, con excepción de los predios baldíos. A aquellos usuarios que se opongan a la instalación del aparato medidor se les suspenderá el servicio de agua potable y alcantarillado.

I.- El servicio de medición se sujetará a las reglas generales siguientes:
II.- Uso Doméstico:
III.- Otros Usos:

Artículo 56.- Uso o aprovechamiento de la infraestructura de agua potable y alcantarillado:

Las personas físicas o jurídicas, propietarias o poseedoras de predios urbanos o suburbanos, deberán pagar al SIAPA por el uso o aprovechamiento de la infraestructura de agua potable y alcantarillado, de acuerdo con las cuotas siguientes:
…
La solicitud de viabilidad para factibilidad tendrá un costo de recuperación de $116.60,..
La solicitud de los dictámenes técnicos para factibilidad tendrá un costo de recuperación de: …

Artículo 57.- Excedencias:

Para efectos de este artículo se entiende como excedencia la diferencia que resulta cuando la cantidad de agua demandada es mayor que la cantidad de agua asignada.

La excedencia se aplicará en todos los casos que se genere por obra nueva, ampliación, remodelación o cambio de uso de suelo de cualquier predio.

Para el otorgamiento del servicio de agua potable la excedencia se calculará sobre la base del volumen asignado de un litro por segundo por hectárea de superficie total del predio considerado.

Artículo 60.- Para efectos de la presente Ley se entiende por:

a) Descarga: la acción de verter aguas residuales al sistema de alcantarillado o drenaje;

b) Aguas residuales: los líquidos de composición variada provenientes de las descargas de los usos industriales, comerciales, de servicios, agrícolas, pecuarios, domésticos, de tratamiento de aguas incluyendo fraccionamientos; y en general de cualquier uso, así como la mezcla de ellas.

Ante la falta de congruencia que se advierte en las disposiciones que integran el marco normativo de los servicios municipales de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, en la mayoría de los municipios, la presente iniciativa tiene la finalidad de:

1.	Reformar las disposiciones vigentes, para hacerlas congruentes con las normas constitucionales en donde se establecen como servicios públicos municipales los conceptos de: (1) Agua potable, (2) drenaje, (3) alcantarillado, (4) tratamiento, y (5) disposición de sus aguas residuales;

2.	En observancia a las disposiciones constitucionales y en ejercicio de la atribución que corresponde al Congreso del Estado para expedir las leyes en materia municipal, reformar la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios para determinar las normas que constituyen las bases generales de la administración pública municipal para establecer las dependencias y organismos que tendrán a su cargo la administración de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, como también las disposiciones supletorias aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes. Estas bases generales y disposiciones supletorias, deben configurar los modelos que pueden aplicarse a la administración de estos servicios públicos, como son:
a)	La integración y operación de organismos públicos municipales o intermunicipales, la integración y funcionamiento de organismos operadores por vecinos o particulares;
b)	La integración y operación organismos operadores por vecinos o particulares que asuman en forma concesionada la prestación de estos servicios; y
c)	La integración y operación de dependencias municipales en los municipios donde el Ayuntamiento decida por administrar en forma directa la prestación de estos servicios.


4.	Analizar los procedimientos para determinar las cuotas, tarifas o precios que corresponda pagar a los usuarios de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, atendiendo a su naturaleza operativa, los derechos y obligaciones que corresponden a los usuarios, así como el grado de obligación que corresponda a los Gobiernos Municipales en su prestación, con la concurrencia que corresponda a los Gobiernos Federal y Estatal, en atención a la administración de las fuentes de aprovisionamiento de agua, las obras de infraestructura regionales para su captación y transporte, como el tratamiento y disposición de las aguas residuales, en el contexto de normas y compromisos nacionales e internacionales, que tienden a garantizar el aprovechamiento sustentable de los recursos hidráulicos.




2. Competencia del Congreso. 

El Congreso del Estado tiene competencia para “legislar en todas las ramas del orden interior del Estado, expedir leyes y ejecutar actos sobre materias que le son propias, salvo aquellas concedidas al Congreso de la Unión conforme al Pacto Federal en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, de conformidad a lo establecido en los artículos 35, fracción I de la Constitución Política del Estado de Jalisco.


3. Análisis de la iniciativa de reformas a la Ley del Agua del Estado de Jalisco y sus Municipios.

3.1. El derecho humano al agua y el saneamiento. El autor de la iniciativa realiza un estudio técnico y social respecto de la problemática que impera en la gestión del agua y su saneamiento, donde se observa la declaración de la comunidad internacional del derecho al agua potable y el saneamiento como un “derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos”.

La Asamblea General de las Naciones Unidas en el Sexagésimo cuarto período de sesiones, aprobó la resolución A/RES/64/292 “El derecho humano al agua y el saneamiento” el pasado 28 de julio de 2010. Esta declaración integra dos categorías de derechos fundamentales: el acceso al agua potable y saneamiento como derecho social necesario, para garantizar la calidad de vida de las personas; así como la responsabilidad de la comunidad, para aprovechar en forma sustentable los recursos hídricos, a efecto de asegurar su disponibilidad presente y futura.











A diferencia de los derechos humanos en su primera generación los cuales implican para los gobernantes una obligación de respeto a las personas en condiciones de igualdad, los derechos sociales y generacionales requieren planear y realizar esfuerzos conjuntos de los gobiernos y sus sociedades, para aportar los recursos humanos y materiales indispensables para su administración. Por ello los sistemas de gestión de los recursos hídricos, necesariamente deben conjuntar:

1.	La organización y funcionamiento eficiente de las dependencias entidades operadoras de los servicios de agua y saneamiento;
2.	El aprovechamiento sustentable de las fuentes de agua para sus diversos usos;
3.	La programación, construcción y mantenimiento de los sistemas de redes de infraestructura y equipamiento, para alcanzar una cobertura universal de los servicios de agua y saneamiento;
4.	La distribución justa y equitativa de los costos y beneficios que generan los sistemas de servicios de agua y saneamiento, mediante la asignación eficiente de recursos financieros y su recuperación;
5.	La determinación y cobro de cuotas o tarifas por los servicios de agua y saneamiento, con la participación social necesaria, para asegurar la viabilidad técnica y económica del sistema, con la inclusión del reconocimiento específico de personas y grupos, a quienes se proporciones los servicios en condiciones acordes de pobreza o vulnerabilidad; y
6.	La autorización y aplicación de sistemas de administración de los servicios, con métodos, tecnologías y tarifas, que promuevan el aprovechamiento eficiente del agua, su saneamiento y reutilización.

Las actitudes de individuos o grupos que tienden a eludir o evitar el pago de los servicios de agua y saneamiento, son contrarias a su promoción como derecho humano esencial, pues al reducir o impedir el crecimiento, mejoramiento y conservación de los sistemas, se niega el acceso a personas quienes viven en áreas carentes de infraestructura hidráulica y tienen que adquirir agua a costos elevados y baja calidad.

El acceso al agua como derecho humano promueve “intensificar los esfuerzos por proporcionar a toda la población un acceso económico al agua potable y el saneamiento”, tiene como condición necesaria que los usuarios cumplan con el pago de contraprestaciones justas y equitativas, que al asegurar el equilibrio financiero de los servicios, permiten ampliar su cobertura a toda la población, incluyendo a las personas o grupos en condiciones de vulnerabilidad económica y social, mediante la asignación de cuotas reducidas o subsidios para casos específicos. En condiciones contrarias, las entidades operadoras devienen en condiciones de incapacidad e ineficiencia, donde materialmente se negará el acceso a los servicios, a personas en condiciones de pobreza y marginación económica y social, quienes habitan en áreas carentes de redes de distribución.

3.2. Diversidad y complejidad orgánica de los servicios de agua y saneamiento. Al realizar el análisis de la iniciativa que se dictamina, se advierte que se cumple con aportar las bases e instrumentos jurídicos, para la integración y funcionamiento de las dependencias municipales y organismos operadores, a quienes se asigna la responsabilidad de administrar los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales.

En principio, la fracción III inciso a) del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos de “Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales”. De acuerdo con sus necesidades y experiencias particulares, estos servicios operan en los ciento veinticinco municipios del Estado de Jalisco, con diversas entidades administrativas, como son:

a)	La administración directa de los servicios de agua potable y saneamiento por dependencias de la administración pública municipal;
b)	La integración de organismos descentralizados municipales;

c)	La integración de organismos descentralizados intermunicipales;
d)	La contratación o concesión de servicios a empresas particulares; y
e)	El reconocimiento o concesión de los servicios de agua potable y alcantarillado a asociaciones de vecinos.












































La iniciativa que se analiza y dictamina, cumple en esta forma con aportar las bases jurídicas para organizar y operar los diversos sistemas vigentes en el Estado de Jalisco, que incluye organismos operadores complejos como los responsables de administrar los servicios en el Área Metropolitana de Guadalajara y en la ciudad de Puerto Vallarta, la administración directa o mediante organismo operadores en municipios pequeños, como también la participación de asociaciones de vecinos que asumen la administración de estos servicios en sus colonias, barrios o unidades vecinales, a quienes se reconoce el carácter de concesionarios.


3.3. El procedimiento para establecer las cuotas y tarifas del servicio de agua potable. 

Por lo que respecta a este punto, el autor de la iniciativa propone la constitución de los Consejos Tarifarios (para el caso de organismos intermunicipales) y Comisiones Tarifarias (para el caso de municipios que administren directamente el servicio de agua potable) que serán los encargados de analizar y estudiar las condiciones económicas, sociales y fiscales para efectos de establecer y aprobar las tarifas por el servicio. Se coincide con el autor en el hecho de la necesidad de contar con un órgano colegiado esencialmente técnico que estudie y analice los aumentos a la tarifa de agua potable, SIN EMBARGO, NO SE COINCIDE CON EL HECHO DE QUE SEAN ESTOS ORGANISMOS QUIENES DE FORMA AUTÓNOMA AUTORICEN Y PUBLIQUEN LOS AUMENTOS A LAS TARIFAS DE AGUA.

En los negocios se habla del control como la etapa de la administración en la que se establecen mecanismos para revisar la eficacia y eficiencia de las funciones de planeación, organización y ejecución[footnoteRef:1].  [1:  Cfr. Acosta Romero, Miguel, Teoría General del Derecho Administrativo, 10a. ed., México, Porrúa, 1991, p. 515.] 


El control así conceptualizado se transforma en la herramienta por excelencia que permite a los administradores una apropiada toma de decisiones. Se habla también, en otros ámbitos, de controles políticos y jurídicos.

Por control administrativo se entiende la función realizada por órganos formal y materialmente administrativos, que consiste en el uso de los medios jurídicos para anular o rectificar la gestión pública ilegal o ineficaz, a través de medios técnicos denominados “procedimientos administrativos”, que son controles administrativos propiamente dichos, auditorías y procesos de determinación de la legalidad de los actos de las autoridades administrativas. Es un control que se da en el ámbito del poder encargado de la administración, esto es, el poder ejecutivo, en un Estado. De sus diversas clasificaciones se puede advertir que algunas de sus etapas se verifican al interior o al exterior de los órganos administrativos públicos; su trascendencia radica en que el control ex ante es de carácter preventivo y el ex post es de naturaleza correctiva, pudiendo, además, ser de tipo represivo o sancionatorio. La consideración precedente nos lleva al tema del control del poder. 

El procedimiento administrativo es, en suma, un instrumento de gobierno y de control. Cumple una doble misión republicana: el ejercicio del poder por los carriles de la seguridad y la legalidad y la defensa de los derechos por las vías procesales recursivas y reclamativas, además de los modos ordinarios de participación procedimental en calidad de ‘parte interesada[footnoteRef:2]. [2:  Dromi, Roberto, El procedimiento administrativo, Buenos Aires, Ediciones Ciudad Argentina, 1996, p. 26.] 


Los instrumentos de control son sólo una de las funciones del poder en un sistema constitucionalista democrático. Pero el poder es de una complejidad extrema, y conducir su comportamiento o procurar su entendimiento sólo a través de percepciones invariables más que un ejercicio científico fallido es un acto de ingenuidad. Los mecanismos del poder requieren de ajustes incesantes para los que la norma nos ofrece un encuadramiento que, esencialmente, tutela el interés de la sociedad y de los individuos[footnoteRef:3]. [3:  Valadés, Diego, El Control del Poder, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1998, p. 40.] 


Por su parte, es de importante trascendencia que el aumento de las tarifas de agua sigan siendo autorizadas formalmente por las instituciones Constitucionales previamente establecidas para conseguir el control legal y jurídico que busca la norma. Son pues, los Ayuntamientos y el Congreso del Estado de Jalisco, instituciones integradas por voluntad popular las que a través del discernimiento, el estudio y el análisis es como se logra la integración político-social. Aunado a que dichas instituciones tienen su origen en el velar de los intereses de sus ciudadanos, consecuentemente es a través precisamente de sus procedimientos donde se consigue el control administrativo que hoy no pude delegarse a un consejo, que por mas ciudadanizado o técnico que éste pueda ser, es precisamente la responsabilidad política la que debe asumirse al momento de determinar un costo en beneficio de los ciudadanos tratándose éstas en un mejor servicio de agua potable, así como el de contar con la debida infraestructura para dicho fin.

ASÍ PUES, LOS DIPUTADOS QUE INTEGRAMOS LAS COMISIONES QUE HOY DICTAMINAN CONSIDERAMOS NECESARIO QUE LAS TARIFAS DE AGUA SE SIGAN INCLUYENDO EN LAS LEYES DE INGRESOS DE LOS RESPECTIVOS MUNICIPIOS Y QUE FINALMENTE SEA EL CONGRESO DEL ESTADO QUIEN LAS APRUEBE. ESTAMOS DE ACUERDO EN LA CONSTITUCIÓN DE LOS CONSEJOS TARIFARIOS Y LAS COMISIONES TARIFARIAS, ÚNICAMENTE COMO ÓRGANOS DE CONSULTA Y DISCERNIMIENTO, esto es, que los municipios, los organismos operadores municipales o intermunicipales deberán de constituirlos con el objeto de que sean éstos quienes aporten las consideraciones técnicas y sociales sobre si se debe o no aumentar las tarifas de agua, y que sea finalmente el Ayuntamiento quien decida considerar la propuesta para considerarla en su respectiva ley de ingresos.	Comment by Antonio Amador Costal Barrionuevo: ESTA PROPUESTA POR PARTE DE LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, LO ÚNICO QUE HACE ES SIMULAR LA SOCIABILIZACIÓN DE LAS TARIFAS, YA QUE SE MANTENIENE LA INTEGRACIÓN EN LAS LEYES DE INGRESOS MUNICIPALES Y APROBACIÓN POR EL CONGRESO. ADICIONALMENTE SE HACE MÁS BUROCRÁTICO EL PROCESO.

La integración de los Consejos o Comisiones Tarifarias deberán ser conforme lo establezcan los reglamentos y/o convenios de institución de los organismos operadores. Dichos organismos deberán ser integrados por estudiosos, expertos, autoridades municipales y estatales, así como integrantes del mismo Ayuntamiento y por integrantes de la sociedad. Ellos estudiaran en su conjunto los factores para considerar el aumento posible de las tarifas de agua, quienes remitirán al Ayuntamiento para que discuta la aprobación, modificación o rechazo de la propuesta. De aprobarla, deberán incluirla en su respectiva Ley de Ingresos para que finalmente el Congreso del Estado apruebe las tarifas.










































































3.4. Los elementos técnicos, financieros y sociales de las cuotas y tarifas. Como se expone en la iniciativa que ahora dictaminamos, la determinación de las cuotas y tarifas correspondientes a los servicios de agua potable (tanto en la propuesta de organismo técnico, del Ayuntamiento y el Congreso) deben considerar los criterios de eficiencia que garanticen la sustentabilidad del sistema de agua potable, donde es necesario conjugar los elementos técnicos, con los económicos y los sociales.

“El agua es un recurso escaso y necesario para todas las actividades humanas donde los criterios comerciales son insuficientes para fijar los precios, pues a diferencia de otras actividades, los proveedores de agua potable no tienen como meta el incrementar las ventas de su producto y maximizar utilidades, sino administrar un servicio público en condiciones que aseguren su uso responsable, promuevan el saneamiento de las aguas residuales y su reutilización, garanticen el abastecimiento para las personas y grupos con menores ingresos y a la vez, aseguren la operación eficiente de su administración”, argumenta el Autor de la iniciativa.

El servicio de agua potable y por sus efectos en la calidad de vida de las personas, en la mayoría de las naciones incluye rangos de subsidio, los cuales no deben implicar una distorsión en las cuotas y tarifas, con efectos de deterioro financiero para su administración.

La justicia distributiva y los efectos sociales de los pagos por servicios de agua potable, se aporta con criterios de tarifas crecientes para mayores consumos y cuotas diferenciales para los distintos usos; pero una tarifa que no corresponda a las condiciones reales de los costos de operación, sin un sistema efectivo de subsidios que realmente beneficie a las personas con menores ingresos, deteriora el sistema de agua potable y de hecho, por la limitación de ampliar los servicios se traduce en una mayor injusticia: las personas que habitan en áreas o zonas sin redes de agua potable, son precisamente quienes tienen menores ingresos y se ven obligadas a pagar los mayores precios por agua o vivir en condiciones sanitarias muy deficientes.

La presente iniciativa considera necesario integrar tanto los criterios técnicos, con los económicos y los sociales. Para ello se propone que:

1.	La determinación de cuotas y tarifas del sistema de agua potable, tome como base la estructura tarifaria que deberá formular y establecer la Comisión Estatal del Agua, con el objeto de establecer la metodología y aportar los estudios técnicos, económicos y sociales, para la debida motivación de su autorización, así como asegurar su congruencia y coordinación con la normas federales y estatales aplicables;

2.	Para asegurar el equilibrio económico y social en la determinación de las cuotas y tarifas, SE PROPONE INTEGRAR LOS CONSEJOS CONSULTIVOS TARIFARIOS O LAS COMISIONES TARIFARIAS COMO ÓRGANOS DE CONSULTA, conforme a las condiciones específicas de los sistemas de agua potable, con dos criterios generales:
a)	Si el Municipio administra en forma directa los servicios o los concesiones a otras entidades, deberá integrar una comisión tarifaria; y
b)	Cuando se constituya un organismo operador, para la realización de estudios financieros y formular las propuestas de cuotas y tarifas de los servicios que administren, constituirán y promoverán el funcionamiento efectivo de un consejo consultivo tarifario o deberán integrar en su órgano de gobierno o consejo de administración, a los representantes de las instituciones o asociaciones con mayor actividad o participación económica y social en su circunscripción territorial; y

3.	Para garantizar la viabilidad técnica, económica y social, la facultad y responsabilidad de autorizar las cuotas y tarifas, SEGUIRÁ CORRESPONDIENDO A LOS AYUNTAMIENTOS Y AL CONGRESO DEL ESTADO DE JALISCO.




La propuesta que se integra en la presente iniciativa, tiene como principal objetivo el preservar en forma sustentable los servicios de agua potable, para garantizar su acceso a toda la población, mediante la ampliación de las redes a todas las áreas y zonas urbanas, con base en una distribución justa y equitativa de los costos y beneficios que generan los sistemas de agua potable.


El Congreso del Estado, constituye el Poder Público que integra la representación social, espacio en donde las diversas expresiones políticas contribuyen a la actividad de Gobierno conforme al sistema de la división de Poderes; por ello, en conjunto con el estudio y propuestas técnicas que realicen los Consejos o Comisiones, así como los Ayuntamientos harán los binomios adecuados para conseguir el bien común.


La decisiones específicas y en muchos casos casuísticas, como son la formulación y autorización de las cuotas o tarifas por los servicios municipales, que implican el estudio o análisis sobre el aumento y reducción debe considerar diversas circunstancias particulares, como son los gastos de operación, aumento de inflación, cantidad y capacidad de recaudación, disposición de materia prima y otros conceptos, son factores que no corresponden al ejercicio legislativo, por lo tanto, en conjunto con los estudios y propuestas que hagan los órganos consultivos serán elemento técnicos propios de una materia tan delicada, que sin considerar o equilibrar los factores, resultarían desproporcionados para los ciudadanos o incosteables para el suministro del agua potable a la población y realizar su saneamiento.

Coincidimos con la iniciativa del diputado ponente, establecer la figura de que el organismo operador este constituido por técnicos, pero finalmente LA RESPONSABILIDAD POLÍTICA LA DEBEN ASUMIR LOS REPRESENTANTES DE LOS AYUNTAMIENTOS Y DEL PROPIO CONGRESO DEL ESTADO DE JALISCO.


Al analizar y dictaminar la iniciativa, al configurar el modelo para formular, autorizar y revisar las cotas o tarifas, consideramos acertada la propuesta de conjugar la participación de tres entidades:

(1)	La Comisión Estatal del Agua a quien se asigna la responsabilidad de aportar los elementos técnicos, a través de la formulación de la estructura tarifaria;

(2)	Los consejos consultivos tarifarios o comisiones tarifarias como instancias de participación social en la formulación y PROPUESTA de las tarifas, a quienes se les otorga la facultad y responsabilidad de analizar las cuotas o tarifas, para asegurar el equilibrio entre sus elementos técnicos y económicos que aseguren el equilibrio financiero de sus sistemas, con las condiciones económicas y sociales de sus usuarios;


(3)	Los organismos operadores o los propios ayuntamientos, responsables de administrar los servicios de agua potable y saneamiento, deben asumir la responsabilidad de participar en la autorización y aplicación de las cuotas o tarifas, que se autoricen a través en forma específica y de acuerdo a sus condiciones particulares de recursos y demanda.









Al converger en forma directa las propuestas técnicas con los requerimientos específicos de operación de cada sistema, con la participación y control social de la población a quien se administra los servicios, se asegura un nivel de cuotas y tarifas, autorizadas con criterios técnicos, operativos y sociales; modelo que se adapta para las diversas formas de organización municipal, intermunicipal o con participación del Gobierno del Estado, mediante entidades centralizadas, descentralizadas. 






4. Análisis de la iniciativa de reformas a la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco.

4.1. Actualización de la Ley de Hacienda Municipal. Al presentar las propuestas de reformas a la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, se indica en la iniciativa la necesidad de actualizar sus conceptos de ingresos, conforme a la reforma que se integró en el Código Fiscal de la Federación, la cual se publicó el 31 de diciembre de 1985.

Para actualizar la Ley de Hacienda Municipal es necesario revisar y modificar, con fundamento en las disposiciones de la fracción IV del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los conceptos tributarios uniformes que se incluyen en la legislación federal y de las entidades federativas, en los términos siguientes:

Artículo 2.‑ Para los efectos de esta ley se denominan contribuyentes, de impuestos, contribuciones de mejoras y derechos, a las personas físicas, morales y unidades económicas, cuyas actividades coincidan con alguna de las situaciones jurídicas previstas en la misma.

Artículo 3.‑ Son impuestos, las contribuciones establecidas en ley que deben pagar las personas físicas y morales que se encuentran en la situación jurídica o de hecho prevista por la misma y que sean distintas de las señaladas en los artículos 4, 5 y 6 de esta Ley.

Artículo 4.‑ Son contribuciones de mejoras las prestaciones que fije la ley a quienes, independientemente de la utilidad general, obtienen beneficios específicos derivados de acciones de conservación, mejoramiento o crecimiento, la utilización del suelo o la ejecución de una obra o de un servicio público.

Al modificarse el concepto de impuestos e integrar el concepto de contribución de mejoras, es posible distinguir el origen de estos y ingresos y decidir su aplicación, con pleno fundamento constitucional, quedando superados los conceptos de impuestos extraordinarios y contribuciones especiales.


4.2. Revisión del concepto tributario de derechos. La propuesta de reformas al sistema para formular, autorizar y aplicar las tarifas por los servicios de agua potable y saneamiento de la iniciativa que dictaminamos, hace necesario revisar y actualizar el concepto de derechos, conforme a los criterios de jurisprudencia obligatoria de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

La legislación fiscal vigente en el Estado de Jalisco coincide en definir a los derechos como las contraprestaciones establecidas en la ley, por los servicios que presten el Estado o los Municipios en sus funciones de derecho público, en las siguientes disposiciones:

Artículo 5 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco.‑ Son derechos, las contraprestaciones establecidas en la ley, por los servicios que presten los municipios en sus funciones de Derecho Público.

Artículo 7 del Código Fiscal del Estado de Jalisco.‑ Para los efectos de aplicación de este Código, se entenderá por:

II. Derechos.- Las contraprestaciones establecidas en la Ley, por los servicios que preste el Estado en su función de Derecho Público;

El Código Fiscal de la Federación de 1981, como se indica en la iniciativa, amplió el concepto tributario de derechos para incluir las contribuciones establecidas en Ley por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público; y mediante la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación del 20 de diciembre de 1991, se incluyó la excepción de considerar como contribuciones, las contraprestaciones por los servicios que “se presten por organismos descentralizados u órganos desconcentrados”, conforme al siguiente texto vigente:

Artículo 2º del Código Fiscal de la Federación.- Las contribuciones se clasifican en impuestos, aportaciones de seguridad social, contribuciones de mejoras y derechos, las que se definen de la siguiente manera:

IV. Derechos son las contribuciones establecidas en Ley por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público de la Nación, así como por recibir servicios que presta el Estado en sus funciones de derecho público, excepto cuando se presten por organismos descentralizados u órganos desconcentrados cuando, en este último caso, se trate de contraprestaciones que no se encuentren previstas en la Ley Federal de Derechos. También son derechos las contribuciones a cargo de los organismos públicos descentralizados por prestar servicios exclusivos del Estado.

El concepto de derechos del Código Fiscal de la Federación y su excepción formal que excluye del régimen tributario las contraprestaciones que se presten por organismos descentralizados u órganos desconcentrados, se reitera y aplica en la Ley Federal de Derechos en los términos siguientes:

ARTICULO 1º de la Ley Federal de Derechos.- Los derechos que establece esta Ley, se pagarán por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público de la Nación, así como por recibir servicios que presta el Estado en sus funciones de derecho público, excepto cuando se presten por organismos descentralizados u órganos desconcentrados y en este último caso, cuando se trate de contraprestaciones que no se encuentren previstas en esta Ley. También son derechos las contribuciones a cargo de los organismos públicos descentralizados por prestar servicios exclusivos del Estado.

Los derechos por la prestación de servicios que establece esta Ley deberán estar relacionados con el costo total del servicio, incluso el financiero, salvo en el caso de que dichos cobros tengan un carácter racionalizador del servicio.

Al integrar esta iniciativa se tiene presente la necesidad de atender en forma estricta el principio de legalidad o reserva de ley que rige en materia tributaria, el cual se encuentra claramente establecido en el artículo 31 constitucional, al expresar en su fracción IV, que los mexicanos deben contribuir para los gastos públicos de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes. Conforme con dicho principio, es necesaria una ley formal para el establecimiento de los tributos y en consecuencia, si el pago de un servicio corresponde al concepto de derechos, la determinación de sus cuotas y tarifas, necesariamente corresponde al ámbito de competencia del Poder Legislativo.
































































































































































































































































4.3. Integración del concepto de contribución de mejoras. La presente iniciativa propone incluir en la legislación hacendaria municipal el concepto de contribución de mejoras, la cual se incorporó a los conceptos que integran la hacienda municipal en la fracción IV del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a partir de la reforma constitucional de 1984, con la finalidad de aportar el fundamento constitucional para establecer las contribuciones que pueden generar las acciones de conservación, mejoramiento o crecimiento, la utilización del suelo o la ejecución de una obra o de un servicio público. Para ello se propone establecer en los artículos 4 y 131 de la Ley de Hacienda Municipal que:

Artículo 4 de la Ley de Hacienda Municipal.‑ Son contribuciones de mejoras las prestaciones que fije la ley a quienes, independientemente de la utilidad general, obtienen beneficios específicos derivados de acciones de conservación, mejoramiento o crecimiento, la utilización del suelo o la ejecución de una obra o de un servicio público.

Artículo 131 de la Ley de Hacienda Municipal.‑ Los Municipios podrán promover ante la Legislatura del Estado a través de sus leyes de ingresos o iniciativas específicas de decreto, la creación de contribuciones de mejoras, de conformidad con las siguientes bases generales:

I. El objeto, el sujeto, los responsables solidarios, la base, el pago y demás elementos constitutivos de la contribución de mejoras, se determinarán en la Ley de Ingresos o en el decreto específico que en su caso expida el Congreso del Estado;

II. El interés público de las obras, así como las áreas de afectación o beneficio, se determinarán de acuerdo con las disposiciones en materia de ordenamiento y planeación de los asentamientos humanos; y

III. Cuando se promueva y autorice una contribución de mejoras y esta concurra con las aportaciones que los titulares de predios o fincas acepten enterar, conforme a los convenios de cooperación o colaboración que celebren para la construcción, conservación o mejoramiento de obras de infraestructura, deberá establecerse su compensación.

La contribución de mejoras a diferencia con los impuestos o derechos tiene como objeto de tributación, la realización de una obra pública que implica un beneficio para los titulares de predios o fincas localizados en un área determinada.

Los impuestos como contribuciones que se destinan a sostener a la administración pública en general, así como las obras públicas y servicios, que tienen la finalidad de atender a toda la población, sin limitar sus efectos a propietarios o habitantes de áreas delimitadas. Por otra parte, los derechos son contraprestaciones por servicios que el usuario recibe o genera o por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público.

En el caso de la contribución de mejoras la tributación corresponde a la ejecución de obras determinadas, lo que se traduce en que es necesario que exista una estrecha vinculación entre el objeto de la contribución y el monto del gravamen, es decir, la cantidad a pagar debe guardar relación con la magnitud del beneficio objeto del tributo (incremento del valor de los inmuebles), derivado de la obra pública respectiva, en comparación con el de los restantes obligados. Por ello es necesario establecer como elementos del tributo, las obras públicas que generan el beneficio e incremento de valor de los inmuebles, ubicados en el área de beneficio del proyecto, como también en su caso, las áreas que resulten afectadas.

La contribución de mejoras por su carácter tributario, está sometida al principio de legalidad y por ello, se autoriza mediante una ley que debe expedir el Poder Legislativo, donde se determinen los elementos de la contribución. Pero al tener como base el beneficio que generan obras determinadas en relación con predios específicos, no es posible establecer sus elementos en forma general.























La iniciativa para promover ante la Legislatura la creación de contribuciones de mejoras corresponde a los Municipios de conformidad con la fracción IV inciso a) del artículo 115 de la Constitución Federal, donde se precisa que “en todo caso”, la hacienda municipal “percibirá las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezcan los Estados sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles”.

La presente iniciativa advierte que el financiamiento de las obras y servicios públicos, puede también realizarse mediante convenios de cooperación y colaboración, en particular cuando se promuevan obras pequeñas o cuando el grupo de beneficiados, acepta en forma voluntaria realizar las aportaciones para desarrollar el proyecto.

En la presente iniciativa se prevé la posibilidad de la concurrencia de contribuciones de mejoras y productos de colaboración o cooperación aportados en forma voluntaria por las personas beneficiadas a través de convenios; para lo cual se dispone su compensación, como se establece la fracción III del artículo 131 de la Ley de Hacienda Municipal al precisar que “cuando se promueva y autorice una contribución de mejoras y esta concurra con las aportaciones que los titulares de predios o fincas acepten enterar, conforme a los convenios de cooperación o colaboración que celebren para la construcción, conservación o mejoramiento de obras de infraestructura, deberá establecerse su compensación”.

En esta forma la iniciativa comprende y da congruencia a los diversos medios que pueden concurrir para financiar las obras públicas, con una distribución justa y equitativa de sus afectaciones, costos y beneficios, para permitir la celebración de convenios de colaboración o cooperación con los beneficiados o afectados, como también, la autorización de una contribución de mejoras que comprenda a la totalidad de los titulares de predios o fincas, que en forma objetiva resultarán beneficiados por los proyectos de conservación, mejoramiento o crecimiento de la infraestructura y el equipamiento.

Por último y para asegurar la correcta aplicación de las contribuciones de mejoras, los productos o aportaciones derivadas de convenios de cooperación o colaboración, para la ejecución de obras públicas o la prestación de servicios.

Todos los niveles de gobierno y en particular los Gobiernos Locales, quienes tienen la relación más directa con los gobernados en la gestión de los servicios públicos básicos, enfrentan las limitaciones de sus recursos humanos y materiales.


































Sin embargo, las necesidades presupuestales de los Gobiernos Municipales, no pueden justificar el desvío de recursos que se recaudan como contribuciones de mejoras o se acuerda percibir mediante convenios de colaboración o cooperación, al pago de conceptos distintos a las obras o actividades que generaron su aportación al Ayuntamiento, ya que se distorsiona el equilibrio financiero de los proyectos, se incurre en un fraude a los contribuyentes o colaboradores y se desalienta la confianza de los ciudadanos, en participar en forma directa en el desarrollo de proyectos que mejoran el nivel de vida de su comunidad.

Conforme a las propuestas que se integran en la presente iniciativa, se actualizan los conceptos de la legislación hacendaria municipal, en congruencia con las disposiciones de la Ley del Agua del Estado de Jalisco, con la finalidad de mejorar las condiciones de aprovechamiento del agua en nuestra entidad, así como mejorar la eficiencia y calidad de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de aguas residuales.

Al dictaminar la presente iniciativa se concluye que es procedente aprobar las reformas y adiciones a la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios y la Ley de Hacienda Municipal, con las consideraciones realizadas por quienes dictaminamos, para asumir la gestión de los servicios de agua potable y saneamiento, como un derecho humano esencial, cuya promoción sólo es posible, mediante la organización de sistemas eficientes que amplíen la cobertura de sus servicios a toda la población, mediante la distribución justa y equitativa de los costos y beneficios que generan los proyectos de infraestructura hidráulica y la operación de los servicios, donde se conjuguen los electos técnicos de los proyectos, las condiciones específicas de capacidad y demanda de cada municipio, centro de población o unidad urbana, con la participación de la sociedad o comunidad.




	P A R T E      R E S O L U T I V A

Por lo anterior y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 157 y 159 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, proponemos a la Asamblea del Congreso del Estado el siguiente:


D I C T A M E N    D E    L E Y

QUE REFORMA DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY DEL AGUA PARA EL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS Y LA LEY DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE JALISCO.








ARTICULO PRIMERO.- Se modifica el TÍTULO SEXTO para denominarse “De la Prestación de los Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Tratamiento y Disposición Final de las Aguas Residuales”, Se adicionan una fracción V al artículo 13; las fracciones XX a XXIII al artículo 52; un segundo párrafo al artículo 60; un segundo párrafo al artículo 83; un segundo párrafo al artículo 95; se reforman los artículos 1; 2 primer párrafo y fracciones V, XIII a XV, XXIII, XXVII, XXX, XXXII, XXXIII, XLI, XLV a XLVII y LIII a LV; 3 fracciones IV a VI; 6 fracciones I a VII; 8 fracción XI, 12 fracciones IV, V, VI y VII; 13 párrafo primero, fracción IV y último párrafo; 23 fracciones XXVIII y XXXI; 39, 48, 50, 51, 52 primer párrafo y fracciones I, II, IV, VI y VIII a XX; 57, 60 fracción VII, 61; 62; 63; 76 fracciones III y IV; 77 primer párrafo, 83 primer párrafo y fracciones IV, VI a VIII; 84; 85; 94 al 101 y 102 fracción XIII; y se suprimen el último párrafo del artículo 2, el último párrafo del artículo 99 y el artículo 101 bis de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios, para quedar como sigue:
Artículo 1. La presente Ley es de observancia general en todo el territorio del Estado de Jalisco; sus disposiciones son de orden público e interés social y regulan la explotación, uso, aprovechamiento, preservación y reutilización del agua, la administración de las aguas de jurisdicción estatal, la distribución, control y valoración de los recursos hídricos y la conservación, protección y preservación de su cantidad y calidad, en términos del desarrollo sostenible de la entidad.
El objeto de la presente Ley es:
I. Establecer los principios y regulaciones para la gestión integrada de los recursos hídricos en el Estado, a efecto de promover y hacer efectivo el derecho al agua potable y el saneamiento como un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos;

II. Establecer las bases generales para las actuaciones coordinadas de las autoridades estatales y municipales, quienes conforme a sus atribuciones constitucionales, concurren en el ámbito de dicha gestión;

III. Regular en el ámbito de competencia estatal el aprovechamiento del agua en actividades agropecuarias; y

IV. Como ley en materia municipal, establecer las bases generales para la prestación de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de las aguas residuales, así como las normas supletorias aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los reglamentos correspondientes, en observancia y cumplimiento del artículo 115 fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 77 de la Constitución Política del Estado de Jalisco.
	P A R T E      R E S O L U T I V A
Por lo anterior y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 157 y 159 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, proponemos a la Asamblea del Congreso del Estado el siguiente:


D I C T A M E N    D E    L E Y

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 1, 2, 13, 48, 50, 51, 52, 60, 61, 62, 63, 83, 84, 85, 94, 95, 96, 97, 98, 99 Y 100; Y DEROGA LA FRACCIÓN LIV Y EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 2 DE LA LEY DEL AGUA PARA EL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS; Y REFORMA LOS ARTÍCULOS 1, 2, 3, 4, 5, 9, 11, 18, 19, 23, 30, 32, 37, 54, 61, 129, 130, 131 Y 302; ASÍ COMO SE REFORMA EL NOMBRE DEL TÍTULO PRIMERO Y EL DE LOS CAPÍTULOS IX, X Y XI; SE DEROGAN LOS ARTÍCULOS 131 BIS Y 131 BIS-A Y ADICIONA EL ARTÍCULO 48 BIS DE LA LEY DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE JALISCO.

ARTÍCULO PRIMERO.- Que reforma los artículos 1, 2, 6, 13, 48, 50, 51, 52, 60, 61, 62, 63, 83, 84, 85, 94, 95, 96, 97, 98, 99 y 100; y deroga la fracción LIV y el último párrafo del artículo 2, todos de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios, para quedar como sigue:












Artículo 1. …
…




El objeto de la presente Ley es:
I. Establecer los principios y regulaciones para la gestión integrada de los recursos hídricos en el Estado, a efecto de promover y hacer efectivo el derecho al agua potable y el saneamiento;


II. Establecer las bases generales para las actuaciones coordinadas de las autoridades estatales y municipales, quienes conforme a sus atribuciones constitucionales, concurren en el ámbito de dicha gestión;
III. Regular en el ámbito de competencia estatal el aprovechamiento del agua en actividades agropecuarias; y

IV. Establecer las bases generales para la prestación de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales, así como las normas supletorias aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los reglamentos correspondientes.	Comment by Antonio Amador Costal Barrionuevo: QUITARON EL REGLAMENTO SUPLETORIO, PERO DEJAN ESTE TEXTO

	Artículo 2. Para los efectos de esta Ley y de las normas reglamentarias que se expidan para su aplicación, se entenderá por:

I a IV…

V. Alcantarillado. Servicio que integra el conjunto acciones, equipos, instalaciones e infraestructura de redes de colecta y traslado de las aguas residuales para su tratamiento o disposición final;

VI a XII…

XIII. Consejos Tarifarios. Los organismos o instancias con participación social que se constituyan para realizar los estudios, formular y en su caso aprobar las propuestas de las cuotas y tarifas a que se refiere la fracción XV del presente artículo. Estas funciones podrán ser asumidas por los consejos de administración u órganos máximos de gobierno de los organismos operadores públicos descentralizados, cuando en su acuerdo o convenio de constitución así se disponga, siempre y cuando exista una participación social cuando menos igual a la representación de las autoridades municipales que participen en su integración o gestión;

XIV. Comisiones Tarifarias. Las instancias de participación social o coordinación intergubernamental, que se constituyan para realizar los estudios, formular y en su caso aprobar las propuestas de las cuotas y tarifas a que se refiere la fracción XV del presente artículo, en aquellos municipios donde estos servicios se proporcionen de manera directa por la administración municipal o mediante su concesión a otras entidades;

XV. Cuota y tarifa: Cuota es la cantidad en dinero que se determina como contraprestación que el usuario debe pagar por cada hecho o unidad de servicio que realiza o recibe; y tarifa es la lista de unidades y de cuotas para una obra o servicio. En relación con los servicios que regula la presente ley, las cuotas y tarifas pueden determinarse para:
a) Contraprestaciones por servicios, las cuales establecerán la cantidad de dinero que corresponde pagar por cada unidad de servicio que el usuario percibe, genera, demanda o por el aprovechamiento de la infraestructura o equipamiento del sistema;
b) Las aportaciones que los titulares de predios o fincas acepten enterar, conforme a los convenios que celebren para la construcción, conservación o mejoramiento de obras de infraestructura y equipamiento, para su incorporación a los servicios que son materia en la presente ley, que reciban, generen o cuya demanda incrementen; o
c) Contribuciones de mejoras que se determinen con fundamento en la ley, las cuales establecerán la cantidad de dinero que corresponde pagar por cada hecho o unidad, como se cuantifique el beneficio específico que le genere la realización de acciones de conservación, mejoramiento o crecimiento en la infraestructura o equipamiento de los sistemas que regula la presente ley;

XVI a XXII…

XXIII. Red o instalación domiciliaria o privada. Las obras que requiere el usuario final de cada predio para recibir los servicios de agua potable, alcantarillado y drenaje, en lotes o fincas individuales o condominios;


XXIV a XXVI…

XXVII. Organismo Operador. Entidad pública o privada, municipal o intermunicipal, desconcentrada, descentralizada o concesionaria, que dentro de los límites de su circunscripción territorial, administra en forma parcial o total los servicios los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales;

XXVII y XXIX…

XXX. Red Secundaria. Conjunto de infraestructura integrada desde la interconexión del tanque de regulación, o en su caso, de la línea general de distribución hasta el punto de interconexión con la red o instalación domiciliaria o privada del lote o predio correspondiente al usuario o usuarios finales del servicio;

XXXI. …
XXXII. Reutilización: Utilización de las aguas residuales, de acuerdo con las disposiciones emitidas para tal efecto;

XXXIII. Saneamiento o tratamiento y disposición final de las aguas residuales. Servicio que integra el conjunto de acciones, equipos, instalaciones e infraestructura para lograr el tratamiento, alejamiento y vertido de las aguas residuales y el manejo y disposición ecológica de los sólidos resultantes del tratamiento respectivo. Incluye los emisores, plantas o procesos de tratamiento y sitios de vertido;

XXXIV a XL. …

XLI. Sistema Estatal del Agua. Conjunto de programas, proyectos, obras, equipamientos, instalaciones, normas, metodologías, procesos, instrumentos y acciones que dan sustento al aprovechamiento y a la administración de las aguas de jurisdicción estatal en todos los usos, así como aquellos que permitan mejorar la prestación de servicios públicos de suministro de agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales, incluyendo la reutilización de las aguas residuales tratadas;

XLII a XLIV. …

XLV. Toma. Tramo de conexión situado entre la infraestructura o red secundaria para el abastecimiento de los servicios públicos, y la red o instalación domiciliaria o privada de cada lote o predio, que incluye en su caso mecanismos de regulación y medición;

XLVI. Uso habitacional. Utilización de agua en predios con uso urbanístico habitacional, para los fines particulares de las personas y del hogar, así como el riego de jardines y de árboles de ornato en estos; incluyendo el abrevadero de animales domésticos, siempre que estas últimas dos aplicaciones no constituyan actividades lucrativas;


XLVII. Uso Comercial. Utilización del agua en inmuebles de fábricas, empresas, negociaciones, establecimientos y oficinas dedicadas a la producción o comercialización de bienes y servicios.
XLVIII a LII. …

LIII. Uso Público Urbano. Utilización de agua para el abasto a centros de población, a través de la red primaria; dentro de éste uso genérico quedan comprendidos el habitacional, el comercial, el industrial, el de servicios de hotelería, el de instituciones públicas o que presten servicios públicos y los usos mixtos;

LIV. Usuario. Las personas físicas, los condominios y otras personas jurídicas que hagan uso del agua o de los servicios a que se refiere la Ley. Se diferenciará entre usuarios del agua, aquellos con derechos vigentes de explotación o uso de aguas otorgadas por la autoridad competente, y los usuarios de los servicios públicos urbanos; y

LV. Zona o área de protección o restricción. La franja de terreno inmediata y contigua a los cauces y depósitos de los cuerpos y corrientes naturales o artificiales de propiedad federal, estatal y municipal, incluyendo los terrenos inmediatos y contiguos de las presas y demás obras hídricas a cargo del Gobierno del Estado, para su protección, operación, rehabilitación, mantenimiento y vigilancia, en la extensión que en cada caso determinen las normas aplicables.
Se deroga.
	Artículo 2. Para los efectos de esta Ley y de las normas reglamentarias que se expidan para su aplicación, se entenderá por:

I. a IV. …

V. Alcantarillado. Servicio que integra el conjunto acciones, equipos, instalaciones e infraestructura de redes de colecta y traslado de las aguas residuales para su tratamiento o disposición final;

VI. a XII. …

XIII. Consejos Consultivos Tarifarios. Las instancias que se constituyen para realizar los estudios, formular y en su caso aprobar las propuestas de cuotas y tarifas de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de las aguas residuales de los organismos operadores públicos descentralizados;





XIV. Comisiones Tarifarias. Las instancias que se constituyen para realizar los estudios, formular las propuestas de cuotas y tarifas de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de las aguas residuales, en los municipios donde estos servicios se proporcionan de manera directa por la administración municipal;


XV. Cuota y tarifa: Cuota es la cantidad en dinero que se determina como contraprestación que el usuario debe pagar por cada hecho o unidad de servicio que realiza o recibe; y tarifa es la lista de unidades y de cuotas para una obra o servicio. En relación con los servicios que regula la presente ley, las cuotas y tarifas pueden determinarse para proponer las aportaciones que los titulares de predios o fincas acepten enterar, conforme a los convenios que celebren para la construcción, conservación o mejoramiento de obras de infraestructura y equipamiento, para la operación de los servicios de interés general que presta el Municipio, que reciban, generen o cuya demanda incrementen, para realizar a sus usos o actividades;








XVI. a XXII. …

XXIII. Red o instalación domiciliaria o privada. Las obras que requiere el usuario final de cada predio para recibir los servicios de agua potable, alcantarillado y drenaje, en lotes o fincas individuales o condominios;

XXIV. a XXVI. .…

XXVII. Organismo Operador. Entidad pública o privada, municipal o intermunicipal, desconcentrada, descentralizada o concesionaria, que dentro de los límites de su circunscripción territorial, administra en forma parcial o total los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales;

XXVIII. y XXIX. …

XXX. Red Secundaria. Conjunto de infraestructura integrada desde la interconexión del tanque de regulación, o en su caso, de la línea general de distribución hasta el punto de interconexión con la red o instalación domiciliaria o privada del lote o predio correspondiente al usuario o usuarios finales del servicio;

XXXI. y XXXII. …



XXXIII. Saneamiento o tratamiento y disposición final de las aguas residuales. Servicio que integra el conjunto de acciones, equipos, instalaciones e infraestructura para lograr el tratamiento, alejamiento y vertido de las aguas residuales y el manejo y disposición ecológica de los sólidos resultantes del tratamiento respectivo. Incluye los emisores, plantas o procesos de tratamiento y sitios de vertido;

XXXIV. a XL. …

XLI. Sistema Estatal del Agua. Conjunto de programas, proyectos, obras, equipamientos, instalaciones, normas, metodologías, procesos, instrumentos y acciones que dan sustento al aprovechamiento y a la administración de las aguas de jurisdicción estatal en todos los usos, así como aquellos que permitan mejorar la prestación de servicios públicos de suministro de agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales, incluyendo la reutilización de las aguas residuales tratadas;
XLII a XLIV. …

XLV. Toma. Tramo de conexión situado entre la infraestructura o red secundaria para el abastecimiento de los servicios públicos, y la red o instalación domiciliaria o privada de cada lote o predio, que incluye en su caso mecanismos de regulación y medición;

XLVI. Uso habitacional. Utilización de agua en predios con uso urbanístico habitacional, para los fines particulares de las personas y del hogar, así como el riego de jardines y de árboles de ornato en estos; incluyendo el abrevadero de animales domésticos, siempre que estas últimas dos aplicaciones no constituyan actividades lucrativas;

XLVII. Uso Comercial. Utilización del agua en inmuebles de fábricas, empresas, negociaciones, establecimientos y oficinas dedicadas a la producción o comercialización de bienes y servicios.

XLVIII a LII. …

LIII. Uso Público Urbano. Utilización de agua para el abasto a centros de población, a través de la red primaria; dentro de éste uso genérico quedan comprendidos el habitacional, el comercial, el industrial, el de servicios de hotelería, el de instituciones públicas o que presten servicios públicos y los usos mixtos;

LIV. Usuario. Las personas físicas, los condominios y otras personas jurídicas que hagan uso del agua o de los servicios a que se refiere la Ley. Se diferenciará entre usuarios del agua, aquellos con derechos vigentes de explotación o uso de aguas otorgadas por la autoridad competente, y los usuarios de los servicios públicos urbanos; y

LV. Zona o área de protección o restricción. La franja de terreno inmediata y contigua a los cauces y depósitos de los cuerpos y corrientes naturales o artificiales de propiedad federal, estatal y municipal, incluyendo los terrenos inmediatos y contiguos de las presas y demás obras hídricas a cargo del Gobierno del Estado, para su protección, operación, rehabilitación, mantenimiento y vigilancia, en la extensión que en cada caso determinen las normas aplicables.
Se deroga.


	Artículo 3. …
I a III. …
IV. La captación, regularización, potabilización, desalación, conducción, distribución, prevención y control de la contaminación de las aguas; así como el tratamiento de las aguas residuales que se localicen dentro de los Municipios del Estado y que no sean de jurisdicción federal; así como la reutilización de las mismas;
V. El mejoramiento de la calidad de las aguas residuales, la prevención y control de su contaminación, la recirculación y la reutilización de dichas aguas, así como la construcción y operación de obras de prevención, control y mitigación de la contaminación del agua, incluyendo plantas de tratamiento de aguas residuales;
VI. La adquisición de bienes inmuebles o muebles que sean necesarios para la ampliación, rehabilitación, construcción, mejoramiento, conservación, desarrollo y mantenimiento de los sistemas de agua potable  y alcantarillado, así como los relativos al tratamiento y reutilización de las aguas residuales; incluyendo las instalaciones conexas como son los caminos de acceso y las zonas de protección; y
VII. …
	

	Artículo 6…
I. Habitacional;
II. Comercial;
III. Industrial;
IV. Servicios de hotelería;
V. Uso en instituciones públicas o que presten servicios públicos;
VI. Mixto comercial; y
VII. Mixto rural.
	

	Artículo 8. …
I a X. …
XI. El conjunto de programas, proyectos, obras, normas y acciones que dan sustento al aprovechamiento y a la administración de las aguas de jurisdicción estatal en todos los usos, así como aquellos que permitan mejorar la prestación de servicios públicos de suministro de agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales, incluyendo la reutilización de las aguas previamente servidas y  tratadas, así como la recirculación.
…
	

	Artículo 12. …
I a III. …
IV. La realización de estudios financieros y tarifarios y los lineamientos que establezca la Comisión para la definición y actualización de cuotas y tarifas por servicios de agua dando el soporte para su autorización, reflejarán el costo real de los servicios;
V. La participación de la ciudadanía en el financiamiento de los servicios públicos de agua potable, saneamiento y reutilización y reciclaje, incluirá los conceptos de pago por uso del recurso hídrico o por el pago por vertidos en cuerpos receptores y para su tratamiento respectivo;
VI. Los Ayuntamientos podrán determinar subsidios para pago de los servicios hídricos a favor de usuarios debidamente tipificados por sus bajos ingresos, escasos recursos,  o condiciones vulnerables, tales como:
a) Pensionados;
b) Jubilados;
c) Discapacitados;
d) Personas viudas; y
e) Personas adultas mayores que cuenten con sesenta años o más de edad.
VII. Los subsidios a que se refiere la fracción anterior:
a) Se otorgarán en forma casuística y explícita;
b) No se otorgarán mediante cuotas o tarifas subsidiadas;
c) Los reglamentos municipales deberán establecer los procedimientos para delimitar su discrecionalidad;
d) Se determinarán en relación con el uso y consumo que se genere en el predio unifamiliar en donde resida el beneficiario.
e) Para fines financieros, tales subsidios serán considerados como un costo del servicio; y
f) Estas disposiciones serán observadas por los Consejos Tarifarios o las Comisiones Tarifarias a quienes corresponda aprobar las cuotas y tarifas a que se refiere la fracción XV del artículo 2 de esta Ley;
VIII a XI…
	

	Artículo 13. Los usuarios de aguas de jurisdicción estatal, así como de los servicios públicos de suministro de agua potable, alcantarillado, tratamiento y reutilización de aguas residuales, los correspondientes al riego agrícola, y la sociedad organizada en general, podrán participar en la planeación, programación, construcción, administración, operación, supervisión o vigilancia de los servicios y sistemas hidráulicos, así como el cuidado y uso eficiente del agua y la preservación de su calidad, a través de:
I a III…




IV. Los Consejos Tarifarios o las Comisiones Tarifarias; y

V. Los Distritos de Riego, Unidades de Riego y Asociaciones de Regantes en los términos de la presente ley y en el seno del Sistema Estatal del Agua.

Los grupos académicos, colegios de profesionales, especialistas, asociaciones y cámaras debidamente acreditados ante la Comisión, los organismos operadores, los Consejos Tarifarios o las Comisiones Tarifarias, podrán participar en la planeación del recurso hídrico y su programación en las mismas condiciones.
	Artículo 13. …






I. a II …

III. Los Organismos Operadores de los servicios de agua y saneamiento;



IV. Los consejos consultivos tarifarios o las comisiones tarifarias; y


V. Los Distritos de Riego, Unidades de Riego y Asociaciones de Regantes en los términos de la presente ley y en el seno del Sistema Estatal del Agua.

Los grupos académicos, colegios de profesionales, especialistas, asociaciones y cámaras debidamente acreditados ante la Comisión, así como los organismos operadores, los Consejos Consultivos Tarifarios o las Comisiones Tarifarias, podrán participar en la planeación del recurso hídrico y su programación en las mismas condiciones.

	Artículo 23. …
I a XXVII. …
XXVIII. Promover la reutilización y recirculación de las aguas servidas y en general, el mejoramiento de la eficiencia en la explotación, uso o aprovechamiento  del agua;
XXIX y XXX. …
XXXI. Promover la participación social en la prestación de los servicios públicos de agua, en el tratamiento de aguas residuales y su reutilización, así como en el tratamiento y disposición final de lodos;
XXXII a XLVII. …
	

	Artículo 39. La Comisión, podrá realizar con recursos propios, con aportaciones federales, estatales y municipales, con la participación de la iniciativa privada, o con recursos de procedencia mixta, obras para la prestación de servicios regionales de  suministro de agua potable o para diferentes usos, alcantarillado, tratamiento de aguas residuales y su reutilización, previa celebración de los convenios necesarios con las autoridades competentes. La Comisión podrá establecer tarifas por los servicios regionales que deberán considerar los costos de administración, operación y mantenimiento y los costos de inversión de las obras realizados con financiamiento recuperable, sin incluir aportaciones presupuestales realizadas a fondo perdido, sean federales, estatales o municipales.
	

	Artículo 48. Para la prestación de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales, los Ayuntamientos están facultados para:


I. Administrar en forma directa estos servicios, a través de la dependencia que determine su reglamento orgánico y la integración de la Comisión Tarifaria;
II. Constituir organismos operadores descentralizados o desconcentrados municipales o intermunicipales y en su caso, la integración del Consejo Tarifario;

III. Concesionar la prestación parcial o total de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales en un área, zona o colonia de sus centros de población, asentamientos rurales o turísticos:
a) A sus usuarios, propietarios o vecinos, a través de sus asociaciones de participación social o vecinal o condominios; o
b) A otras entidades, quienes para los efectos de la presente Ley, tendrán el carácter de organismos operadores, con la integración de la Comisión Tarifaria;

IV. Celebrar convenios con el Estado en los términos previstos en el artículo 47 de la presente Ley; y

V. Las autoridades municipales serán corresponsables con los organismos operadores de:
a) La calidad del agua potable suministrada, para que cumpla con las normas oficiales establecidas;
b) La vigilancia del tratamiento de sus aguas residuales,
c) La reutilización y recirculación de las aguas servidas; y
d) Las condiciones particulares de descarga.
Para cumplir con lo anterior, contarán con el apoyo y asesoría de la Comisión, previa solicitud al respecto.
	Artículo 48. Para la prestación de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales, los Ayuntamientos están facultados para:


I. Constituir organismos operadores descentralizados o desconcentrados municipales o intermunicipales;

II. Administrar en forma directa los servicios, a través de la dependencia que determine su reglamento orgánico;


III. La integración de la Comisión Tarifaria; y











IV. Celebrar convenios con el Estado en los términos previstos en el artículo 47 de la presente Ley.

Para cumplir con lo anterior, contarán con el apoyo y asesoría de la Comisión, previa solicitud al respecto.

Artículo 48 Bis. Las autoridades municipales serán corresponsables con los organismos operadores de:
a) La calidad del agua potable suministrada, para que cumpla con las normas oficiales establecidas;
b) La vigilancia del tratamiento de sus aguas residuales;
c) El rehúso y recirculación de las aguas servidas; y
d) Las condiciones particulares de descarga.


	
Artículo 50. Los organismos descentralizados intermunicipales se integrarán de conformidad a las disposiciones generales siguientes:


I. Serán creados mediante convenios entre dos o más Municipios a efecto de coordinarse en la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales;


II. Los Municipios o localidades podrán asociarse a un organismo operador municipal ya existente, para constituir un organismo intermunicipal, por acuerdo de los Ayuntamientos respectivos;


III. El organismo operador intermunicipal, con respecto a los usuarios de los servicios, se subrogará en las responsabilidades y asumirá los derechos y obligaciones de los organismos operadores que se extingan; y

IV. Sus titulares serán nombrados en los términos que establezcan estos convenios.
	
Artículo 50. Los organismos descentralizados intermunicipales se integrarán de conformidad a las disposiciones generales siguientes:


I. Serán creados mediante convenios entre dos o más Municipios a efecto de coordinarse en la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales;

II. Podrá asumir las funciones del organismo operador intermunicipal un organismo operador existente en alguno de los Municipios o bien otro de nueva creación;


III. El organismo operador intermunicipal, con respecto a los usuarios de los servicios, se subrogará en las responsabilidades y asumirá los derechos y obligaciones de los organismos operadores que se extingan; y

IV. Sus titulares serán nombrados en los términos que establezcan estos convenios.


	Artículo 51. Para la realización de estudios financieros y aprobar las propuestas de cuotas y tarifas de los servicios que administren:

I. Los organismos operadores municipales o intermunicipales deberán:
a) Constituir un consejo tarifario; o bien
b) Integrar y promover la participación en su órgano de gobierno o consejo de administración de representantes de las instituciones o asociaciones con mayor actividad económica o social en su circunscripción territorial; y





II. Los Ayuntamientos que operen directamente o concesionen a otras entidades los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales integrarán una Comisión Tarifaria la cual funcionará conforme a las siguientes bases generales:
a) Su constitución y funcionamiento se establecerá en los reglamentos que se indican en el artículo 85 de esta Ley;
b) La Comisión será presidida por el propio Presidente del Ayuntamiento o la persona a quien se designe para su suplencia;
c) En representación del Gobierno Municipal participarán en la Comisión Tarifaria los regidores presidentes de sus comisiones de hacienda y servicios públicos, así como el titular de la dependencia o entidad que tenga a su cargo la operación de los servicios de agua potable;

d) Para los efectos de coordinación participarán en la Comisión Tarifaria los representantes de: la Comisión Estatal del Agua, la Dependencia del Gobierno del Estado competente en materia de Finanzas y la Comisión de Hacienda del Congreso del Estado; y

e) Se integrarán por lo menos tres representantes de las instituciones o asociaciones con mayor actividad económica o social en el Municipio; y


f) La Comisión tendrá las facultades que se establecen en el artículo 63 de la presente Ley.
	Artículo 51. Para la realización de estudios financieros y formular las propuestas de cuotas y tarifas de los servicios que administren:

I. Los organismos operadores municipales o descentralizados intermunicipales deberán, constituir en su órgano de gobierno o consejo de administración, representantes de las instituciones o asociaciones con mayor participación económica y social en su circunscripción territorial;	Comment by Antonio Amador Costal Barrionuevo: LA REDACCIÓN ES CONFUSA
II. Los organismos operadores deberán constituir y promover el funcionamiento efectivo de un consejo consultivo tarifario quienes estarán integrados por el número de representantes que establezcan sus reglamentos o convenios de integración de las instituciones o asociaciones con mayor participación económica y social en su circunscripción territorial; y

III. Los Ayuntamientos que operen directamente los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales integrarán una Comisión Tarifaria la cual funcionará conforme a las siguientes bases generales:
a) Su constitución y funcionamiento se establecerá en los reglamentos que se indican en el artículo 85 de esta Ley;
b) La Comisión será presidida por el propio Presidente del Ayuntamiento o la persona a quien se designe para su suplencia;
c) En representación del Gobierno Municipal participarán en la Comisión Tarifaria los regidores presidentes de sus comisiones de agua y alcantarillado, hacienda y servicios públicos, así como el titular de la dependencia o entidad que tenga a su cargo la operación de los servicios de agua potable;

d) Para los efectos de coordinación participarán en la Comisión Tarifaria los representantes de: la Comisión Estatal del Agua, la Dependencia del Gobierno del Estado competente en materia de Finanzas y la Comisión de Hacienda del Congreso del Estado;

e) Se integrarán por lo menos tres representantes de las instituciones o asociaciones con mayor participación económica y social en el Municipio; y

f) La Comisión tendrá las facultades que se establecen en el artículo 63 de la presente Ley.


	Artículo 52. Los organismos operadores ejercerán las facultades y cumplirán las obligaciones que establezca el instrumento de su creación o concesión, además de las siguientes:
I. Planear, estudiar, proyectar, construir, aprobar, conservar, mantener, ampliar, rehabilitar, administrar y operar las obras y sistemas de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, así como su reutilización y recirculación, en los términos de las Leyes Estatales y Federales de la materia;
II. Percibir y administrar los ingresos que se deriven de la prestación de los servicios públicos a su cargo, quedando facultados para ejercer las funciones municipales que establezca el instrumento de su creación o concesión;
III. …
IV. Mejorar los sistemas de captación, conducción, tratamiento de aguas residuales, reutilización y recirculación de las aguas servidas, prevención y control de la contaminación de las aguas que se localicen dentro del municipio; vigilar todas las partes del sistema de distribución, abastecimiento y descargas para detectar cualquier irregularidad, la cual deberá ser corregida; si sus medios son insuficientes para ello, podrá solicitar el apoyo de la Comisión, la cual deberá hacerlo teniendo siempre en cuenta su suficiencia presupuestaria;
V…
VI. Proporcionar los servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales a los usuarios de lotes, fincas o predios comprendidos en los centros de población, área, zona, asentamiento rural o turístico que integren su circunscripción territorial;
VII…
VIII. Brindar al personal acreditado de la Comisión, todas las facilidades para desempeñar las actividades que tenga conferidas en la Ley y su reglamento o le sean encomendadas por la autoridad competente;
IX. Prever las necesidades a futuro, tanto de la cabecera municipal como del resto de las localidades del Municipio, agotando las posibilidades de exploración de nuevas fuentes de abastecimiento a distancias razonables, pudiendo contar con la asesoría y apoyo de la Comisión a solicitud de su órgano de gobierno o del Ayuntamiento correspondiente;
X. Realizar los estudios técnicos y financieros y las gestiones necesarias para la realización de inversiones públicas productivas del organismo operador, cuando se necesite el financiamiento, siguiendo los procedimientos establecidos en las leyes;
XI. Solicitar a las autoridades competentes la expropiación de bienes necesarios para la prestación de los servicios que les corresponden, en los términos de Ley;
XII. Promover la participación social de los usuarios y de la sociedad organizada en general, en la realización de estudios de costos, inversiones, cuotas y tarifas;
XIII. Elaborar la propuesta para establecer o revisar las cuotas o tarifas para determinar los pagos en contraprestación a sus servicios, en los términos que establece la presente Ley, para su presentación oportuna al Consejo Tarifario, Órgano de Gobierno o Comisión Tarifaria;
XIV. Enviar la propuesta de cuotas y tarifas al Consejo Tarifario o Comisión Tarifaria para su análisis y aprobación;
XV. Establecer o revisar y autorizar las cuotas y tarifas para determinar el pago que deben realizar sus usuarios, como contraprestación por los servicios que reciben, generan o demandan, cuando su consejo de administración u órgano máximo de gobierno asuma las funciones del Consejo Tarifario, si en su acuerdo o convenio de constitución así se dispone, siempre y cuando exista una participación social cuando menos igual a la representación de las autoridades municipales que participen en su integración o gestión;
XVI. Gestionar la publicación de las cuotas y tarifas correspondientes a los servicios que opere y administre, en los supuestos previstos en la fracción anterior, en el medio oficial de divulgación previsto en los ordenamientos municipales;
XVIII. Verificar e inspeccionar las tomas, mecanismos de regulación o medición, las redes o instalaciones domiciliarias o privadas en los predios o lotes, para administrar y controlar la dotación de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado o disposición final de sus aguas residuales o autorizar las solicitudes de conexión, sujetando sus actuaciones a lo dispuesto en las normas que establecen las bases generales y regulan el procedimiento administrativo;

XIX. Aplicar las cuotas y tarifas por la prestación de los servicios que corresponda, para liquidar y requerir su pago a los usuarios que reciben, generan o demandan sus servicios;

XX. Requerir a los usuarios y recibir el pago en contraprestación de los servicios que reciben, generan o demandan;

XXI. Proponer al Ayuntamiento, adecuaciones o modificaciones para reformar el reglamento que se indica en el artículo 85 de esta Ley;

XXII. Expedir su reglamento interior;

XXIII. Examinar y aprobar su presupuesto anuales de ingresos y egresos, los estados financieros, los balances y los informes generales y especiales que procedan; y
XXIV. Realizar todas las actividades y actos jurídicos encaminados directa o indirectamente al cumplimiento de sus objetivos.
	Artículo 52. …


I. a V. …

















VI. Proporcionar los servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales a los usuarios de lotes, fincas o predios comprendidos en los centros de población, área, zona, asentamiento rural o turístico que integren su circunscripción territorial;

VII. a XVIII. …







































XIX. Realizar todas las actividades y actos jurídicos encaminados directa o indirectamente al cumplimiento de sus objetivos;




XX. Proponer al Ayuntamiento, propuestas para reformar el reglamento que se indica en el artículo 85 de esta Ley; y

XXI. Expedir su reglamento interior.


	Artículo 57. El sector social y los particulares podrán participar en forma organizada, bajo el control y vigilancia de las autoridades competentes, en el  estudio, proyecto, financiamiento, construcción, ampliación, rehabilitación, mantenimiento, conservación, operación y administración de la infraestructura hidráulica del Estado, así como para administración de los sistemas y la prestación de los servicios públicos de suministro de agua potable, alcantarillado y tratamiento, incluyendo la reutilización, recirculación y disposición de aguas residuales.
	

	Artículo 60…
I a VI. …
VII. Promover el uso eficiente y sustentable del agua, y de manera particular, promover el reutilización y recirculación de las aguas servidas; y
VIII. ...
Los Consejos Locales se regirán por los lineamientos que se establezcan en el Reglamento de la Ley y por lo dispuesto en su propio reglamento de integración, estructura y funcionamiento. Para los efectos de su mejor operación, contarán con el apoyo de la Comisión y de los Municipios correspondientes.
	Artículo 60…

I. a VIII. …




Los Consejos Locales se regirán por los lineamientos que se establezcan en el Reglamento de la Ley y por lo dispuesto en su propio reglamento de integración, estructura y funcionamiento. Para los efectos de su mejor operación, contarán con el apoyo de la Comisión y de los Municipios correspondientes.

	Artículo 61. La Comisión promoverá la constitución del Consejo Estatal del Agua conformado por los representantes de cada uno de los Consejos Locales de Usuarios del Agua, la Comisión y las autoridades competentes relacionadas con el agua.


El Consejo Estatal del Agua será la instancia de coordinación para elegir la representación de los usuarios del agua ante los Consejos de Cuenca correspondientes.


El Representante de la Comisión fungirá como Secretario Técnico del Consejo Estatal del Agua. Este último se regirá por los lineamientos que se establezcan en el Reglamento de la Ley, su propio reglamento de integración, estructura y funcionamiento y contará con el apoyo de la Comisión y de las dependencias del Gobierno del Estado relacionadas con la materia.
	Artículo 61. La Comisión promoverá la constitución del Consejo Estatal del Agua conformado por los representantes de cada uno de los Consejos Locales de Usuarios del Agua, la Comisión y las autoridades competentes relacionadas con el agua.

El Consejo Estatal del Agua será la instancia de coordinación para elegir la representación de los usuarios del agua ante los Consejos de Cuenca correspondientes.


El Representante de la Comisión fungirá como Secretario Técnico del Consejo Estatal del Agua. Este último se regirá por los lineamientos que se establezcan en el Reglamento de la Ley, su propio reglamento de integración, estructura y funcionamiento y contará con el apoyo de la Comisión y de las dependencias del Gobierno del Estado relacionadas con la materia.

	Artículo 62. Los Consejos Tarifarios que se constituyan para realizar los estudios y formular las propuestas de cuotas y tarifas de los sistemas de servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales, se integrarán en forma permanente de conformidad con las siguientes disposiciones:

I. Será presidido por el Titular Administrativo del organismo operador quien tendrá derecho a voz y sólo en caso de empate, tendrá derecho a voto;
II. En los casos de organismos intermunicipales, participarán como consejeros los representantes de los Municipios que constituyan el organismo operador, los cuales serán designados por los respectivos Ayuntamientos;

III. Participarán con voz y voto, los consejeros o vocales que se especifique en el acuerdo, convenio, decreto o acto de creación que constituya el organismo operador;
IV. El número de consejeros o vocales representantes asociaciones u organismos ciudadanos con voz y voto, deberá ser cuando menos igual a la representación de entidades públicas municipales; y
V. En todos los casos los consejeros en su calidad de integrantes del Consejo Tarifario, ejercerán su representación en forma honoraria, por lo cual no percibirán sueldo o pago alguno.
	Artículo 62. Los Consejos Consultivos Tarifarios que se constituyan para realizar los estudios y formular las propuestas de cuotas y tarifas de los sistemas de servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales, se integrarán en forma permanente de conformidad con las siguientes disposiciones:
I. Será presidido por el Titular del organismo operador quien tendrá voto de calidad en caso de empate en las votaciones;

II. Participarán con voz y voto, los consejeros o vocales que se designen de las instituciones o asociaciones con mayor participación económica y social en su circunscripción territorial, así como de las asociaciones civiles de conformidad al acuerdo o convenio que constituya el organismo operador; y
III. En el caso de organismos intermunicipales, además participarán como consejeros los representantes de los Municipios que constituyan el organismo operador, los cuales serán designados por los respectivos Ayuntamientos.
Por cada consejero o vocal propietario se designará un suplente. Si alguna dependencia, organismo, asociación o institución integrante del Consejo Consultivo Tarifario no designa a sus vocales, su representación quedará vacante.

	Artículo 63. Los Consejos Tarifarios, las Comisiones Tarifarias y los Consejos de Administración u órganos máximos de gobierno de los organismos operadores, en su caso, tendrá las siguientes facultades:
I. Presentar a la Comisión Estatal del Agua sus propuestas de las formulas o algoritmos para la actualización de tarifas, atendiendo a los indicadores económicos; salarios, energía eléctrica, combustibles, lubricantes; elementos químicos y materiales en general, a efecto de coadyuvar al cumplimiento de las políticas y lineamientos establecidos en el artículo 95 de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios;


II. Diseñar o actualizar el esquema tarifario, observando en todo momento el impacto de las cuotas y tarifas en la economía de los usuarios así como en el aumento de los precios de los bienes y servicios, de conformidad con las bases generales que establece el artículo 99 de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios;

III. Coadyuvar para que las cuotas y tarifas autorizadas sean suficientes para cubrir los costos derivados de la operación, mantenimiento, sustitución, rehabilitación, mejoras y administración de los sistemas de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales;

IV. Analizar la propuesta de estructura tarifaria que formule y presente la Comisión Estatal del Agua;

V. Solicitar a la Comisión Estatal del Agua, al Ayuntamiento o al Organismo Operador la información y asesoría que requieran, para realizar el análisis o revisión de la estructura tarifaria;

VI. Aprobar el proyecto de cuotas o tarifas;

VII. Realizar la entrega o presentación del proyecto de cuotas y tarifas aprobado al Ayuntamiento o su organismo operador, a más tardar el treinta de septiembre anterior al año cuando tendrán aplicación.


VIII. Proponer políticas públicas para la mejor aplicación de las tarifas a los usuarios, de acuerdo a los consumos, características y usos de los predios;
IX. Proponer las políticas y lineamientos mediante las cuales será viable el subsidio de tarifas, cancelación de adeudos o de sus accesorios; como acciones a efecto de promover y hacer efectivo el derecho al agua potable y el saneamiento como un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos;

X. Hacer propuestas para la formulación, modificación y aprobación de los sistemas de cobranza y manejo de los fondos;
XI. Designar al consejero que desempeñará la función de secretario técnico; y
XII. Las demás que establezca la presente Ley del Agua y los reglamentos municipales.
	Artículo 63. Los Consejos Consultivos Tarifarios, las Comisiones Tarifarias y los Consejos de Administración u órganos máximos de gobierno de los organismos operadores, en su caso, tendrá las siguientes facultades:
I. Presentar a la Comisión Estatal del Agua sus propuestas de las formulas o algoritmos para la actualización de tarifas, atendiendo a los indicadores económicos; salarios, energía eléctrica, combustibles, lubricantes; elementos químicos y materiales en general, a efecto de coadyuvar al cumplimiento de las políticas y lineamientos establecidos en el artículo 95 de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios;

II. Diseñar, actualizar y proponer el esquema tarifario, observando en todo momento el impacto de las cuotas y tarifas en la economía de los usuarios así como en el aumento de los precios de los bienes y servicios, de conformidad con las bases generales que establece el artículo 99 de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y sus Municipios;
III. Coadyuvar para que las cuotas y tarifas autorizadas sean suficientes para cubrir los costos derivados de la operación, mantenimiento, sustitución, rehabilitación, mejoras y administración de los sistemas de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales;

IV. Analizar la propuesta de estructura tarifaria que formule y presente la Comisión Estatal del Agua;

V. Solicitar a la Comisión Estatal del Agua, al Ayuntamiento o al Organismo Operador la información y asesoría que requieran, para realizar el análisis o revisión de la estructura tarifaria;

VI. Aprobar el proyecto de cuotas o tarifas correspondientes a los servicios que administre el organismo operador;

VII. Realizar la entrega y presentación del proyecto de cuotas y tarifas aprobado a su Ayuntamiento respectivo, a más tardar el treinta de septiembre anterior al año cuando tendrán aplicación para que sea discutido y en su caso considerado en el proyecto de ley de ingresos correspondiente;
VIII. Proponer políticas públicas para la mejor aplicación de las tarifas a los usuarios, de acuerdo a los consumos, características y usos de los predios;
IX. Proponer las políticas y lineamientos mediante las cuales será viable el subsidio de tarifas, cancelación de adeudos o de sus accesorios; como acciones a efecto de promover y hacer efectivo el derecho al agua potable y el saneamiento como un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos;
X. Hacer propuestas para la formulación, modificación y aprobación de los sistemas de cobranza y manejo de los fondos;
XI. Designar al consejero que desempeñará la función de secretario técnico; y
XII. Las demás que establezca la presente ley y los reglamentos municipales.

	Artículo 76. …
I y II. …
III. La prestación de los servicios públicos de suministro de agua potable, alcantarillado, reutilización y tratamiento de aguas residuales;
IV. La administración, operación y mantenimiento parcial de los sistemas destinados a la prestación de los servicios públicos de agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales, así como la reutilización de éstas; y
V. …
…
	

	Artículo 77. En los contratos y concesiones celebrados con los particulares para la operación de los sistemas de agua potable, alcantarillado o saneamiento, se aplicarán las disposiciones para la elaboración de los proyectos de cuotas o tarifas y su aprobación, establecidas en el artículo 51 de esta Ley.
…
	

	TÍTULO SEXTO
De la Prestación de los Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Tratamiento y Disposición Final de las Aguas Residuales.
CAPÍTULO I
Disposiciones Generales
Artículo 83. Los servicios públicos municipales de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de las aguas residuales, comprenderán las actividades siguientes:
I a III. …
IV. La operación, vigilancia y mantenimiento de las obras, equipamiento, plantas, instalaciones y redes correspondientes a los sistemas de agua potable, alcantarillado, saneamiento y reutilización;
V. …

VI. La instalación de medidores para la cuantificación de la extracción, consumo o descarga para el mejoramiento en la prestación del servicio.

VII. La determinación, emisión y cobro de cuotas, tarifas y otras aportaciones que se causen en pago por la prestación de los servicios correspondientes; y

VIII. La imposición de sanciones por infracciones a las disposiciones de esta Ley y demás ordenamientos jurídicos aplicables, en su ámbito de competencia.


Los Municipios y organismos operadores de los servicios se encontrarán obligados a permitir a los habitantes en forma permanente, regular, continua y uniforme, el acceso al agua potable para satisfacer sus necesidades vitales y sanitarias para uso habitacional, aún en el caso de adeudos no cubiertos por servicios prestados; para dicho efecto, el Gobernador del Estado, o éste a través de la Comisión Estatal, expedirá las normas oficiales estatales que señalen las condiciones y términos técnicos y operativos que deberán observarse.
	





Artículo 83. Los servicios públicos municipales de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de las aguas residuales, comprenderán las actividades siguientes:

I. a V. …




VI. La instalación de medidores para la cuantificación de la extracción, consumo o descarga para el mejoramiento en la prestación del servicio.

VII. La determinación, emisión y cobro de cuotas, tarifas y otras aportaciones que se causen en pago por la prestación de los servicios correspondientes; y

VIII. La imposición de sanciones por infracciones a las disposiciones de esta Ley y demás ordenamientos jurídicos aplicables, en su ámbito de competencia.

Los Municipios y organismos operadores de los servicios se encontrarán obligados a permitir a los habitantes en forma permanente, regular, continua y uniforme, el acceso al agua potable para satisfacer sus necesidades vitales y sanitarias para uso habitacional, aún en el caso de adeudos no cubiertos por servicios prestados; para dicho efecto, el Gobernador del Estado, o éste a través de la Comisión Estatal, expedirá las normas oficiales estatales que señalen las condiciones y términos técnicos y operativos que deberán observarse.


	Artículo 84. El Gobernador del Estado, o éste a través de la Comisión Estatal, formulará y publicará las normas oficiales estatales en materia de infraestructura y servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento, las cuáles tendrán como objeto:

I. Garantizar a los usuarios el suministro de un servicio de calidad aceptable al costo más económico posible, a efecto de promover y hacer efectivo el derecho al agua potable y el saneamiento como un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos, mediante:

a) La distribución justa y equitativa de los beneficios y costos que generan los servicios de agua potable y saneamiento;

b) El pago justo, proporcional y equitativo de las contraprestaciones de los servicios a cargo de los usuarios que aseguren su sustentabilidad técnica y financiera; y

c) El suministro del servicio de agua potable a las personas con bajos ingresos, escasos o en condiciones vulnerables, en los volúmenes y cuotas que en forma específica se acuerde, conforme las normas que regulen la prestación de los servicios de agua potable y saneamiento;
II a V...
	Artículo 84. El Gobernador del Estado, o éste a través de la Comisión Estatal, formulará y publicará las normas oficiales estatales en materia de infraestructura y servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento, las cuales tendrán como objeto:

I. Garantizar a los usuarios el suministro de un servicio de calidad aceptable al costo más económico posible, a efecto de promover y hacer efectivo el derecho al agua potable y el saneamiento como un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos, mediante:

a) La distribución justa y equitativa de los beneficios y costos que generan los servicios de agua potable y saneamiento;

b) El pago justo, proporcional y equitativo de las contraprestaciones de los servicios a cargo de los usuarios que aseguren su sustentabilidad técnica y financiera; y

c) El suministro del servicio de agua potable a las personas con bajos ingresos o en condiciones vulnerables, en los volúmenes y cuotas que en forma específica se acuerde, conforme las normas que regulen la prestación de los servicios de agua potable y saneamiento;
II. Asegurar objetivos colectivos de salud pública y preservación del medio ambiente;
III. Asegurar la generación de información técnica y administrativa que garantice la confiabilidad en la determinación de costos de los servicios;
IV. Dimensionar y limitar la participación de los sectores, garantizando igualdad de condiciones para organismos operadores públicos y privados, estableciendo bases claras y orientando las resoluciones hacia soluciones de largo plazo que beneficien a los usuarios; y
V. Para el riego de áreas verdes públicas.

	Artículo 85. Los Ayuntamientos expedirán los reglamentos relativos a la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales, observando las disposiciones definidas por las leyes federales y las bases generales que se establecen en el presente Título, la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal y la Ley de Hacienda del Estado de Jalisco. Los reglamentos municipales establecerán:

I. Las normas que regulen la prestación de los servicios conforme a las características específicas de los elementos técnicos, administrativos y demanda de servicios en sus áreas de operación;

II. Su fundamento jurídico;

III. El objeto y fines de los servicios públicos que regula;

IV. Las atribuciones de las autoridades y dependencias municipales en relación con los servicios públicos del agua;

V. En su caso, las normas orgánicas para la integración de sus organismos públicos operadores;

VI. Las disposiciones en materia tarifaria, que regulen la integración y funcionamiento de:
a) El Consejo Tarifario y los consejos de administración u órganos máximos de gobierno de los organismos operadores; o
b) La Comisión Tarifaria;

VII. Los derechos y obligaciones del prestador de servicios y de los usuarios, que formarán parte de los modelos de contratos entre ambas partes;

VIII. Los mecanismos para la aplicación de las cuotas y tarifas que se cobren por concepto de la prestación de los servicios establecidos en la presente ley;

IX. Los mecanismos para su cobro;

X. Las faltas, infracciones y sanciones que se pueda incurrir y deban sancionarse, en la prestación de los servicios públicos que regula; y
XI. Su vigencia.
	Artículo 85. Los Ayuntamientos expedirán los reglamentos relativos a la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales, observando las disposiciones definidas por las leyes federales y las bases generales que se establecen en el presente Título, la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal y la Ley de Hacienda del Estado de Jalisco. 
Los reglamentos municipales establecerán:
I. Las normas que regulen la prestación de los servicios conforme a las características específicas de los elementos técnicos, administrativos y demanda de servicios en sus áreas de operación;

II. Su fundamento jurídico;

III. El objeto y fines de los servicios públicos que regula;

IV. Las atribuciones de las autoridades municipales en relación con los servicios públicos del agua;

V. En su caso, las normas orgánicas para la integración de sus organismos públicos operadores;

VI. Las disposiciones que en su caso, regulen la integración y funcionamiento del Consejo Consultivo Tarifario o la Comisión Tarifaria o los consejos de administración u órganos máximos de gobierno de los organismos operadores;


VII. Los derechos y obligaciones del prestador de servicios y de los usuarios, que formarán parte de los modelos de contratos entre ambas partes;

VIII. Los mecanismos para la aplicación de las cuotas y tarifas que se cobren por concepto de la prestación de los servicios establecidos en la presente ley;

IX. Los mecanismos para su cobro;

X. Las faltas, infracciones y sanciones que se pueda incurrir y deban sancionarse, en la prestación de los servicios públicos que regula; y
XI. Su vigencia.

	Artículo 94. El sistema de cuotas y tarifas por los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de las aguas residuales deberá propiciar:
I y II…



III. El acceso de la población de bajos ingresos a los servicios públicos de agua potable y saneamiento como un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos, considerando su capacidad de pago;

IV y V…


En el diseño del esquema tarifario, se observará el impacto de las cuotas y tarifas en la economía de los usuarios así como en el aumento de los precios de los bienes y servicios.
	Artículo 94. El sistema de cuotas y tarifas por los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de las aguas residuales deberá propiciar:
I. La sostenibilidad de los servicios públicos;
II. La adecuación de la demanda de los servicios a los requerimientos suficientes para satisfacer las necesidades vitales y sanitarias;

III. El acceso de la población de bajos ingresos a los servicios públicos de agua potable y saneamiento como un derecho humano esencial, considerando su capacidad de pago;

IV. Una mayor capacidad de los municipios para la prestación de los servicios públicos y el crecimiento de la oferta; y
V. La orientación y planeación del desarrollo urbano e industrial.


En el diseño del esquema tarifario, se observará el impacto de las cuotas y tarifas en la economía de los usuarios así como en el aumento de los precios de los bienes y servicios.

	Artículo 95…
…









En el caso de desarrollos de vivienda, fraccionamientos, parques industriales, centros comerciales, centros educacionales o turísticos y quienes comercialicen desarrollos inmobiliarios, deberán financiar y construir la red o instalación domiciliaria o privada para la prestación de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales, así como el costo marginal de la infraestructura general correspondiente.


Las inversiones de conservación, mejoramiento o crecimiento de la infraestructura y equipamiento hidráulicos serán recuperables a través de contribuciones de mejoras u otro mecanismo que establezca la Ley, con base en los beneficios específicos que generan a los titulares de los predios y fincas, al proveer o incrementar los servicios públicos necesarios para su utilización.
	Artículo 95. Las tarifas autorizadas deberán ser suficientes para cubrir los costos derivados de la operación, mantenimiento, sustitución, rehabilitación, mejoras y administración de los sistemas de agua potable, alcantarillado y saneamiento, las cuotas por derechos federales y garantizar la continuidad de los servicios a los usuarios.

La introducción de servicios o ampliación de la infraestructura existente, la amortización de las inversiones, así como los gastos financieros de los pasivos correspondientes, se financiarán con recursos de los presupuestos públicos.

En el caso de desarrollos de vivienda, fraccionamientos, parques industriales, centros comerciales, centros educacionales o turísticos y quienes comercialicen desarrollos inmobiliarios, deberán financiar y construir la red o instalación domiciliaria o privada para la prestación de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales, así como el costo marginal de la infraestructura general correspondiente.

Las inversiones de conservación, mejoramiento o crecimiento de la infraestructura y equipamiento hidráulicos serán recuperables a través de contribuciones de mejoras u otro mecanismo que establezca la Ley, con base en los beneficios específicos que generan a los titulares de los predios y fincas, al proveer o incrementar los servicios públicos necesarios para su utilización.


	Artículo 96. El servicio de agua potable en el Estado será medido y los volúmenes de consumo, cuotas y cargos, se determinarán de conformidad las siguientes disposiciones:

I. Será obligatoria la instalación de aparatos medidores para la cuantificación del consumo para todos los usuarios, incluyendo los servicios a los bienes del dominio público, los cuales estarán regulados en los reglamentos municipales y en el Reglamento de esta Ley;


II. Los condominios, de acuerdo con las características técnicas de sus redes o instalaciones, instalarán:

a) Aparatos de macromedición para la cuantificación del consumo total; en este caso para establecer la cuota correspondiente al rango de consumo, de dividirá el volumen total entre el número usuarios o áreas privativas; o

b) Aparatos medidores para cuantificar el consumo por cada área común o privativa, los cuales deberán ser accesibles para realizar su verificación o lectura directa o remota del volumen de agua recibido y sus usos específicos; y

c) De acuerdo al diseño de la red o instalación domiciliaria o privada se establecerá el uso específico para aplicar la cuota o tarifa correspondiente;

III. En los lugares donde no haya medidores o mientras estos no se instalen, los pagos serán de conformidad con las cuotas y tarifas autorizadas, las cuales cumplirán con lo establecido en el artículo anterior; y

IV. Cuando no sea posible efectuar la medición de consumo de agua por falta del medidor o por la destrucción total o parcial del mismo no imputables al Ayuntamiento o al organismo operador, los cargos se determinarán con base en los elementos objetivos de que se disponga con relación al volumen estimado presuntivamente, aplicando la cuota o tarifa que corresponda. En cualquier otro caso diverso de los señalados en esta fracción, no podrán imponerse cargos presuntivos al usuario y sólo podrá comenzarse a medir el consumo a partir del momento cuando se realice la instalación de un nuevo aparato de medición.
	Artículo 96. El servicio de agua potable en el Estado será medido y los volúmenes de consumo, cuotas y cargos, se determinarán de conformidad las siguientes disposiciones:

I. Será obligatoria la instalación de aparatos medidores para la cuantificación del consumo para todos los usuarios, incluyendo los servicios a los bienes del dominio público, los cuales estarán regulados en los reglamentos municipales y en el Reglamento de esta Ley;

II. Los condominios, de acuerdo con las características técnicas de sus redes o instalaciones, instalarán:

a) Aparatos de macromedición para la cuantificación del consumo total; en este caso para establecer la cuota correspondiente al rango de consumo, de dividirá el volumen total entre el número usuarios o áreas privativas; o

b) Aparatos medidores para cuantificar el consumo por cada área común o privativa, los cuales deberán ser accesibles para realizar su verificación o lectura directa o remota del volumen de agua recibido y sus usos específicos; y

c) De acuerdo al diseño de la red o instalación domiciliaria o privada se establecerá el uso específico para aplicar la cuota o tarifa correspondiente;

III. En los lugares donde no haya medidores o mientras estos no se instalen, los pagos serán de conformidad con las cuotas y tarifas autorizadas, las cuales cumplirán con lo establecido en el artículo anterior; y

IV. Cuando no sea posible efectuar la medición de consumo de agua por falta del medidor o por la destrucción total o parcial del mismo no imputables al Ayuntamiento o al organismo operador, los cargos se determinarán con base en los elementos objetivos de que se disponga con relación al volumen estimado presuntivamente, aplicando la cuota o tarifa que corresponda. En cualquier otro caso diverso de los señalados en esta fracción, no podrán imponerse cargos presuntivos al usuario y sólo podrá comenzarse a medir el consumo a partir del momento cuando se realice la instalación de un nuevo aparato de medición.


	Artículo 97. Las cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de las aguas residuales comprenderán:

I. Expedición de certificados de factibilidad;	Comment by Antonio Amador Costal Barrionuevo: LO EXCLUYERON

II. La incorporación al sistema;	Comment by Antonio Amador Costal Barrionuevo: LO EXCLUYERON

III. El incremento en la demanda de servicios;	Comment by Antonio Amador Costal Barrionuevo: LO EXCLUYERON


IV. La instalación de tomas domiciliarias;





V. Instalación de toma o descarga provisional;	Comment by Antonio Amador Costal Barrionuevo: LO EXCLUYERON





VI. Ampliación de diámetro de tomas de agua potable o descargas de aguas residuales;

VII. Reposición de tomas de agua potable o descargas de aguas residuales;

VIII. Conexión del servicio de agua;

IX. Conexión al alcantarillado y tratamiento de aguas residuales provenientes de uso habitacional;

X. Conexión al alcantarillado, y tratamiento de aguas residuales provenientes de actividades productivas, cuando la descarga se realice por debajo de las concentraciones permisibles conforme a las normas oficiales mexicanas en materia ecológica y las condiciones particulares de descarga vigentes, en los términos de la legislación aplicable;

XI. Conexión al alcantarillado, y tratamiento de aguas residuales provenientes de actividades productivas, cuando la descarga se realice por arriba de las concentraciones permisibles conforme a las normas oficiales mexicanas en la materia y las condiciones particulares de descarga vigentes, en su caso, en los términos de la legislación aplicable;
XII. Suspensión o reconexión de cualquiera de los servicios;

XIII. Instalación de medidor;

XIV. Uso habitacional;


XV. Uso comercial;

XVI. Uso industrial;


XVII. Uso de servicios en instituciones públicas;

XVIII. Uso en servicios de hotelería;


XIX. Servicios de alcantarillado de aguas pluviales;
XX. Servicios de alcantarillado para uso habitacional;
XXI. Servicios de tratamiento de aguas residuales provenientes de uso habitacional;
XXII. Servicios alcantarillado para los usos no habitacionales;
XXIII. Servicios de tratamiento de aguas residuales provenientes de usos no habitacionales;
XXIV. Servicio de limpieza de fosas y extracción de sólidos o desechos químicos;
XXV. Servicio de abastecimiento de aguas tratadas o crudas; y
XXVI. Los demás que se establezcan en los reglamentos municipales, incluyendo usos específicos y con características propias en la región o municipio, las leyes de ingresos respectivas y en los convenios que se celebren entre los tres órdenes de gobierno.
	Artículo 97. Las cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de las aguas residuales comprenderán:

I. La instalación de tomas domiciliarias;

II. Conexión del servicio de agua;

III. Conexión al alcantarillado y tratamiento de aguas residuales provenientes de uso habitacional;

IV. Conexión al alcantarillado, y tratamiento de aguas residuales provenientes de actividades productivas, cuando la descarga se realice por debajo de las concentraciones permisibles conforme a las normas oficiales mexicanas en materia ecológica y las condiciones particulares de descarga vigentes, en los términos de la legislación aplicable;

V. Conexión al alcantarillado, y tratamiento de aguas residuales provenientes de actividades productivas, cuando la descarga se realice por arriba de las concentraciones permisibles conforme a las normas oficiales mexicanas en la materia y las condiciones particulares de descarga vigentes, en su caso, en los términos de la legislación aplicable;

VI. Instalación de medidor;

VII. Uso habitacional;


VIII. Uso comercial;

IX. Uso industrial;


X. Uso de servicios en instituciones públicas;




XI. Uso en servicios de hotelería;




XII. Servicios de alcantarillado de aguas pluviales;

XIII. Servicios de alcantarillado para uso habitacional;

XIV. Servicios de tratamiento de aguas residuales provenientes de uso habitacional;

XV. Servicios alcantarillado para los usos no habitacionales;

XVI. Servicios de tratamiento de aguas residuales provenientes de usos no habitacionales;

XVII. Servicio de abastecimiento de aguas tratadas o crudas; y

XVIII. Los demás que se establezcan en los reglamentos municipales, incluyendo usos específicos y con características propias en la región o municipio, las leyes de ingresos respectivas y en los convenios que se celebren entre los tres órdenes de gobierno.


	Artículo 98. El procedimiento para la determinación o actualización de las cuotas y tarifas se integrará con:

I. La formulación y propuesta de la estructura tarifaria que estará a cargo de la Comisión Estatal del Agua, con el objeto de establecer la metodología y aportar los estudios técnicos, económicos y sociales, para la debida motivación de su autorización, así como asegurar su congruencia y coordinación con la normas federales y estatales aplicables;

II. La aprobación del proyecto de cuotas o tarifas con base en la propuesta de la estructura tarifaria, que tiene por objeto promover y asegurar la participación social y verificar la motivación necesaria para su autorización, la cual corresponderá:
a) Al Consejo Tarifario;
b) Al órgano de gobierno o consejo de administración del organismo operador, en los casos previstos en el inciso “b” de la fracción I del artículo 51 de esta Ley; o
c) A la Comisión Tarifaria, cuando el Ayuntamiento administre en forma directa los servicios, a través de la dependencia o instancia que determine su reglamento orgánico o mediante su concesión a otras entidades;

III. La autorización de las cuotas y tarifas de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición final de las aguas residuales y otras prestaciones que no constituyen actos generadores de créditos fiscales y su pago no tiene el carácter de contribución, corresponderá en su caso:
a) Al Consejo Tarifario;
b) Al órgano de gobierno o consejo de administración del organismo operador, en los casos previstos en el inciso “b” de la fracción I del artículo 51 de esta Ley; o
c) A la Comisión Tarifaria, cuando el Ayuntamiento administre en forma directa los servicios, a través de la dependencia o instancia que determine su reglamento orgánico o mediante su concesión a otras entidades;
IV. La autorización de las cuotas y tarifas de los servicios que son actos generadores de créditos fiscales y su pago se determina como derechos o contribuciones de mejoras, mediante la iniciativa que apruebe el Ayuntamiento y el decreto que expida el Congreso del Estado; y

V. La publicación de las cuotas o tarifas.
	Artículo 98. El procedimiento para la determinación o actualización de las cuotas y tarifas se integrará con:

I. La formulación y aprobación de la propuesta de la estructura tarifaria que tiene por objeto promover y asegurar la participación social, verificando la motivación necesaria para su estudio, la cual corresponderá:





a) Al Consejo Consultivo Tarifario, en los organismos operadores;

b) Al órgano de gobierno o consejo de administración del organismo operador metropolitano; o

c) A la Comisión Tarifaria, cuando el Ayuntamiento administre en forma directa los servicios, a través de la dependencia o instancia que determine su reglamento orgánico;

III. LA AUTORIZACIÓN DE LAS CUOTAS Y TARIFAS DE LOS SERVICIOS, MEDIANTE LA INICIATIVA DE LEY DE INGRESO QUE ESTUDIE Y APRUEBE EL AYUNTAMIENTO Y EL DECRETO QUE EXPIDA EL CONGRESO DEL ESTADO; Y














IV. La publicación de las cuotas o tarifas.


	Artículo 99. Para la determinación y actualización de las cuotas y tarifas, la Comisión Estatal del Agua propondrá estructuras tarifarias tanto a los gobiernos municipales que administren el servicio de agua directamente, como a los organismos operadores de los gobiernos municipales, las cuales deberán responder al contenido previsto en esta Ley y garantizar la suficiencia económica de los organismos y del servicio público, así como el cumplimiento de las contribuciones federales y estatales. Las estructuras de las tarifas de los servicios establecerán cuando menos:

I a IV…


















V. Las cuotas diferenciales por rangos de consumo que estimulen el uso eficiente del agua, su tratamiento y reutilización;

VI. Los elementos anteriores se integrarán en el algoritmo o fórmula para cuantificar:

a) El volumen de servicios demandados por la población;

b) La estimación de los costos fijos de operación y mantenimiento;

c) Estimación de los costos variables de operación;

d) El componente en los costos y factor de incremento de sueldos, energía eléctrica, combustibles y otros insumos;

e) La depreciación de activos; y

f) La amortización de créditos y fondo de inversión para la ampliación y mejoramiento de los servicios;

VII. Para cualquier modificación de las cuotas o tarifas se deberá elaborar un estudio que la justifique y evaluar las circunstancias económicas específicas de la comunidad, tomando en cuenta además los factores mencionados en este artículo; y

VIII. La modificación de las tarifas del uso habitacional en las cuotas correspondientes a los rangos de servicios que correspondan a personas o grupos con menores ingresos, no deberán superar los incrementos que corresponda al salario mínimo.

La propuesta de estructura tarifaria deberá remitirse a los municipios y a los organismos operadores, antes del día treinta y uno de mayo del año anterior al del ejercicio fiscal para el cual se proponen. Las estructuras tarifarias propuestas no serán vinculatorias para su autorización.
	Artículo 99. Para la determinación y actualización de las cuotas y tarifas, la Comisión Estatal del Agua propondrá estructuras tarifarias tanto a los gobiernos municipales que administren el servicio de agua directamente, como a los organismos operadores de los gobiernos municipales, las cuales deberán responder al contenido previsto en esta Ley y garantizar la suficiencia económica de los organismos y del servicio público, así como el cumplimiento de las contribuciones federales y estatales. Las estructuras de las tarifas de los servicios establecerán cuando menos:

I. Los lineamientos para determinar los precios mínimos y máximos del uso doméstico, la definición del precio para la población de menos recursos o de consumos mínimos y el incremento proporcional del mismo para promover el uso eficiente del agua, a quienes usen más de la dotación mínima requerida, con los precios necesarios para garantizar la sustentabilidad del servicio que se recibe por uso y volumen requerido;

II. Los mecanismos para la determinación de costos y tarifas en atención a eficiencias según el tipo de población, sistema y municipio, a fin de estandarizar las estructuras tarifarias con eficiencias gradualmente mayores y accesibles a los municipios del Estado;

III. Los mecanismos para la determinación del costo marginal de aprovechamiento de la infraestructura para los incrementos de la demanda o la conexión de nueva demanda de los servicios; y

IV. Los mecanismos para su actualización conforme a las variaciones de la inflación o del costo del dinero, conforme sea aplicable.

V. Las cuotas diferenciales por rangos de consumo que estimulen el uso eficiente del agua, su tratamiento y reuso;

VI. Los elementos anteriores se integrarán en el algoritmo o fórmula para cuantificar:

a) El volumen de servicios demandados por la población;

b) La estimación de los costos fijos de operación y mantenimiento;

c) Estimación de los costos variables de operación;

d) El componente en los costos y factor de incremento de sueldos, energía eléctrica, combustibles y otros insumos;

e) La depreciación de activos; y

f) La amortización de créditos y fondo de inversión para la ampliación y mejoramiento de los servicios;

VII. Para cualquier modificación de las cuotas o tarifas se deberá elaborar un estudio que la justifique y evaluar las circunstancias económicas específicas de la comunidad, tomando en cuenta además los factores mencionados en este artículo; y

VIII. La modificación de las tarifas del uso habitacional en las cuotas correspondientes a los rangos de servicios que correspondan a personas o grupos con menores ingresos, no deberán superar los incrementos que corresponda al salario mínimo.

La propuesta de estructura tarifaria deberá remitirse a los municipios y a los organismos operadores, antes del día treinta y uno de mayo del año anterior al del ejercicio fiscal para el cual se proponen. Las estructuras tarifarias propuestas no serán vinculatorias para su autorización.


	Artículo 100. Las cuotas y tarifas se revisarán y autorizarán de conformidad con las disposiciones siguientes:

I. Se presentará la propuesta de estructura tarifaria para su revisión y aprobación del proyecto de cuotas y tarifas al órgano de gobierno, consejo o comisión que corresponda, como se dispone en el artículo 63 de la presente ley;









II. En el proceso de revisión de la estructura tarifaria, tanto las dependencias operadoras municipales, como los organismos operadores, podrán solicitar la información que requieran a la Comisión Estatal del Agua y aportarla a la instancia responsable de aprobar el proyecto de cuotas y tarifas;

III. Con base en la estructura tarifaria, la información que aporte la Comisión y la información generada en los ejercicios anuales, se revisará sus costos, su motivación legal y aprobará el proyecto de cuotas o tarifas;

IV. El proyecto de cuotas y tarifas aprobado deberá entregarse al Ayuntamiento o su organismo operador, a más tardar el treinta de septiembre anterior al año cuando tendrán aplicación;

V. El órgano de gobierno del organismo operador, procederán a analizar el proyecto de cuotas y tarifas de los servicios que no constituyen actos generadores de créditos fiscales y su pago no tiene el carácter de contribución, para su autorización por mayoría absoluta de votos de sus integrantes y publicación;

VI. Las cuotas y tarifas aprobadas conforme el procedimiento que se establece en las fracciones antecedentes, para su vigencia deberán ser publicadas en el órgano de difusión oficial del Municipio o en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”;
VIII. En su caso, el órgano de gobierno del organismo operador, procederán a analizar el proyecto de cuotas y tarifas de los servicios que son actos generadores de créditos fiscales y su pago se determina como contribuciones; y si lo considera justificado, por mayoría absoluta de votos de sus integrantes, lo aprobará y enviará al Ayuntamiento para que proceda en los términos del artículo 101 siguiente; y
VIII. En tanto no se modifiquen las cuotas o tarifas y se realice su publicación, conservarán su vigencia sus antecedentes.
	Artículo 100. Las cuotas y tarifas se revisarán y autorizarán de conformidad con las disposiciones siguientes:

I. Se presentará la propuesta de estructura tarifaria para su revisión y aprobación del proyecto de cuotas y tarifas:

a) Al Consejo Consultivo Tarifario, en los organismos operadores intermunicipales;

b) Al órgano de gobierno o consejo de administración del organismo operador; o

c) A la Comisión Tarifaria, cuando el Ayuntamiento administre en forma directa los servicios, a través de la dependencia que determine su reglamento orgánico;

II. En el proceso de revisión de la estructura tarifaria, tanto las dependencias operadoras municipales, como los organismos operadores, podrán solicitar la información que requieran a la Comisión Estatal del Agua y aportarla a la instancia responsable de aprobar el proyecto de cuotas y tarifas;

III. Con base en la estructura tarifaria, la información que aporte la Comisión y la información generada en los ejercicios anuales, se revisará sus costos, su motivación legal y aprobará el proyecto de cuotas o tarifas;

IV. El proyecto de cuotas y tarifas aprobado deberá entregarse al respectivo Ayuntamiento, a más tardar el treinta y uno de Julio anterior al año de aplicación;

V. EN CASO DE QUE LAS CUOTAS Y TARIFAS NO CUMPLAN CON LO ESTABLECIDO POR EL ARTÍCULO ANTERIOR DE ESTA LEY, SE DEBERÁ GARANTIZAR LA SUFICIENCIA DE LOS PRESUPUESTOS PÚBLICOS NECESARIOS PARA ASEGURAR LA SUSTENTABILIDAD DE LOS SERVICIOS EN BENEFICIO DE LA POBLACIÓN, MEDIANTE LA APORTACIÓN DE RECURSOS POR EL ESTADO O EL MUNICIPIO; Y

VI. En tanto no se modifiquen las cuotas o tarifas y se realice su publicación, conservarán su vigencia sus antecedentes.	Comment by Antonio Amador Costal Barrionuevo: MAL REDACTADO, ES CONFUSO


	Artículo 101. Para aprobar la propuesta de cuotas o tarifas correspondientes a los servicios que son actos generadores de créditos fiscales y su pago se determina como contribuciones de conformidad con la Ley de Hacienda Municipal, el Ayuntamiento:
I. Analizarán el proyecto de cuotas y tarifas y cuando lo consideren justificado;
II. Aprobará su integración a la iniciativa de Ley de ingresos o decreto específico, el cual se enviará al Congreso del Estado para su aprobación en los términos de las leyes de la materia.
	

	Artículo 102. …
I a XII. …
XIII. Impedir la participación de los usuarios de aguas de jurisdicción estatal, así como de los usuarios de los servicios públicos de suministro de agua potable, alcantarillado, tratamiento y reutilización de aguas residuales para los fines establecidos en el artículo 11 de esta Ley;
XII a XXI. …
	

	
	





	LEY DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE JALISCO

	PROPUESTA SIAPA, ASESORES DE LAS FRACCIONES DEL PRI Y PAN, SECRETARÍA GRAL. DE GOB. Y CEA
	PROPUESTA DE LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES

	Artículo 1.‑ Los Municipios del Estado de Jalisco, para cubrir los gastos de su gobierno y los servicios que administren, percibirá en cada ejercicio fiscal los ingresos derivados de los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos, aprovechamientos y participaciones que se establezcan en las leyes y convenios de coordinación subscritos, o que se subscriban, para tales efectos.
	Artículo 1. Los municipios del Estado de Jalisco, para cubrir los gastos de su gobierno y los servicios que administren, percibirá en cada ejercicio fiscal los ingresos derivados de los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos, aprovechamientos y participaciones que se establezcan en las leyes y convenios de coordinación subscritos, o que se subscriban, para tales efectos.

	Artículo 2.‑ Para los efectos de esta ley se denominan contribuyentes, de impuestos, contribuciones de mejoras y derechos, a las personas físicas, morales y unidades económicas, cuyas actividades coincidan con alguna de las situaciones jurídicas previstas en la misma.
	Artículo 2. Para los efectos de esta ley se denominan contribuyentes, de impuestos, contribuciones de mejoras y derechos, a las personas físicas, morales y unidades económicas, cuyas actividades coincidan con alguna de las situaciones jurídicas previstas en la misma.

	Artículo 3.‑ Son impuestos, las contribuciones establecidas en ley que deben pagar las personas físicas y morales que se encuentran en la situación jurídica o de hecho prevista por la misma y que sean distintas de las señaladas en los artículos 4, 5 y 6 de esta Ley.
	Artículo 3. Son impuestos, las contribuciones establecidas en ley que deben pagar las personas físicas y morales que se encuentran en la situación jurídica o de hecho prevista por la misma y que sean distintas de las señaladas en los artículos 4, 5 y 6 de esta Ley.

	Artículo 4.‑ Son contribuciones de mejoras las prestaciones que fije la ley a quienes, independientemente de la utilidad general, obtienen beneficios específicos derivados de acciones de conservación, mejoramiento o crecimiento, la utilización del suelo o la ejecución de una obra o de un servicio público.
	Artículo 4. Son contribuciones de mejoras las prestaciones que fije la ley a quienes, independientemente de la utilidad general, obtienen beneficios específicos derivados de acciones de conservación, mejoramiento o crecimiento, la utilización del suelo o la ejecución de una obra o de un servicio público.

	Artículo 5.‑ Son derechos, las contribuciones establecidas en la ley, por:


I. El uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público del Municipio; y

II. Recibir los servicios que presta el Municipio en sus funciones de derecho público que impliquen una relación de supra a subordinación, por existir una obligación establecida por la ley a cargo del contribuyente, la cual debe asumir el Gobierno Municipal en forma directa o a través de un órgano desconcentrado u organismo descentralizado operador.
	Artículo 5. Son derechos, las contribuciones establecidas en la ley, por:

I. El uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público del Municipio; y

II. Recibir los servicios que presta el Municipio en sus funciones de derecho público, por existir una obligación establecida por la Ley a cargo del contribuyente, la cual debe asumir el Ayuntamiento en forma directa o a través de un órgano desconcentrado u organismo descentralizado operador.

	Artículo 6.‑ Son aprovechamientos, los recargos, las multas y los demás ingresos que perciban los Municipios por sus funciones de derecho público.
	OMITEN POR COMPLETO

	Artículo 7.‑ Son productos las contraprestaciones por:
I. Recibir, generar o incrementar la demanda de servicios que presta el Municipio en una relación de coordinación con sus usuarios, en forma directa o a través de un órgano desconcentrado, organismos descentralizados operadores o concesionarios, mediante la celebración de un contrato administrativo de adhesión, en el cual se estipulan las obligaciones y contraprestaciones entre las partes, donde el prestador de servicios y el beneficiario adquieren derechos y obligaciones recíprocos, bajo condiciones que fija el proveedor conforme las disposiciones de las leyes y reglamentos que los regulan;
II. Las actividades que no correspondan a sus funciones propias de derecho público; y
III. La explotación o venta de sus bienes patrimoniales, de dominio privado.
	OMITEN POR COMPLETO

	Artículo 9.- Además de los ingresos que forman parte de la Hacienda Municipal, los Municipios percibirán:
I. Las aportaciones y donaciones federales para fines específicos que a través de los diferentes fondos establezcan el Presupuesto de Egresos de la Federación, la Ley de Coordinación Fiscal y los convenios respectivos;
II. Las aportaciones estatales y de organismos públicos para fines específicos que establezcan sus respectivos presupuestos de egresos y los convenios respectivos;
III. Los productos o aportaciones derivadas de convenios de cooperación o colaboración, para la ejecución de obras públicas o la prestación de servicios; y
IV. Las aportaciones o donaciones que perciba el Municipio de particulares destinados para fines específicos.
Las aportaciones para fines específicos y sus accesorios deberán destinarse a las acciones que motivaron su entrega y no podrán aplicarse para cubrir erogaciones con fines distintos a los que señalan sus objetivos. Estas aportaciones no serán embargables, ni los Ayuntamientos podrán, bajo ninguna circunstancia, gravarlos o afectarlos en garantía, para fines distintos a su objeto.
Los recursos que se perciban por estos conceptos no forman parte de la Hacienda Municipal y para su recepción, aplicación y control deberán asignarse en cuentas en administración, las cuales podrán ser auditadas en las cuentas públicas correspondientes.
Todo ingreso que perciba el Municipio deberá integrarse al acervo común de la Hacienda Municipal. Sólo se destinarán a objetivos determinados las contribuciones de mejoras y las aportaciones o donaciones que se indican en las fracciones III y IV del presente artículo.
	Artículo 9. Además de los ingresos que forman parte de la Hacienda Municipal, los municipios percibirán:
I. Las aportaciones y donaciones federales para fines específicos que a través de los diferentes fondos establezcan el Presupuesto de Egresos de la Federación, la Ley de Coordinación Fiscal y los convenios respectivos;
II. Las aportaciones estatales y de organismos públicos para fines específicos que establezcan sus respectivos presupuestos de egresos y los convenios respectivos;
III. Las aportaciones derivadas de convenios de cooperación o colaboración, para la ejecución de obras públicas o la prestación de servicios; y
IV. Las aportaciones o donaciones que perciba el municipio de particulares destinados para fines específicos.
Las aportaciones para fines específicos y sus accesorios deberán destinarse a las acciones que motivaron su entrega y no podrán aplicarse para cubrir erogaciones con fines distintos a los que señalan sus objetivos. Estas aportaciones no serán embargables, ni los Ayuntamientos podrán, bajo ninguna circunstancia, gravarlos o afectarlos en garantía, para fines distintos a su objeto.
Los recursos que se perciban por estos conceptos no forman parte de la hacienda municipal y para su recepción, aplicación y control deberán asignarse en cuentas en administración, las cuales podrán ser auditadas en las cuentas públicas correspondientes.
Todo ingreso que perciba el Municipio deberá integrarse al acervo común de la Hacienda Municipal. Sólo se destinarán a objetivos determinados las contribuciones de mejoras y las aportaciones o donaciones que se indican en las fracciones III y IV del presente artículo.

	Artículo 11.‑ Será facultad de los Ayuntamientos, el cobro de sus impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos; en todo caso podrán:
I. Convenir con el Estado, para que éste ejerza tal facultad;
II. Autorizar o habilitar a sus órganos desconcentrados u organismos descentralizados operadores, el cobro de los derechos, productos, aprovechamientos y contribuciones de mejoras que deben pagar los usuarios por los servicios que administren; y
III. Con la finalidad de facilitar el pago de contribuciones o productos, convenir con las sociedades o asociaciones privadas que de conformidad con sus actividades bancarias, comerciales o sociales, tengan la capacidad y solvencia para su recepción.
	Artículo 11. Será facultad de los ayuntamientos, el cobro de sus impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos; pudiendo en todo caso:
I. Convenir con el Estado, para que éste ejerza tal facultad;
II. Autorizar o habilitar a sus órganos desconcentrados u organismos descentralizados operadores, el cobro de los derechos, productos y aprovechamientos que deben pagar los usuarios por los servicios que administren; y
III. Con la finalidad de facilitar el pago de contribuciones o productos, convenir con las sociedades o asociaciones privadas que de conformidad con sus actividades bancarias, comerciales o sociales, tengan la capacidad y solvencia para su recepción, comprobación y entrega.

	Artículo 18.‑ Para determinar la preferencia respecto de los créditos fiscales, en casos diversos de los previstos en el artículo anterior, se estará a lo siguiente:
I. Los créditos provenientes de impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos o aprovechamientos son preferentes a cualquier otro, con excepción de los créditos con garantía hipotecaria o prendaria, de alimentos, de salarios o sueldos devengados en el último año o de indemnizaciones a los obreros, de acuerdo con la Ley Federal del Trabajo.
II. Para que sea aplicable la excepción a que se refiere la fracción anterior, será requisito indispensable que las garantías hipotecarias y, en su caso, las prendarias, se encuentren debidamente inscritas en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio y, respecto de los créditos por alimentos, que se haya presentado la demanda ante las autoridades competentes, antes de que se hubiese notificado al deudor del crédito fiscal; y
III. Que la vigencia y exigibilidad por cantidad líquida del derecho del crédito cuya preferencia se invoque, se compruebe en forma fehaciente al hacerse valer la reclamación de preferencia.
	Artículo 18. Para determinar la preferencia respecto de los créditos fiscales, en casos diversos de los previstos en el artículo anterior, se estará a lo siguiente:
I. Los créditos provenientes de impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos o aprovechamientos son preferentes a cualquier otro, con excepción de los créditos con garantía hipotecaria o prendaria, de alimentos, de salarios o sueldos devengados en el último año o de indemnizaciones a los obreros, de acuerdo con la Ley Federal del Trabajo.
II. Para que sea aplicable la excepción a que se refiere la fracción anterior, será requisito indispensable que las garantías hipotecarias y, en su caso, las prendarias, se encuentren debidamente inscritas en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio y, respecto de los créditos por alimentos, que se haya presentado la demanda ante las autoridades competentes, antes de que se hubiese notificado al deudor del crédito fiscal; y
III. Que la vigencia y exigibilidad por cantidad líquida del derecho del crédito cuya preferencia se invoque, se compruebe en forma fehaciente al hacerse valer la reclamación de preferencia.

	Artículo 19.‑ Los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, aprovechamientos, participaciones y aportaciones federales para fines específicos que deba percibir el Municipio, los organismos descentralizados operadores de servicios públicos o sus concesionarios, se regularán por esta ley, por las leyes de ingresos o las leyes y reglamentos respectivos. En todo lo no previsto por esos ordenamientos, se atenderá, en lo conducente las leyes fiscales o administrativas, estatales y federales, la jurisprudencia y el derecho común.
Los productos se regularán por las disposiciones legales indicadas en el párrafo anterior o por lo que, en su caso, prevengan los contratos o concesiones respectivas.
	Artículo 19. Los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, aprovechamientos, participaciones y aportaciones federales para fines específicos que deba percibir el Municipio, los organismos descentralizados operadores de servicios públicos o sus concesionarios, se regularán por esta ley, por las leyes de ingresos o las leyes y reglamentos respectivos. En todo lo no previsto por esos ordenamientos, se atenderá, en lo conducente las leyes fiscales o administrativas, estatales y federales, la jurisprudencia y el derecho común.
Los productos se regularán por las disposiciones legales indicadas en el párrafo anterior o por lo que, en su caso, prevengan los contratos o concesiones respectivas.

	Artículo 23.‑ Son atribuciones del Tesorero:
I. Efectuar la recaudación y cobro de impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos, aprovechamientos, participaciones y aportaciones federales para fines específicos;
II a XIII…
	Artículo 23. Son atribuciones del Tesorero:
I. Efectuar la recaudación y cobro de impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos, aprovechamientos, participaciones y aportaciones federales para fines específicos;
II. a XIII. …

	Artículo 30.‑ Son responsables solidarios:
I a V…
VI. Los servidores públicos, así como los notarios y corredores públicos que autoricen algún acto jurídico, expidan testimonios; den trámite a algún documento en que se consignen actos, convenios, contratos y operaciones, si no se cercioran de que se han cubierto total o parcialmente los impuestos, contribuciones de mejoras o derechos respectivos, o no den cumplimiento a las disposiciones correspondientes que regulen el pago de gravámenes, independientemente de que se harán acreedores a la imposición de sanciones previstas por esta ley;
VII a XIII…
	Artículo 30. Son responsables solidarios:
I. a V. …
VI. Los servidores públicos, así como los notarios y corredores públicos que autoricen algún acto jurídico, expidan testimonios; den trámite a algún documento en que se consignen actos, convenios, contratos y operaciones, si no se cercioran de que se han cubierto total o parcialmente los impuestos, contribuciones de mejoras o derechos respectivos, o no den cumplimiento a las disposiciones correspondientes que regulen el pago de gravámenes, independientemente de que se harán acreedores a la imposición de sanciones previstas por esta ley;
VII. a XIII. …

	Artículo 32.‑ Están exentos del pago de impuestos, contribuciones de mejoras y derechos, salvo lo que las leyes fiscales determinen:
I y II...
	Artículo 32. Están exentos del pago de impuestos, contribuciones de mejoras y derechos, salvo lo que las leyes fiscales determinen:
I. y II. ...

	Artículo 37.‑ Son obligaciones de los contribuyentes:
I y II…
III. Pagar los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos, en la forma y términos que establezcan las leyes respectivas;
IV a VII…
…
	Artículo 37. Son obligaciones de los contribuyentes:
I. y II. …
III. Pagar los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos, en la forma y términos que establezcan las leyes respectivas;
IV. a VII. …
…

	Artículo 54.‑ …

I y II…
III. Los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos distintos de los señalados en la fracción anterior, por orden de antigüedad.
…
I a III. …
	Artículo 54. Cuando el crédito fiscal esté constituido por diversos conceptos, los pagos que haga el deudor se aplicarán a cubrirlos, en el siguiente orden:
I. y II. …
III. Los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos distintos de los señalados en la fracción anterior, por orden de antigüedad.
…
I. a III. …

	Artículo 61.‑ Las obligaciones ante el fisco municipal y los créditos a favor de éste por impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos o aprovechamientos, se extinguen por prescripción, en el término de cinco años. En el mismo plazo, se extingue también por prescripción, la obligación del fisco municipal de devolver las cantidades pagadas indebidamente.
…
…
	Artículo 61. Las obligaciones ante el fisco municipal y los créditos a favor de éste por impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos o aprovechamientos, se extinguen por prescripción, en el término de cinco años. En el mismo plazo, se extingue también por prescripción, la obligación del fisco municipal de devolver las cantidades pagadas indebidamente.
…
…

	
	Artículo 129. Es objeto de este impuesto:

I. La realización, celebración o expedición de los actos o contratos relativos a construcción, reconstrucción o ampliación de inmuebles.

En todos los casos en que se efectúen actos comprendidos en el párrafo anterior, se considera que se ha celebrado el contrato respectivo.

No se considerarán como objeto de este impuesto los casos de autoconstrucción. Se entiende que existe autoconstrucción cuando se agoten los siguientes requisitos:

1. Que el propietario del terreno donde se efectúe la obra, sea quien la realice, ya sea personalmente o con el auxilio de no más de tres personas ajenas a su familia;

2. Que la propiedad del terreno y de la construcción recaiga en una sola persona y que ésta acredite no poseer más propiedades, mediante certificación que al efecto expida la Dirección de Catastro; y

3. Que el permiso de construcción esté expedido por las autoridades competentes, a nombre del propietario del inmueble, y que éste o su asesor acrediten su carácter de responsable de la obra.

Para los efectos de la excepción anterior, la Tesorería Municipal podrá efectuar la declaratoria de no causación correspondiente, siempre que lo solicite el interesado, dentro de los treinta días siguientes de la iniciación de la obra, y compruebe encontrarse en el caso de autoconstrucción;


II. Son sujetos de este impuesto las personas físicas o jurídicas que asuman el costo de la obra en los actos o contratos. Será responsable solidario el propietario del bien;

III. Será base para el pago de este impuesto, el costo total de las obras que tengan por objeto la construcción, reconstrucción y ampliación de obras materiales, calculado conforme a las tablas de valores unitarios aprobadas por el Congreso del Estado;

Se abroga el párrafo; 

IV. Este impuesto se liquidará y pagará de conformidad con la tarifa que al efecto señale la Ley de ingresos del Municipio.

Siempre que por virtud de algún acto o contrato público o privado, cualquier persona adquiera una propiedad como terreno, teniendo construcción al momento del acto o del otorgamiento del contrato respectivo, que no hubiera sido hecha por el adquirente del terreno, la Tesorería Municipal procederá a cobrar al sujeto pasivo la diferencia de los impuestos realmente causados y a imponer, como sanción pecuniaria, una multa hasta de tres tantos del crédito fiscal omitido, más accesorios, pues en estos casos y para los efectos de este impuesto se considera que no solamente se transmitió el terreno sin construir, sino también la construcción misma;

V. El pago de este impuesto se efectuará dentro de los plazos que a continuación se indican:

En los casos de contratos de construcción, reconstrucción, ampliación o demolición de inmuebles, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de firma del mismo. A falta de contrato escrito, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de inicio de la construcción.

Independientemente de la fecha del contrato, los sujetos pasivos del impuesto están obligados a presentar por escrito, ante la Tesorería Municipal, un aviso de construcción, dentro de los diez días siguientes al inicio de la misma.
	
Para los efectos de esta fracción, los contribuyentes presentarán declaración ante la Oficina de Recaudación correspondiente, o donde, en su caso lo disponga la Tesorería Municipal, a la que anexarán copia del documento en que se haga constar el acto o contrato gravado; y

VI. Están exentos del pago de este impuesto:

a) La Federación, el Estado y los municipios;

b) Los contratos de construcción que celebren las empresas paraestatales y organismos descentralizados;

c) Los contratos de construcción o financiamiento relativos a la edificación o adquisición de viviendas de interés social, clasificadas como tipo Cajón A; y

d) La realización de actos o contratos, cuando su objeto sea la construcción, reconstrucción y ampliación de inmuebles destinados a viviendas de interés social, unifamiliar y de tipo popular, según las definiciones previstas en la Ley de Ingresos del Municipio.

Los notarios o quienes hagan sus veces, los registradores y las autoridades, no expedirán testimonios, ni registrarán o darán trámite a actos o contratos en que intervengan, o documentos que se les presenten, hasta que sea pagado el impuesto que ser cause.

En todo caso, al margen de la matriz y en los testimonios o en los documentos privados, deberá asentarse la constancia de pago o la que éste no se causa.

No se dará trámite ni se registrará documento alguno si no obra en él dicha constancia.

En el caso de que las obligaciones estipuladas estén sujetas a alguna condición, se causará el impuesto como si fuesen puras y simples.

	
	Artículo 130. Es objeto del impuesto sobre espectáculos públicos, el ingreso que se obtenga por concepto de la explotación de los espectáculos como teatro, ballet, ópera, circo, lucha libre, box, taurinos, futbol, basquetbol, beisbol, y demás espectáculos deportivos, excepto charrería; espectáculos de carpa, variedades, conciertos, audiciones musicales, exhibiciones de cualquier naturaleza y otros espectáculos de carácter artístico.
No se considerarán objeto de este impuesto los ingresos que obtenga la federación, el estado y los municipios por las diversiones y espectáculos públicos que directamente realicen. Tampoco se considerarán objeto de este impuesto los ingresos que se perciban por el boleto de entrada en los eventos de exposición para el fomento de actividades comerciales, industriales, agrícolas, ganaderas y de pesca, así como los ingresos que se obtengan por la celebración de eventos cuyos fondos se canalicen a instituciones asistenciales o de beneficencia.	Comment by Antonio Amador Costal Barrionuevo: ESTO NO TIENE NADA QUE VER CON EL TEMA DE LA APROBACIÓN DE TARIFAS DE LOS SERVICIOS DE AGUA.

	Artículo 131.‑ Los Municipios podrán promover ante la Legislatura del Estado a través de sus leyes de ingresos o iniciativas específicas de decreto, la creación de contribuciones de mejoras, de conformidad con las siguientes bases generales:
I. El objeto, el sujeto, los responsables solidarios, la base, el pago y demás elementos constitutivos de la contribución de mejoras, se determinarán en la Ley de Ingresos o en el decreto específico que en su caso expida el Congreso del Estado;
II. El interés público de las obras, así como las áreas de afectación o beneficio, se determinarán de acuerdo con las disposiciones en materia de ordenamiento y planeación de los asentamientos humanos; y
III. Cuando se promueva y autorice una contribución de mejoras y esta concurra con las aportaciones que los titulares de predios o fincas acepten enterar, conforme a los convenios de cooperación o colaboración que celebren para la construcción, conservación o mejoramiento de obras de infraestructura, deberá establecerse su compensación.
	Artículo 131. Los Municipios podrán promover ante la Legislatura del Estado a través de sus leyes de ingresos o iniciativas específicas de decreto, la creación de contribuciones de mejoras, de conformidad con las siguientes bases generales:
I. El objeto, el sujeto, los responsables solidarios, la base, el pago y demás elementos constitutivos de la contribución de mejoras, se determinarán en la Ley de Ingresos o en el decreto específico que en su caso expida el Congreso del Estado;
II. El interés público de las obras, así como las áreas de afectación o beneficio, se determinarán de acuerdo con las disposiciones en materia de ordenamiento y planeación de los asentamientos humanos; y
III. Cuando se promueva y autorice una contribución de mejoras y esta concurra con las aportaciones que los titulares de predios o fincas acepten enterar, conforme a los convenios de cooperación o colaboración que celebren para la construcción, conservación o mejoramiento de obras de infraestructura, deberá establecerse su compensación.

	
	Artículo 131 Bis. Derogado

	
	Artículo 131 Bis-A. Derogado

	Artículo 132.‑ …
I. Autorizaciones, licencias y permisos;
II. …
III. Dictámenes y registros;
IV. …
V. Inspección sanitaria;
VI a X…
CAPITULO VI
Se deroga
	Artículo 132. …
I. Autorizaciones, licencias y permisos;
II. …
III. Dictámenes y registros;
IV. …
V. Inspección sanitaria;
VI. a X…

	
	

	Artículo 157.‑ Se deroga.
Artículo 158.‑ Se deroga.
Artículo 159.‑ Se deroga.
Artículo 160.‑ Se deroga.
Artículo 161.‑ Se deroga.
	

	Artículo 177.‑ Son productos las contraprestaciones o ingresos por concepto de:
I. Arrendamiento o enajenación de bienes muebles e inmuebles de propiedad municipal;
II. Las aportaciones que los titulares de predios o fincas acepten enterar, conforme a los convenios de cooperación o colaboración que celebren para la construcción, conservación o mejoramiento de obras de infraestructura y equipamiento, por su incorporación a los servicios públicos municipales, que reciban, generen o cuya demanda incrementen, para realizar a sus usos o actividades;
III. Las contraprestaciones por servicios que se determinen mediante la celebración de un contrato administrativo de adhesión, en el cual se estipulan las obligaciones y contraprestaciones entre las partes, donde el prestador de servicios y el beneficiario adquieren derechos y obligaciones recíprocos, bajo condiciones que fija el proveedor conforme las disposiciones de las leyes y reglamentos que los regulan;
IV Prestación de servicios de cementerios y enajenación o concesión del uso de los mismos; y
V. Otros ingresos diversos.
	LO OMITEN POR COMPLETO

	Artículo 178.‑ Para la percepción de estos ingresos se estará a lo dispuesto en esta ley y según el caso, en las leyes que regulen la prestación de los servicios, los acuerdos o convenios de creación, los contratos o concesiones respectivos o en las escrituras constitutivas que den nacimiento a los organismos operadores o empresas municipales y, en defecto de ellos, en las disposiciones legales que les sean aplicables.
	

	Artículo 302.‑ El producto del remate se aplicará al pago del crédito fiscal, en el orden siguiente:
I. Los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos, que dieron lugar al embargo;
II a IV…
…
	Artículo 302. El producto del remate se aplicará al pago del crédito fiscal, en el orden siguiente:
I. Los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos, que dieron lugar al embargo;
II. a IV. …
…

	ARTÍCULO TERCERO.- En cumplimiento y observancia del artículo 115 fracción II inciso “e” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se expide el reglamento para la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado, drenaje y tratamiento de las aguas residuales, para su aplicación supletoria por los Ayuntamientos, dependencias o sus organismos operadores, en los términos siguientes:	Comment by Antonio Amador Costal Barrionuevo: ANULAN LA EMISIÓN DE UN REGLAMENTO SUPLETORIO PARA LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS, PARA AQUELLOS MUNICIPIOS QUE SE NIEGUEN A PUBLICAR EL PROPIO O BIEN NO TENGAN LA CAPACIDAD TÉCNICA PARA CREARLO.
	TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”.

ARTÍCULO SEGUNDO.- El Titular del Poder Ejecutivo, los Ayuntamientos y los organismos operadores, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán expedir o promover se emitan o modifiquen los reglamentos necesarios para la aplicación del presente Decreto en un término de 90 días naturales contados a partir del día siguiente de su entrada en vigencia.

ARTÍCULO TERCERO.- Los Ayuntamientos procederán a emitir los reglamentos municipales para regular la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado, drenaje y tratamiento de sus aguas residuales, conforme a sus atribuciones constitucionales y las disposiciones que se establecen en el presente decreto, en la Ley del Gobierno y la Administración Municipal y la Ley del Agua del Estado de Jalisco y sus Municipios.

ARTÍCULO CUARTO.- Los Ayuntamientos y los organismos operadores, deberán constituir, integrar y operar su respectivo consejo consultivo o comisión tarifaria, en un término no mayor de 90 días naturales contados a partir del día siguiente de la entrada en vigor del presente decreto.

ARTÍCULO QUINTO.- Los Ayuntamientos y sus dependencias u organismos operadores, deberán:

I. Expedir o revisar los reglamentos municipales para la debida aplicación del presente decreto en un término de 90 días naturales contados a partir del día siguiente de la entrada en vigor del presente;

II. Constituir o adecuar las dependencias, organismos o instancias que asumirán la operación de los servicios;

[bookmark: _GoBack]III. Constituir el Consejo Tarifario o la Comisión Tarifaria a más tardar el treinta de julio de 2012, para el estudio, análisis y propuesta de las tarifas de agua, de conformidad con las disposiciones de la presente Ley.



